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PRESENTACIÓN 

Hoy en día resultan innegables los avances que en las últimas décadas las mujeres han alcanzando 
gracias a su constancia y tenacidad en la lucha por sus derechos. Muchos paradigmas han caído, 
en especial aquel que, a lo largo de la historia, postuló su inferioridad respecto del hombre. Este 
logro se ve reflejado en que, actualmente, la mayor parte de normas jurídicas y políticas públicas 
reconocen y promueven la igualdad de derechos. 

En efecto, el derecho a la igualdad y no discriminación constituye la base de todos los derechos 
humanos. Así lo establecen las declaraciones y tratados sobre derechos humanos, en los que se 
reconoce la igualdad entre mujeres y hombres y se prohíbe todo tipo de discriminación basado 
en cualquier motivo prohibido, como el sexo. 

La Convención para la Eliminación de toda Forma de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) 
destaca como el tratado en el que se reconoció la existencia de una situación de injusticia social 
milenaria de las mujeres en el mundo, así como el compromiso de los Estados que lo ratificaron de 
revertir dicha situación por todos los medios posibles. A partir de este acuerdo, diversos Estados 
han dictado normas internas y han diseñado políticas públicas con el objeto de garantizar el 
derecho a la igualdad de las mujeres, buscando de esta manera mejorar su situación.

Asimismo, los más importantes consensos internacionales han establecido como prioridad 
realizar esfuerzos para el goce efectivo de los derechos humanos por parte de la población 
femenina en el mundo. En tal sentido, la Declaración del Derecho al Desarrollo insta a los Estados 
a adoptar, en el plano nacional, todas las medidas necesarias y eficaces para lograr que la mujer 
participe activamente del proceso y de los beneficios del desarrollo1, y  de ese modo, promover el 
incremento de sus capacidades y posibilidades. 

De modo particular, la igualdad ha sido reconocida como un valor fundamental también en la 
Declaración del Milenio, uno de los acuerdos internacionales más relevantes de los últimos años 
en el que se establecieron los Objetivos de Desarrollo del Milenio. En el acuerdo se señala que 
“Debe garantizarse la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres”. A través 
de la firma de esta Declaración, los Estados acordaron promover la igualdad entre los hombres y 
las mujeres así como la autonomía de la mujer como medios eficaces para combatir la pobreza, el 
hambre y estimular un desarrollo verdaderamente sostenible.

Por su parte, el Estudio Mundial de las Naciones Unidas sobre el Papel de la Mujer en el desarrollo 
ha señalado que:

1	 ONU. Declaración sobre el Derecho al Desarrollo. Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 
41/128, de 4 de diciembre de 1986. http://www2.ohchr.org/spanish/law/desarrollo.htm [Consulta: 20 de abril de 2012].



10

Defensoría del Pueblo

“hay un poderoso cúmulo de pruebas que indican que la igualdad entre los géneros, en la distribución 

de los recursos económicos y financieros, no solamente contribuye al bienestar y al empoderamiento 

de la mujer, sino que también tiene un efecto multiplicador positivo en una gama de objetivos clave 

del desarrollo, incluidos la reducción de la pobreza y el crecimiento económico. También hay pruebas 

acumuladas sobre la importancia decisiva del trabajo remunerado y no remunerado de la mujer, y del 

acceso a los recursos y al control sobre ellos en la recuperación de las familias de las crisis económicas 

de los últimos decenios”2. 

La clave del desarrollo lo constituye entonces, la promoción del desarrollo humano de mujeres 
y hombres, entendido como un proceso continuo de ampliación de las capacidades y de las 
opciones de las personas para que puedan llevar a cabo el proyecto de vida que, por distintas 
razones, valoran.3

No obstante este reconocimiento, se puede constatar que aún existen muchas desigualdades entre 
hombres y mujeres que inciden en el libre desarrollo de la personalidad y en el adecuado ejercicio 
de sus demás derechos, como la educación, el trabajo, la salud y una vida libre de violencia. De 
ahí deriva la necesidad de adoptar medidas que tengan por finalidad la igualdad material o de 
hecho entre hombres y mujeres.  

Esta persistencia de brechas de desigualdad se explica por la discriminación de género, que 
continúa afectando directamente a las mujeres. La Alta Comisionada de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas, Navi Pillay, ha denunciado que si bien las mujeres asumen las dos terceras 
partes de las horas que se trabajan en todo el mundo y producen la mitad de la comida del planeta, 
sólo se llevan una décima parte de los ingresos, poseyendo un uno por ciento de la propiedad 
mundial, y continúan sufriendo incontables casos de abuso, en su mayoría no castigados. 4 

Esta situación es aún peor en países en proceso de desarrollo.  En efecto, la promoción del derecho 
a la igualdad y no discriminación constituye  un asunto crucial en nuestra región, considerada la 
más desigual del mundo debido a los altos niveles de pobreza en la que viven millones de personas, 
como consecuencia de una inadecuada distribución de recursos.5 La situación se agrava aún más 
debido a que la discriminación que afecta a las mujeres, por razón de sexo, suele combinar sus 
efectos con otras formas de discriminación, como aquellas basadas en su  condición económica o 
social  y/o por etnia, generando consecuencias aún más adversas en su calidad de vida. 

2	 ONU. Estudio Mundial sobre el Papel de la Mujer en el Desarrollo. Informe del Secretario General. El control por la mujer de los re-
cursos económicos y del acceso a los recursos financieros, incluida la microfinanciación. Sexagésimo cuarto período de sesiones. 
Tema 58 b) de la lista preliminar. Erradicación de la pobreza y otras cuestiones de desarrollo: la mujer en el desarrollo. A/64/93. 
17 de junio de 2009.

3	 PNUD. Informe Sobre Desarrollo Humano Perú 2009. Por una densidad del Estado al servicio de la gente Parte I: las brechas en el territorio. 
Lima: PNUD. 2009. www.pnud.org.pe/data/publicacion/idh2009vol1.pdf [Consulta: 15 de abril de 2012]. 

4	 Declaración de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Navi Pillay por el Día de los Derechos 
Humanos 2009. http://www.ohchr.org/SP/AboutUs/Pages/StatementHCHRDay2009.aspx. [Consulta: 16 de abril de 2012].

������������������������������������������������������������������������������������������������������������������������������ 	 Informe de América Latina sobre los Progresos y las Perspectivas de la Implementación del Programa de Acción de la Conferen-
cia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. 1994-2009. Chile. 2009. p. 17.
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En el Perú, donde según el último Censo del 2007, realizado por el INEI, las mujeres representan 
el 50,3% de la población peruana, la firma de declaraciones y la ratificación de tratados como 
la CEDAW, la emisión de normas jurídicas internas, el diseño de políticas y la creación de 
instituciones para la implementación de dichas políticas en materia de defensa y promoción de 
los derechos de las mujeres resultan destacables. En este contexto, los cambios experimentados 
en favor de las mujeres en las últimas décadas se manifiestan a partir de su masiva incorporación 
al trabajo remunerado, en la ampliación de las oportunidades en educación, en el desarrollo 
de liderazgos tanto en el ámbito público como privado y, sobre todo, en una cada vez mayor 
conciencia de sus derechos. 

Sin embargo, estos esfuerzos no han sido acompañados de una voluntad política decidida a 
reducir drásticamente las brechas de desigualdad que aún subsisten en el país.  Las cifras oficiales 
en los ámbitos nacional y regional advierten que los principales indicadores de la situación 
de discriminación y desigualdad que enfrentan las mujeres se encuentran en la alta tasa de 
mortalidad materna, la incidencia de la violencia contra las mujeres, las tasas de analfabetismo, 
la diferente participación de mujeres y hombres en la actividad económica, la brecha salarial, 
las limitaciones en el cumplimiento de la cuota de género como medida afirmativa que intenta 
promover la participación política de las mujeres, entre otras. 

Es más, los cambios favorables no alcanzan a todas las mujeres de manera homogénea ni mucho 
menos les permiten el real ejercicio de todos los derechos que les corresponden. Ello evidencia que 
subsisten barreras que requieren ser superadas de manera inmediata pues afectan, en especial, a 
las mujeres que se encuentran en condiciones de mayor vulnerabilidad debido a diversas razones 
como pueden ser su condición rural su condición de migrante, alguna condición de discapacidad, 
su pertenencia a la población en situación de pobreza, o a su condición de afrodescendiente, 
amazónica o andina. 

Por su parte, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer6, refiriéndose a los 
informes del Estado Peruano sobre los avances en esta materia, ha manifestado su preocupación 
por la prevalencia en toda la sociedad peruana de manifestaciones socioculturales de conductas 
que mantienen prejuicios y prácticas discriminatorias contra la mujer. Asimismo, el Comité ha 
planteado que se requiere de una acción más decidida para cambiar actitudes y los prejuicios de 
la sociedad respecto de la mujer y el hombre7. 

En nuestro país cabe destacar que, no obstante el incremento y amplitud del acceso a la educación 
de las mujeres, entre las razones de inasistencia más citadas por las adolescentes destacan 
aquellas de índole familiar, como por ejemplo, la dedicación a labores del hogar. Este resultado 

6	 Organismo creado por la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, para monitorear 
su cumplimiento.

7	 Jurisprudencia sobre Derechos Humanos de las Mujeres. CLADEM 2008. 3º Observación Final – CEDAW 1198. Párr. 26. 
	 http://www.cladem.org/espanol/regionales/monitoreo%5Fconvenios/INDEX_Jurispr.ASP. [Consulta: 16 de abril de 2012].
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es interpretado como un elemento de la desigualdad de género en lo que respecta a la poca 
disposición de los progenitores a invertir en la educación de sus hijas.8 Por su parte, a pesar de la 
masiva participación de la mujer en actividades laborales remuneradas, éstas son en su mayoría 
actividades no formales y con niveles remunerativos por debajo de los mínimos legales e incluso 
inferiores a las que perciben los varones que realizan la misma actividad. 

Frente a esta situación, en el contexto de un estado descentralizado resulta favorable el desarrollo 
de acciones concretas para superar las brechas de género aun existentes, siendo por ende obligación 
del Estado peruano, en sus tres niveles de gobierno –nacional, regional y local-, garantizar la 
vigencia de los derechos fundamentales de las mujeres. 

En efecto, la transferencia de funciones y competencias en materia de igualdad de oportunidades 
a los gobiernos regionales y locales -que tradicionalmente y durante mucho tiempo estuvo en 
manos del gobierno central- culminó en el año 2009 generando nuevos espacios de diálogo y 
concertación en la definición de las prioridades regionales y locales, de modo que la gestión 
pública responda de manera más directa a las necesidades de las ciudadanas y ciudadanos de su 
circunscripción. 

Asimismo, la participación de la población en la elaboración de planes de desarrollo regional 
y local concertados, de presupuestos participativos9 y en los procesos de rendición de cuentas, 
constituyen mecanismos que contribuyen al fortalecimiento de la  institucionalización del proceso 
de descentralización y a la implementación de propuestas regionales orientadas al desarrollo.

Cabe al respecto recordar que, la Ley N° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres 
y Hombres (LIO), en vigencia desde el año 2007, tiene por objeto:

“establecer el marco normativo, institucional y de políticas públicas en los ámbitos nacional, regional 

y local, para garantizar a mujeres y hombres el ejercicio de sus derechos a la igualdad, dignidad, 

libre desarrollo, bienestar y autonomía, impidiendo la discriminación en todas las esferas de su vida, 

pública y privada, propendiendo a la plena igualdad” (art.1º). 

Este mandato legal se ve fortalecido ante  la incorporación del enfoque de género en los 
presupuestos en algunas experiencias locales,10 así como por la aprobación de la Ley Nº 29083,11 
que dispone que en la evaluación presupuestal de la ejecución del presupuesto del Sector Público 
las entidades públicas incorporen, en el análisis, la incidencia en políticas de equidad de género. 

8	 Vásquez H. Enrique y Monge Z. Álvaro. Desigualdad de género en la educación de niñas y adolescentes rurales del Perú: situación y 
propuestas de políticas públicas para su atención. Universidad del Pacífico. Movimiento Manuela Ramos. Lima: 2009. p. 14.

9	 Ley N° 28056, Ley Marco del Presupuesto Participativo promulgada el 7 de agosto del año 2003.
10	 UNIFEM. Presupuestos participativos sensibles al género en las Regiones de San Martín, Moquegua y Huánuco (Perú) a través de la Mesa 

de Lucha contra la Pobreza. Serie: En la economía contamos todos y todas. Oficina Regional Andina. 
	 http://www.presupuestoygenero.net/libreria/media/cuaderno1_san_martin_peru.pdf  [Consulta: 16 de abril de 2012].
11	 Ley que modifica el artículo 47 de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto publicada el 12 de setiembre 

de 2007.
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Asimismo, se han emitido instrumentos que buscan orientar las inversiones públicas hacia la 
reducción de las desigualdades de género (como Planes de igualdad de oportunidades- PIO y 
Planes regionales de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres- PRIOS), así como 
delinear las prioridades para la reducción de las brechas de género en su circunscripción.

Ahora bien, garantizar la real igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres requiere 
no sólo establecer este mandato a nivel de compromisos normativos y políticos sino que, 
necesariamente, implica asumir un compromiso económico financiero, debiendo este último 
plasmarse en acciones destinadas a mejorar la condición y posición de las mujeres en la sociedad. 
Y para ello, la información sobre brechas de desigualdad constituye un insumo indispensable 
para la identificación de la agenda nacional y regional, y la consecuente priorización de 
recursos económicos para concretar medidas específicas orientadas a alcanzar la igualdad de 
oportunidades.

En este contexto es que la Defensoría del Pueblo, como parte de su mandato constitucional 
de defensa de los derechos fundamentales de las personas y de la comunidad, se encuentra  
comprometida con contribuir, en el marco de sus competencias, el logro de la igualdad real entre 
mujeres y hombres en nuestro país. Por ello, y también en cumplimiento de lo expresamente 
dispuesto por la Ley de Igualdad de Oportunidades, la Defensoría del Pueblo da cuenta anualmente 
de los avances en el cumplimiento de la Ley por parte de las entidades del sector público, para 
lo cual  ha elaborado desde el año 2008 un total de 4 reportes realizando el seguimiento a la 
implementación de políticas destinadas a reducir las brechas de género. 

Sobre el particular, si bien en los tres últimos Reportes Defensoriales sobre el Cumplimiento de la 
LIO se ha observado un mayor énfasis en la aprobación de normas, los esfuerzos resultan ser mucho 
menores en  lo que se refiere a la asignación de recursos presupuestales para su implementación, 
no existiendo en consecuencia una concordancia entre lo dispuesto por las normas –como por 
ejemplo los  Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades de los Gobiernos Regionales- y 
la asignación y ejecución de los recursos presupuestales para su real implementación. Es por 
ello que  en el Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de 
Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2010) se recomendó a los Gobiernos 
Regionales asignar recursos específicos para ejecutar las actividades y metas previstas en dichos 
instrumentos de gestión. 

Y es que la asignación de recursos presupuestales constituye un indicador fundamental de la 
voluntad política del Estado para enfrentar la desigualdad y la discriminación que sigue afectando 
a las mujeres. A través de los presupuestos se establecen prioridades en la implementación de 
políticas públicas y se marca con claridad el tenor de la política general de un gobierno. Es, 
además, una forma de redistribución equitativa de los recursos entre peruanos y peruanas, 
necesaria para lograr el desarrollo del país.
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Es por esta razón que la Defensoría del Pueblo ha elaborado el Quinto Reporte Defensorial sobre 
el cumplimiento, por parte de los gobiernos regionales, de la Ley de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Hombres, supervisando los presupuestos para el logro de dicha igualdad. Su 
finalidad es presentar los alcances y limitaciones de los gobiernos regionales durante el año 2011 
para, en cumplimiento de la normatividad vigente y el marco de sus funciones, implementar las 
políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.  Para tal efecto se ha tenido en 
consideración la asignación de presupuestos a las actividades, proyectos o programas destinados 
a la reducción de las brechas de género, a través del análisis de cada una de las fases presupuestales. 
La igualdad de oportunidades implica lograr que las mujeres y los hombres se encuentren en 
igualdad real de condiciones para ejercer plenamente sus derechos. Y es en la lucha por este  
esfuerzo que la Defensoría del Pueblo renueva su compromiso de contribuir a eliminar las brechas 
de género que aún persisten en la sociedad,  promoviendo de esta manera la realización de una 
nueva y significativa contribución a la defensa de los derechos humanos de las mujeres, y, por 
consiguiente, a la edificación de una sociedad más justa y equitativa.

Lima, setiembre de 2012

Dr. Eduardo Vega Luna
Defensor del Pueblo (e)
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CAPÍTULO I
MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL SOBRE EL 
DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 
DE LAS MUJERES 

1.1	 El derecho a la igualdad y a la no discriminación como derecho humano.

El derecho a la igualdad y no discriminación ha sido reconocido en diversos instrumentos 
internacionales tanto en el Sistema Universal como en el Sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos.12 Así por ejemplo, en lo que se refiere al Sistema Universal, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (1948) constituye el primer instrumento que consagra 
este derecho en su artículo 2° en los siguientes términos: “Toda persona tiene los derechos y 
libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición.” 

Asimismo, el derecho a la igualdad y no discriminación se encuentra establecido en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 3° y 26°) y en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales (artículo 3°) a través de los cuales los Estados parte se 
han comprometido a asegurar a los hombres y a las mujeres poder gozar de todos los derechos 
en ellos enunciados. 

Por su parte,  en el Sistema Interamericano la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre establece, en su artículo II, que: “Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen 
los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo 
ni otra alguna”. 

Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como el “Pacto de 
San José de Costa Rica”13 consagra este derecho en su artículo 24° en términos similares a los 
establecidos en la citada Declaración Americana, e incluye la obligación de reconocer y garantizar 
los derechos humanos sin discriminación. Así, el artículo 1° del Pacto señala:

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 1. Los Estados partes en esta Convención se 

comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 

12	 Para mayores referencias sobre el marco internacional del derecho a la igualdad y no discriminación, ver el Segundo Reporte 
de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (enero-
diciembre 2008). http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2009/informe-001-2009-addm.pdf

13	 La Convención Americana sobre Derechos Humanos, fue adoptada por la Organización de Estados Americanos –OEA el 22 de 
noviembre de 1969, y aprobada por el Perú mediante Decreto Ley N° 22231 de 11 de julio de 1978. El instrumento de ratificación, 
de fecha 12 de julio de 1978, fue depositado el 28 de julio de 1978. 
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raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Por su parte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”14 precisa, en 
su artículo 3°, que la obligación de no discriminar alcanza a todos los Estados parte: “Los Estados 
partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que 
en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”.

En un inicio los derechos de las mujeres carecieron de mayor especificidad, siendo en consecuencia 
protegidos únicamente por los derechos y mecanismos de protección de derechos humanos en 
general. Sin embargo, en materia de respeto y promoción de derechos existe una clara tendencia 
a la afirmación de un mayor reconocimiento y protección de los derechos de las personas que 
pertenecen a grupos o sectores históricamente postergados y que, por tal razón, requieren de una 
protección especial que contribuya a su plena integración en la sociedad.  

Es en este contexto que se ha venido tomando cada vez mayor conciencia de la necesidad de que 
las mujeres cuenten con un trato y reconocimiento especial –en atención a su especial situación, 
motivada por concepciones social y culturalmente arraigadas que generan relaciones de poder y 
de subordinación de las mujeres respecto de los hombres–, mediante el establecimiento de normas 
y mecanismos específicos, que contribuyan a garantizar la protección de sus derechos. Cabe sin 
embargo enfatizar en que la incorporación de normas y garantías específicas para su protección 
no tiene como objetivo sustituir la normatividad general sobre derechos humanos en general, sino 
complementar y perfeccionar la efectiva defensa y promoción de los derechos de las mujeres.

Es así que, en el plano internacional, como quiera que el marco normativo general internacional de 
derechos humanos no resultaba suficiente para contribuir al diseño e implementación de medidas 
específicamente destinadas a eliminar la discriminación de género, se da inicio al establecimiento 
de normas y mecanismos específicos para su protección y promoción. Así,  diversos movimientos 
de derechos de las mujeres en el mundo impulsaron la adopción de la “Convención para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer”-CEDAW15 en el Sistema 
Universal de las Naciones Unidas. Este tratado define la “discriminación” como:

14	 El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales fue adoptado el 17 de noviembre de 1988, y aprobado por el Perú mediante Resolución Legislativa N° 26448 de 28 de 
abril de 1995. El instrumento de ratificación, de fecha 17 de mayo de 1995, fue depositado el 04 de junio de 1995.  

15	 La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer, fue adoptada  por la Asamblea Gen-
eral de las Naciones Unidas en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979, y aprobada por el Perú mediante Resolución 
Legislativa N° 23432 de 04 de junio de 1982. El instrumento de ratificación es de fecha 13 de setiembre de 1982. 
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“(…) toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado 

menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado 

civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”

A partir de entonces se cuenta con una normativa y marco internacional que contribuye a definir de 
manera específica el contenido del derecho a la igualdad y no discriminación por razón de género. 

Lo expuesto, sumado al desarrollo que tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial se ha venido 
realizando sobre esta materia, permite que hoy en día el contenido del concepto de igualdad 
responda al contexto y necesidades del momento, superando el carácter meramente formal 
de la igualdad ante la ley, la cual constituía una suerte de ficción jurídica ante la existencia de 
desigualdades entre los grupos sociales que sólo podían ser superadas a partir de una actuación 
de los poderes públicos. Así, y ante la evidencia de la insuficiencia de esta igualdad meramente 
formal, se evoluciona hacia una concepción material de la igualdad, en la que el Estado adquiere 
un rol activo, con el objeto de generar condiciones para que la igualdad sea real y efectiva. 

Cabe enfatizar en que la necesidad de comprender a la igualdad material dentro del contenido 
del derecho a la igualdad y no discriminación viene siendo reconocida tanto por la doctrina 
existente en la materia como por la jurisprudencia nacional e internacional y la jurisprudencia en 
materia de protección internacional de derechos humanos, siendo también reconocida en diversas 
disposiciones normativas en los diferentes ordenamientos jurídicos, incluso a nivel constitucional. 
En este marco, corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la igualdad 
de las personas o grupos sociales marginados sea real, sustancial, de hecho o de oportunidades.

En cuanto a su definición, el principio de igualdad se basa en que todos los seres humanos deben 
ser tratados como iguales, salvo que existan criterios relevantes para un tratamiento diferenciado16.

Si bien el derecho a la igualdad implica la imposibilidad de establecer diferenciaciones injustas, 
ello no quiere decir que se tenga que dar un tratamiento igual en todos los casos, con abstracción 
de cualquier elemento diferenciador razonable. Por ello, tanto la doctrina como la jurisprudencia 
internacional y la jurisprudencia constitucional de diversos países (entre ellos el Tribunal 
Constitucional peruano) vienen desarrollando doctrina que permite interpretar y determinar en 
cada caso concreto cuándo nos encontramos ante un caso de diferenciación objetiva y razonable, y 
cuándo ante un caso de desigualdad arbitrario. Y es que la única diferencia de trato que se prohíbe 
es aquella que resulta injustificada por no estar fundada en una base objetiva y razonable. A esta 
doctrina se le denomina test de razonabilidad o proporcionalidad para verificar la igualdad.17

16	 Laporta, Francisco. “El principio de igualdad, introducción a su análisis”, en Sistema N° 67, Madrid, p. 23-31.
17	 En cada caso concreto deberá evaluarse si concurren los siguientes criterios: 

a)	 Fin legítimo: El tratamiento diferente debe asentarse en juicios de valor razonables, para lo cual el fin perseguido debe ser 
constitucionalmente admisible.

b)	Proporcionalidad: Para justificar un trato diferenciado, debe respetarse una razonable relación de proporcionalidad entre los 
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En concordancia con lo expuesto, el concepto de igualdad no debe buscarse en la semejanza sino 
precisamente en la diversidad humana. En tal sentido, el derecho a la igualdad entre personas 
que pertenecen a diferentes sexos, etnias, condiciones sociales, orígenes geográficos, etc. “… 
no se define a partir de un criterio de semejanza, sino de justicia: se otorga el mismo valor a 
personas diversas, integrantes de una sociedad. (...) El principio de igualdad está estrechamente 
relacionado con el ejercicio de la tolerancia: el reconocimiento del otro o de la otra como igual, es 
decir, que siendo diferente tiene los mismos derechos y responsabilidades”18.

Sin embargo, resultaría incompleto cualquier análisis en materia de igualdad si no se trata lo 
concerniente a la distinción entre igualdad y no discriminación. Sobre el particular, existen 
diversas posturas en doctrina respecto a la distinción entre los derechos a la igualdad y no 
discriminación. Mientras algunos consideran que la prohibición de discriminación ha ido 
adquiriendo el reconocimiento de autonomía conceptual y normativa respecto del tradicional 
principio de igualdad, para otros -entre los cuales nos encontramos- el derecho a la igualdad 
y no discriminación guarda una relación de género (igualdad) a especie (no discriminación) 
entendiéndose a la prohibición de discriminación como una suerte de transformación de la 
igualdad cuando el criterio de desigualdad que concurre es uno de los sospechosos.

Si bien, tanto en la normativa interna como internacional los principios de igualdad y no 
discriminación suelen por lo general estar contenidos en un solo artículo, se trata de conceptos 
que, aunque vinculados, resultan ser distintos entre sí. 

En consecuencia, no toda desigualdad, por ser injustificada, constituye discriminación. La 
discriminación debe entenderse vinculada directamente a aquellos prejuicios negativos en 
virtud de los cuales se considera a determinadas personas o grupos de personas como inferiores. 
Se trata de prejuicios que se pueden dar tanto en el ámbito público como en el privado, que 
son histórica y socialmente generados, y que responden a una concepción irrazonable, odiosa y 
humillante, que va directamente contra la dignidad humana19, como son la discriminación por 
sexo, raza, religión, etc.

medios empleados y la finalidad perseguida. El examen de proporcionalidad se realiza a través de tres sub-principios: 
-	 Sub-principio de idoneidad: Debe existir una relación de causalidad entre el medio adoptado y el fin propuesto; en conse-

cuencia, se debe examinar si el tratamiento diferenciado conduce a alcanzar la finalidad legítima propuesta. 
-	 Sub-principio de necesidad: No debe existir  ningún otro medio alternativo que revista, por lo menos, la misma idoneidad 

para alcanzar el objetivo propuesto y que sea más benigno con el derecho afectado.
-	 Sub-principio de proporcionalidad en sentido estricto: Según este principio, el grado de realización del objetivo de intervención 

debe ser por lo menos equivalente o proporcional al grado de afectación del derecho fundamental. Se trata, por tanto, de la com-
paración de dos intensidades o grados: la realización del fin de la medida examinada y la afectación del derecho fundamental.

En numerosas ocasiones, el Tribunal Constitucional peruano ha empleado estos criterios para examinar la validez constitucio-
nal de medidas que inciden en el ejercicio del derecho a la igualdad. (Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. 
Nº 048-2004-PI/TC, de 1 de abril de 2005, párr. 65). 

18	 Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Herramientas básicas para integrar la perspectiva de género en organizaciones que 
trabajan derechos humanos. San José, C.R. : IIDH, 2008, p. 20.

19	 García Morrillo, Joaquín. La cláusula general de igualdad. En: Derecho Constitucional. Volumen I. Tirant Lo Blanch. Valencia, 1991. 
En: Academia de la Magistratura. Programa de Formación de Aspirantes. Materiales de Enseñanza de Derecho Constitucional. 
Lima: 1999,  p. 249.
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“Discriminación no es cualquier diferenciación, en el sentido más neutro de la palabra, sino aquélla 

que se funda en un prejuicio negativo en virtud del cual los miembros de un grupo son tratados como 

seres ya no diferentes sino inferiores...El motivo de la distinción es algo más que irrazonable, es odioso, 

y de ningún modo puede aceptarse porque resulta humillante para quienes sufren esa marginación”20.

Sobre el particular, recientemente la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
ha manifestado que “distinciones” y “discriminaciones” no son equiparables, puesto que “las 
primeras constituyen diferencias compatibles con la Convención Americana por ser razonables, 
proporcionales y objetivas, mientras que las segundas constituyen diferencias arbitrarias que 
redundan en detrimento de los derechos humanos”21.

En efecto, el término discriminación tiene su origen en la palabra discriminatio que significa 
separar o distinguir. En él está presente la idea de inferioridad/superioridad de una persona 
o grupo de personas respecto de otras por razón de sexo, motivos raciales, sexuales, etarios, 
creencia religiosa, de discapacidad, status migratorio, lingüísticos etc.22 En tal sentido, 

“… la discriminación se basa en la existencia de una percepción social, que tiene como característica el 

desprestigio considerable de una persona o grupo de personas, ante los ojos de otras. Estas percepciones 

negativas tienen consecuencias en el tratamiento hacia ellas, en el modo de ver el mundo y de vivir 

las relaciones sociales en su conjunto. Todo ello influye en las oportunidades y por consiguiente, en el 

ejercicio de los derechos y en la realización de las capacidades de este grupo de personas”.23

Asimismo la Corte IDH ha precisado que la noción de igualdad se desprende de la unidad de la 
naturaleza de los seres humanos, independientemente de la existencia de diferencias de cualquier 
índole. Así en la sentencia del Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile  ha señalado que:

“...la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano 

y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación 

que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la 

inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce 

de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación”.24

Teniendo en cuenta que la igualdad es un principio y a su vez un derecho que reconoce que 
todos los seres humanos tienen iguales derechos, la prohibición de la discriminación por razones 

20	 Bilbao Ubillús, Juan María y Fernando Rey Martínez. Veinte años de jurisprudencia sobre la igualdad constitucional. En: La Constitución y 
la práctica del derecho. Tomo I. Colectivo dirigido por Manuel Aragón y Julián Martínez-Simancas. Navarra: Aranzadi, 1998, p.251.

21	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos. Sentencia de 6 de Agosto de 
2008. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas).

	 http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_184_esp.pdf.  [Consulta: jueves 09 de mayo 2012]. 
22	 Op. Cit. . Herramientas básicas para integrar la perspectiva de género en organizaciones que trabajan derechos humanos. , p. 22.
23	 Ibídem. p. 21.
24	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Repara-

ciones y Costas). Párr. 79. http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_239_esp.pdf. [Consulta: jueves 03 de mayo 2012].   
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de sexo, en el derecho internacional, alude a  la imposibilidad de privar activa o pasivamente a 
una mujer o grupos de mujeres –por el solo hecho de ser tales– de gozar de los mismos derechos 
de los que gozan otros seres humanos. La importancia de la definición contenida en la CEDAW 
radica en que se establece con claridad que los actos de discriminación pueden adoptar diferentes 
formas como distinción, exclusión, preferencia o restricción. 

Es también importante recordar que la discriminación tiene que ver con la pertenencia a un grupo. 
Así, la discriminación que en los hechos se presenta contra una persona, afecta en realidad a todas 
las personas que componen o integran dicho grupo discriminado. 

De otro lado, la prohibición de discriminación se proyecta tanto sobre el actuar de todos los 
poderes públicos, como también respecto de las relaciones entre los particulares. En este último 
caso, cuando se produce daño a terceros a través de la vulneración de sus derechos fundamentales, 
el Estado se encuentra obligado a intervenir en el ámbito privado. En efecto, se entiende que 
el Estado “discriminaría” si tolerara pasivamente las formas de discriminación producto de 
relaciones privadas.

Precisamente, con la finalidad de eliminar la discriminación es que resulta no sólo posible sino tam-
bién necesario establecer e implementar medidas que contengan distinciones, siempre que éstas sean 
razonables y tengan un fin legítimo. Este es el caso, por ejemplo, de las medidas de acción afirmativa 
que tienen por objeto acelerar la igualdad de facto entre hombres y mujeres, considerando la exclu-
sión histórica de éstas en el mundo que las coloca en desventaja a priori. En tal sentido, la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, en su artículo 4°, 
ha establecido como parte de las medidas que deben adoptar los Estados para el logro pleno de la 
igualdad, aquellas denominadas medidas especiales de carácter temporal, que no sólo no se consideran 
discriminatorias sino que contribuyen a eliminar la discriminación, en los siguientes términos:

“Artículo 4

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas 

a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la 

forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 

mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado 

los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la presente 

Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria”.

Es en este sentido que el Comité para la Eliminación de toda Discriminación contra la Mujer25, 
en su Recomendación General Nº 24, ha señalado que la aplicación de estas medidas especiales 

25	 El Comité para la Eliminación de toda Discriminación contra la Mujer fue creado por el artículo 17° de la CEDAW  con el objeto 
de examinar los progresos realizados por los Estados partes en la aplicación de la Convención. 
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no deben considerarse una excepción a la regla de no discriminación sino que son parte de una 
estrategia necesaria de los Estados para lograr la igualdad real entre hombres y mujeres en el goce 
de sus derechos fundamentales. Asimismo, ha establecido que: 

“Por “medidas” se entiende una amplia gama de instrumentos, políticas y prácticas de índole 

legislativa, ejecutiva, administrativa y reglamentaria. Éstas pueden incluir la administración pública, 

la actividad política, la educación privada y el empleo.

Por “medidas especiales” se debe entender a aquellas que tienen por objetivo acelerar la igualdad de 

facto de las mujeres.

Por “medidas temporales” se debe entender a las que no son para siempre, aunque de lugar a la 

aplicación de estas medidas por períodos largos de tiempo. La duración de estas medidas se debe 

determinar tomando en consideración el resultado funcional con relación a los fines de la solución de 

un problema concreto y no estableciendo plazo determinado.” 26

Estas medidas afirmativas tienen por objeto contrarrestar la situación de exclusión de la población 
femenina que se ha venido gestando a través del trato discriminatorio en contra de las mujeres a 
lo largo de la  historia. De este modo se promueve la remoción, en el menor tiempo posible, de las 
barreras sociales, económicas y políticas que se interponen en el logro de la igualdad real. 

De otro lado, respecto a las formas o manifestaciones de discriminación es importante señalar 
que, tal como se refiere en la CEDAW, es considerado también discriminatorio el acto que tenga 
no sólo por finalidad sino también “por resultado” la violación de los derechos humanos de las 
mujeres. Esto quiere decir que no sólo están prohibidos los actos realizados con la intención de 
discriminar sino incluso aquéllos en los que el acto puede ser neutro pero que tiene por resultado 
una distinción arbitraria, la exclusión o restricción de uno o varios derechos humanos. 

“Generalmente la legislación y las políticas aparentan ser “neutrales” al género; se asume que se 

aplican de manera igualitaria para mujeres y hombres, pero en realidad, al no considerar las diferentes 

condiciones y necesidades de unas y otros, conducen con frecuencia a resultados desiguales que 

favorecen, legitiman y mantienen la discriminación y exclusión de las mujeres”27.

Asimismo, la discriminación puede ser directa o indirecta. La directa está definida como una 
diferencia de trato que consiste, de forma explícita, en distinciones basadas en el sexo.28 Por 
ejemplo, cuando se impide continuar con estudios secundarios a las adolescentes rurales para 
que se encarguen de actividades domésticas en el hogar o cuando no se contrata a una mujer 
frente a la posibilidad de que resulte embarazada. 

26	 Recomendación Nº 24 del Comité para la Eliminación de toda forma de discriminación contra la Mujer. Adoptada en su 20º 
período de sesiones. 1999. 

27	 Op cit. Herramientas básicas para integrar la perspectiva de género en organizaciones que trabajan derechos humanos., p. 24.
28	 Naciones Unidas. Informe de la Alta Comisionada de Derechos Humanos. E/2008/76. Período de sesiones sustantivo de 2008, párr. 25.
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La discriminación indirecta se produce cuando “una ley, una política o un programa que parecen 
neutros (por ejemplo, en lo que atañe a hombres y mujeres) tienen un efecto discriminatorio en el 
momento de su aplicación”.29 Un ejemplo de actos de discriminación por razón de género son las 
disposiciones del Reglamento de las Escuelas de Formación de la Policía Nacional y de las Fuerzas 
Armadas que prohíben tener hijos/as durante el período de instrucción. Si bien esta medida es 
aparentemente neutra, afecta desproporcionadamente a las alumnas, por ser las mujeres quienes 
llevan el embarazo, el cual se evidencia rápidamente.

De igual manera, la discriminación puede ser parcial, o total, es decir, la CEDAW prohíbe que no 
se le reconozca a una mujer un derecho e incluso ciertos aspectos de un derecho. Una situación 
que grafica el reconocimiento parcial de un derecho puede encontrarse en la Ley 29786, Ley de 
trabajadoras/es del hogar (labor desarrollada mayoritariamente por mujeres), que reconoce sólo 
la mitad del período vacacional30 que corresponde a cualquier otro trabajador o trabajadora. 

De acuerdo con la CEDAW el acto de discriminación puede producirse tanto en el reconocimiento, 
como en el goce o ejercicio de un derecho. En efecto, este tratado pretende eliminar toda forma de 
distinción arbitraria, restricción o exclusión de las mujeres no sólo en las leyes (de jure) sino incluso 
y fundamentalmente la existencia de discriminaciones en los hechos (de facto). En otras palabras, 
los Estados partes de la CEDAW no sólo se obligan a legislar en los términos que establece el trata-
do, sino incluso a remover todas las condiciones que, en la práctica, impiden o dificultan el goce o 
ejercicio de los derechos reconocidos en el mismo. Lo expuesto permite también contar con el marco 
jurídico adecuado para abordar la problemática de la discriminación por sexo en relación con otras 
formas de discriminación por razones como raza, edad, discapacidad, condición social, etc. 

Es asimismo importante referir que aun cuando la CEDAW no incluyó de manera expresa a la 
violencia contra la mujer como una forma de discriminación, el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, a través de su Recomendación General N° 19, consolidó la idea 
de que “la violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide gravemente que 
goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”. Asimismo estableció que la 
definición de discriminación contenida en la CEDAW integra a las diversas formas de violencia 
que las afecta así como los derechos que se vulneran: 

“6. El artículo 1 de la Convención define la discriminación contra la mujer. Esa definición incluye la 

violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la 

afecta en forma desproporcionada. Incluye actos que infligen daños o sufrimientos de índole física, 

mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad. 

La violencia contra la mujer puede contravenir disposiciones de la Convención, sin tener en cuenta si 

hablan expresamente de la violencia.

29	 Ibídem., párr. 26. 
30	 Artículo 12°. 



23

Quinto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres

7. La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus derechos humanos y sus 

libertades fundamentales en virtud del derecho internacional o de los diversos convenios de derechos 

humanos, constituye discriminación, como la define el artículo 1 de la Convención. Esos derechos y 

libertades comprenden: 

a)	 El derecho a la vida;

b)	 El derecho a no ser sometido a torturas o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c)	 El derecho a protección en condiciones de igualdad con arreglo a normas humanitarias en tiempo 

de conflicto armado internacional o interno;

d)	 El derecho a la libertad y a la seguridad personales;

e)	 El derecho a igualdad ante la ley;

f)	 El derecho a igualdad en la familia;

g)	 El derecho al más alto nivel posible de salud física y mental;

h)	 El derecho a condiciones de empleo justas y favorables.31

Por su parte, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de Belem Do Pará” ha establecido la conexión que existe entre 
violencia y discriminación. Así, en su artículo 6° señala que:

“Artículo 6 
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 
a.	 el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 
b.	 el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 

comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación. 

Cabe finalmente destacar la existencia de otros tratados internacionales sobre otras formas de 
discriminación que también afectan a las mujeres además de la discriminación por sexo; lo que 
genera un espiral de exclusión que debe ser tenido en cuenta para el diseño de políticas públicas 
inclusivas e integrales:

•  Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial32 (1965):

“[...] toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u 

origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 

goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en 

las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.”

31	 Organización de las Naciones Unidas. Recomendación General Nº 19. Adoptada por el Comité para la Eliminación de toda forma 
de discriminación contra la mujer en su 11º período de sesiones, 1992. Tomado de: 

	 http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/recommendations/recomm-sp.htm#top  [Visita: 9 de mayo de 2012].
32	 La Convención Internacional para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial fue adoptada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas el 21 de diciembre de 1965.	
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•  Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad33:

“Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier distinción, exclusión o 

restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar  o dejar sin 

efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos 

y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. (…)”

Esta misma incluye en el artículo 6° una disposición que reconoce que las mujeres sufren múltiples 
formas de discriminación, las que deben ser consideradas por los Estados Partes en la oportunidad 
en la que se diseñen políticas públicas y se definan prioridades en la gestión gubernamental. 

“Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a múltiples 

formas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar 

plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el pleno desarrollo, adelanto 

y potenciación de la mujer, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos humanos 

y las libertades fundamentales establecidas en la presente Convención”.

•	 En el Sistema Interamericano puede considerarse además, el artículo 1 de la Convención 
Interamericana sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las 
Personas con Discapacidad, que define:

“2.  Discriminación contra las personas con discapacidad

a) El término “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda distinción, exclusión 

o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad 

anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de 

impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de 

sus derechos humanos y libertades fundamentales.

b) No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de 

promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre 

que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con 

discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o 

preferencia. En los casos en que la legislación interna prevea la figura de la declaratoria de interdicción, 

cuando sea necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación.”

33	 La Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en su resolución 61/106 del 13 de diciembre de 2006.
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Finalmente es importante referir que el valor jurídico, político y cultural del marco normativo 
internacional descrito radica en reconocer que las situaciones de discriminación que afectan a las 
mujeres son producto de roles, atributos y espacios social y culturalmente asignados a hombres 
y mujeres, es decir,  creados por diversas sociedades. En tal sentido, al no ser producto de la 
naturaleza, y en la medida que generan desigualdad y discriminación, deben ser necesariamente 
prohibidos y erradicados por el Estado. 

Es importante incidir en que la discriminación de género limita a las mujeres el goce y ejercicio 
de sus derechos humanos, en especial de sus derechos civiles, políticos, sociales, culturales y 
económicos. La situación se agrava cuando esta forma de discriminación se presenta con otras 
como la discriminación por razón de raza, condición social, condición de migrante, idioma, etc., 
generando situaciones de mayor vulnerabilidad social. 

1.2.	 Obligatoriedad de los tratados internacionales de protección de derechos humanos de las 
mujeres.

El reconocimiento de la especificidad de los derechos de las mujeres, tanto por el derecho 
internacional de los derechos humanos cuanto por las normas elaboradas al interior de cada país 
–sobre las que nos referiremos más adelante– implica asimismo la generación de responsabilidad 
tanto para el Estado como para los particulares, por lo que su desconocimiento o vulneración 
origina la correspondiente investigación y sanción contra quienes resulten responsables.

Es posible afirmar que el reconocimiento de la obligatoriedad de un tratado de derechos 
humanos adquiere especial importancia cuando se trata de la protección de los derechos de las 
mujeres, pues implica que el Estado parte asuma una serie de responsabilidades de obligatorio 
cumplimiento; entre ellas la de respetar y garantizar los derechos reconocidos en el instrumento 
internacional. Cabe recordar que esta obligación de garantizar los derechos humanos comprende 
el deber estatal de prevenir, investigar, sancionar y reparar las vulneraciones que se produzcan 
contra los derechos fundamentales, las que pueden ser cometidas tanto por el Estado como por 
los particulares. De lo expuesto se deriva la necesidad de analizar el nivel de obligatoriedad que 
se reconoce a los tratados en el sistema normativo nacional. 

Si bien la vigente Constitución Política del Perú no adoptó la fórmula contenida en el artículo 
105° de su antecesora de 1979, según la cual se reconocía jerarquía constitucional a los tratados 
internacionales de derechos humanos,  el artículo 55° de la Constitución de 1993  precisa que “los 
tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional”.  

Asimismo, la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución establece que “las normas 
relativas a los derechos humanos y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y convenios 
internacionales de la misma materia ratificados por el Perú”. En otras palabras, la Constitución 
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reconoce a los tratados internacionales suscritos y ratificados por el país, entre ellos los referidos 
a los derechos humanos, como normas del propio derecho nacional.

No obstante lo expuesto, de acuerdo a lo resuelto por el Tribunal Constitucional (TC), los tratados  
de derechos humanos no sólo forman parte del derecho nacional y, por lo tanto, son de obligatorio 
cumplimiento para todas las instituciones que conforman el Estado, sino que además, se les ha 
reconocido jerarquía constitucional. En efecto, en una sentencia emitida en el año 2004, el Tribunal 
ha reconocido que los tratados detentan rango constitucional y, por lo tanto, se les reconoce la 
fuerza activa y pasiva que a toda otra norma constitucional. En tal sentido, el TC ha precisado que:

“El rango constitucional que detentan trae consigo que dichos tratados están dotados de fuerza activa 

y pasiva propia de toda fuente de rango constitucional; es decir, fuerza activa, conforme a la cual estos 

tratados han innovado nuestro ordenamiento jurídico incorporando a éste, en tanto derecho vigente, 

los derechos reconocidos por ellos, pero no bajo cualquier condición, sino a título de derechos de rango 

constitucional. Su fuerza pasiva trae consigo su aptitud de resistencia frente a normas provenientes 

de fuentes infraconstitucionales, es decir, ellas no pueden ser modificadas ni contradichas por normas 

infraconstitucionales e, incluso, por una reforma de la Constitución que suprimiera un derecho 

reconocido por un tratado o que afectara su contenido protegido.”34 

De la interpretación de las normas glosadas por parte del TC, queda claro que los tratados 
internacionales de derechos humanos son de obligatorio e inmediato cumplimiento, tanto del 
gobierno nacional como de los gobiernos regionales y locales, en la medida en que forman parte 
del derecho nacional de rango constitucional. En tal sentido, el reconocimiento del derecho a la 
igualdad y no discriminación por razón de sexo debe expresarse en la adopción de todo orden de 
medidas, principalmente en las de corte presupuestal para superar las brechas de género. 

De otro lado, en relación a lo expuesto en materia de tratados sobre derechos humanos se debe 
sumar que éstos también constituyen cláusulas hermenéuticas conforme a las cuales deben 
ser interpretados los derechos y libertades que la Constitución Política reconoce (en su Cuarta 
Disposición Final y Transitoria). 

De otro lado, es importante tener en consideración que si bien las declaraciones internacionales no 
comprometen formalmente a los estados firmantes, la práctica del propio derecho internacional les 
viene reconociendo carácter vinculante. Los casos más conocidos corresponden a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, sobre la que existe consenso de que ostenta plena fuerza jurídica 
normativa estableciendo normas obligatorias para todos los estados integrantes de la comunidad 
internacional; y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

“a la que se reconoce un efecto especial vinculante por diversas razones, entre las que se cuenta su 

34	 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. Nº 047-2004-AI/TC, de 24 de abril de 2006, párr. 32 y 33. 
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vinculación indirecta con la Convención Americana de Derechos Humanos (OEA, 1969) y el argumento 

de que habría quedado parcialmente incorporada al Derecho Internacional  consuetudinario, aspecto 

que ha sido expresamente confirmado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que ha 

afirmado el carácter vinculante de la Declaración Americana.”35

A ello se debe añadir que las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre 
derechos humanos, constituidos según los tratados de los que el Perú es parte (como es el caso 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos), constituyen sentencias de cumplimiento 
obligatorio para el Estado peruano cuando éste resulte responsable. Asimismo, tanto éstas, como 
las opiniones consultivas que emiten, constituyen un parámetro de interpretación de los derechos 
constitucionales para los Estados miembros (artículo V del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional). 

“Código Procesal Constitucional. Artículo V.- Interpretación de los Derechos Constitucionales. El con-

tenido y alcances de los derechos constitucionales protegidos por los procesos regulados en el presen-

te Código deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

los tratados sobre derechos humanos, así como de las decisiones adoptadas por los tribunales interna-

cionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte.”

Finalmente es importante mencionar la necesidad de considerar las observaciones y recomenda-
ciones emitidas por órganos que supervisan la aplicación de los tratados internacionales, como el 
Comité DESC o el Comité CEDAW, o informes de relatores, muchos de los cuales tienen impor-
tantes pronunciamientos en materia de derechos humanos de las mujeres. Si bien estas observa-
ciones o recomendaciones no son de obligatorio cumplimiento para los Estados, se considera que 
tienen una fuerza moral y constituyen una guía que, en cumplimiento de los tratados de los que 
forman parte, los Estados deberían respetar a modo de criterios persuasivos. Su respeto respon-
de a un compromiso asumido por el Estado al ratificar la Convención por la que fueron creados 
como parte de su derecho interno.  

En conclusión, es también en el marco del respeto de lo contemplado en el ámbito internacional 
que se deben conducir los esfuerzos a la reducción de las situaciones de discriminación que se 
evidencian a través de las brechas de género, así como desarrollar medidas para fomentar la 
igualdad de oportunidades en los ámbitos político, económico, social, etc., que a su vez, propicien 
la mejora en la calidad de vida de las mujeres.  

El Perú ha suscrito diversos tratados internacionales de protección de derechos humanos, 
entre los que se encuentran dos de los más importantes tratados de protección de los derechos 
humanos de las mujeres en el mundo: la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 

35	 Danós Ordoñez, Jorge. Los derechos a la igualdad y no discriminación por razón de sexo en el Derecho Constitucional. En: Discriminación 
sexual y aplicación de la ley. Volumen IV. Lima: Defensoría del Pueblo, 2000,  p. 146.
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de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará).  

Respecto a la Convención sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación contra la Mujer –
CEDAW, su artículo 2 ° recoge como obligaciones y compromisos de los Estados parte en la materia:

“Artículo 2°

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en 

seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 

discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:

•	 Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación 

apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios 

apropiados la realización práctica de ese principio;

•	 Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, 

que prohíban toda discriminación contra la mujer;

•	 Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con 

los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras 

instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;

•	 Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las 

autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación;

•	 Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada 

por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;

•	 Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar 

leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; 

•	 Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer. 

Cabe incidir en que un Estado parte puede incurrir en responsabilidad no sólo si vulnera los de-
rechos protegidos sino también si omite las acciones necesarias para garantizar el pleno goce de 
dichos derechos. Así, el artículo 2° de la CEDAW señala que los Estados parte “condenan la discri-
minación contra la mujer en todas sus formas y convienen en seguir, por todos los medios apropia-
dos y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer”. 

1.3	 La asignación presupuestal como obligación estatal para garantizar los derechos humanos.

El avance doctrinal en materia de derechos humanos refiere que no resulta suficiente el 
establecimiento de los medios apropiados si es que éstos no logran los objetivos previstos. Según 
Rebeca Cook:
 

“tradicionalmente se ha distinguido en el derecho internacional entre obligación de medios y obligación 

de resultados, esto es, entre la obligación de actuar a través de medios específicos encaminados al 
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logro de determinadas metas, y la obligación de alcanzar ciertos resultados a través de los medios que 

se consideren apropiados”.36 

En conclusión, no es suficiente el establecimiento e implementación de medidas sino que éstas 
deben producir los cambios necesarios para el goce pleno de los derechos humanos, entre ellos el 
de igualdad y no discriminación por razones de género. 

En tal sentido, el deber de respetar, garantizar y satisfacer los derechos humanos reconocidos 
en los tratados internacionales de derechos humanos está ligado de manera indisoluble a la 
asignación de los recursos que permita a los Estados implementar las políticas públicas diseñadas 
para tal fin y obtener resultados efectivos. Dada su importancia, la mayoría de instrumentos 
internacionales han establecido medidas de corte presupuestal como parte de las obligaciones de 
los Estados Partes. 

En el Sistema Universal, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC) refiere la necesidad de que los Estados adopten medidas, especialmente de naturaleza 
económica, hasta el máximo de sus recursos para lograr progresivamente la plena efectividad de 
los derechos reconocidos.37 

El logro “progresivo” de los derechos reconocidos en el PIDESC, no puede ser interpretado en 
el sentido de restringir la obligatoriedad de su cumplimiento. Por consiguiente, la adopción de 
medidas económicas debe ser implementada de modo gradual, sin que ello signifique que el 
Estado se escude en ese elemento para no dar cumplimiento al Pacto.  

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha interpretado el concepto de 
progresividad estableciendo que: “... no pueden ser interpretados en el sentido de privar de 
todo contenido significativo a las respectivas obligaciones de los Estados, sino que deben ser 
entendidos a la luz del objetivo general del Pacto: trazar claras obligaciones de los Estados para 
dar plena efectividad a los DESC”. 38

En la actualidad, existe un amplio consenso respecto de la naturaleza universal, indivisible e 
interdependiente de los derechos humanos, de manera que tanto los derechos civiles y políticos 
así como los económicos, sociales y culturales son igualmente obligatorios. El principio de 

36	 Cook, Rebeca. “La responsabilidad del Estado según el derecho internacional de los derechos humanos frente al cambio del derecho religioso 
y consuetudinario”. En: Derechos humanos de la mujer: perspectivas nacionales e internacionales. Asociación Probienestar de la Familia 
Colombiana, PROFAMILIA. Santafé de Bogotá; 1997 . Tomado de AAVV: Innovando rutas legales, Mecanismos de Protección 
y Defensa de los Derechos de la Mujer. Módulo Informativo. Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer – DEMUS. 
Perú. 1999. Pág. 73.

37	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Adoptado por Asamblea General de Naciones 
Unidas el 16 de diciembre de 1966, artículo 2. Este Pacto fue aprobado por el Perú mediante Decreto Ley N° 22128 de 28 de marzo 
de 1978. El instrumento de adhesión del 12 de abril de 1978, depositado el 28 de abril de 1978, fue aceptado como ratificación por 
las Naciones Unidas por ser el Perú un Estado signatario. 

38	 Carlos Vicente de Roux y Juan Carlos Ramírez J. (comp.). Derechos económicos, sociales y culturales, economía y democracia. Bogotá: 
CEPAL, Naciones Unidas, 2004, p. 14.
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progresividad de los DESC no justifica la falta de implementación de medidas requeridas para 
lograr el pleno goce de los derechos económicos, sociales y culturales. 

En esa línea, los Principios de Limburgo referentes a la aplicación del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, señalan que todos los Estados Parte al Convenio 
tienen la obligación de iniciar inmediatamente el proceso encaminado a la completa realización 
de los derechos contenidos en el Pacto. En tal sentido se han pronunciado señalando que:

“La obligación de “lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos” exige que los Estados 

Partes actúen tan rápidamente como les sea posible en esa dirección. Bajo ningún motivo esto se deberá 

interpretar como un derecho de los Estados de diferir indefinidamente los esfuerzos desplegados para 

la completa realización de los derechos.

Algunas obligaciones del Pacto requieren su aplicación inmediata y completa por parte de los Estados 

Partes, tales como la prohibición de discriminación enunciada en el artículo 2.2 del Pacto (...)”39

Respecto de la asignación de recursos “disponibles”, los Principios de Limburgo han establecido 
con meridiana claridad que al evaluar la adopción de medidas adecuadas por los Estados parte, 
se deberá prestar atención a la utilización eficaz y equitativa y la oportunidad de acceder a los 
recursos disponibles. Asimismo, señala que en la asignación de recursos se deberá priorizar la 
realización de los derechos reconocidos en el Pacto. 40 

Por su parte, en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, los Estados parte 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, entre 
ellos el Perú, suscribieron un  Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en el que se comprometieron 
a adoptar todas las medidas necesarias, especialmente las medidas de naturaleza económica y 
técnica, a fin de lograr la plena efectividad de los derechos reconocidos en el Protocolo. Entre 
ellos, el derecho a la salud, a la educación, al trabajo y el derecho a la no discriminación. 41 

Los Estados se comprometieron además a presentar informes periódicos conforme al artículo 
19 del citado Protocolo, respecto de las medidas progresivas adoptadas para asegurar el debido 
respeto de los derechos en él establecidos. En esa línea, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) ha elaborado lineamientos para la confección de informes de acuerdo con 

39	 Naciones Unidas. Principios de Limburgo relativos a la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Políticos. Documento E/C. 12/2000/13, 2 de octubre del 2000. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 24° período 
de sesiones, Ginebra 2000., párrafos 16 y 21. http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/c12563e7005d936d4125611e00445ea9/ed4316d204
59fba3c125699700510241/$FILE/G0044707.pdf [Consulta: viernes 10 de mayo 2012].

40	 Ibídem., párr. 27 y 28.
41	 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Cul-

turales. Adoptado por Asamblea General de la OEA el 17 de noviembre de 1988, artículo 1°. Este Protocolo fue aprobado por el 
Perú mediante Resolución Legislativa N° 26448 de 28 de abril de 1995. El instrumento de ratificación, de fecha 17 de mayo de 
1995, fue depositado el 04 de junio de 1995. 
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un sistema de indicadores de progreso.42 Entre estos indicadores sobre temas transversales (la 
igualdad y no discriminación), se proponen los siguientes: 

Cuadro Nº 1
Lineamientos para la elaboración de informes de la CIDH

Igualdad y no 
discriminación Estructurales Proceso Resultados

CONTEXTO
FINANCIERO

BÁSICO Y
COMPROMISOS

PRESUPUESTARIO

Indicadores

-	 Composición del  
presupuesto. Ítems y  
desagregaciones.

-	 Existencia de presu-
puesto por género. 
Fecha de su incorpo-
ración e ítems incor-
porados.

-	 Existencia de presu-
puestos desagregado 
de gasto social para 
pueblos indígenas y 
afrodescendientes

-	 Reconocimiento del 
trabajo doméstico no 
remunerado (trabajo 
reproductivo). Citar 
instrumentos legales 
y administrativos.

-	 Previsión de recur-
sos para solventar la 
regularización de los 
trabajadores migran-
tes. Cuantía y áreas 
de cobertura.

-	Ingreso per cápita 
mensual y anual, 
por sexo, nivel edu-
cativo y condición 
de actividad.

-	 Participación del 
PIB43 agrícola en el 
PIB total.

-	Evolución del PIB 
agrícola y la produc-
ción de alimentos.

-	Porcentaje del Gasto 
Público Social (GPS) 
en relación con el 
PIB.

-	 Gasto Público Social 
per cápita. Evolu-
ción. Por zonas geo-
gráficas del país

-	Porcentaje de gas-
to total destinado a 
organismos especí-
ficos

-	Composición del 
Gasto por hogares

-	 Relación de inequi-
dad (Relación entre 
el decil más rico y el 
más pobre de la po-
blación).

-	 Coeficiente de des-
igualdad de Gini por 
regiones según in-
gresos.

-	 Salario mínimo y PIB 
por habitante.

-	 Porcentaje de la po-
blación adulta sin 
ingresos propios por 
sexo.

-	 Brecha salarial en-
tre varones y muje-
res; entre migrantes 
y nacionales, entre 
indígenas y afrodes-
cendientes

-	 Porcentaje de per-
sonas con acceso a 
servicios básicos (in-
fraestructura) por re-
giones o zonas geo-
gráficas

Señales de 
progreso

-	 Existencia de priori-
dades en la asigna-
ción de recursos a los 
sectores en condicio-
nes de pobreza, de 
vulnerabilidad y por 
zonas o regiones geo-
gráficas deprimidas.

-	 Instrumentos y políti-
cas que den cuenta de 
las anteriores priori-
dades

Fuente: Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales.43

42	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

	 En: http://www.cidh.oas.org/countryrep/IndicadoresDESC08sp/Indicadores1.sp.htm	  [Consulta: 14 de mayo de 2012].
43	 Producto Interno Bruto.
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En consecuencia resulta claro que los tratados internacionales de protección de derechos humanos 
han advertido la necesidad de que los Estados Parte asignen recursos presupuestarios para 
garantizar y satisfacer los derechos en ellos reconocidos, como medida sin la cual no resultaría 
posible su concreción.    

	 1.3.1.  Asignación presupuestal para garantizar los derechos de las mujeres.

Como ya se ha referido, la mayoría de tratados internacionales de protección de derechos humanos 
así como los acuerdos adoptados en las Conferencias Mundiales sobre derechos humanos han 
dispuesto, de manera general, que los Estados Partes asignen recursos para cumplir con respetar, 
garantizar y satisfacer los derechos en ellos contenidos. 

Adicionalmente, los tratados de protección de derechos humanos de las mujeres, han incluido 
disposiciones relativas a asegurar los recursos para su cumplimiento. En esa medida, el artículo 
3° de la Convención para la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer, señala 
que los Estados “... deben tomar todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, en 
las esferas política, social, cultural y económica, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la 
mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre”.44 

Asimismo, la ya citada Recomendación Nº 24 del Comité para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer ha dispuesto que los Estados Parte deben asignar suficientes 
recursos presupuestarios, entre otros, para garantizar que se destine a la salud de la mujer una 
parte del presupuesto total de salud comparable con la de la salud del hombre, teniendo en 
cuenta sus diferentes necesidades en materia de salud.45  

Con relación al derecho a una vida libre de violencia, la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém Do Pará), en su artículo 
7° ha establecido que los Estados deben adoptar por todos los medios y sin dilaciones, políticas 
orientadas a  prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.46    

Por su parte, la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, de las Naciones 
Unidas, establece en su artículo 4°, literal h) que los Estados deben “consignar en los presupuestos 
del Estado los recursos adecuados para sus actividades relacionadas con la eliminación de la 
violencia contra la mujer”.47  

44	 Convención sobre la Eliminación de Todas las  Formas de Discriminación contra la Mujer. Adoptada por Asamblea General de 
Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979, artículo 3º.

45	 Comité para la eliminación de todas formas de discriminación contra la mujer. Recomendación Nº 24 relativa al artículo 12º de 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer “La mujer y la salud”. Elaborada en el 
20° período de sesiones de 1999, párr. 30.

46	 Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención de Belém do Pará. 
Elaborada en el 24º período de sesiones de la Organización de Estados Americanos (OEA) del 9 de junio de 1994, artículo 7°.

47	 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Elaborada por la Asamblea General de Naciones Unidas del 20 
de diciembre de 1993. Artículo 4°.
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Finalmente, durante la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer realizada en el año 1995, 
los Estados que suscribieron la Plataforma de Acción de Beijing48 consideraron prioritaria, la 
asignación de recursos para poner en marcha los acuerdos de la Plataforma. De ese modo, en el 
párrafo 345 del acuerdo, en las disposiciones financieras se dispone que: 

“Para aplicar plena y eficazmente la Plataforma de Acción, incluidos los compromisos pertinentes 

contraídos en cumbres y conferencias anteriores de las Naciones Unidas, se requerirá la voluntad 

política de aportar los recursos humanos y financieros que se necesitan para la promoción de la mujer. 

Para esto será a su vez necesario que en las decisiones presupuestarias sobre políticas y programas se 

integre una perspectiva de género, al mismo tiempo que una financiación adecuada de los programas 

encaminados a lograr la igualdad entre la mujer y el hombre”.

Asimismo, se acordó que para lograr los objetivos propuestos en la Conferencia antes citada se 
debían tomar medidas para revisar sistemáticamente la manera en que las mujeres se benefician 
del gasto público y hacer lo necesario para que se logre igualdad en el acceso a los gastos del sector 
público tanto para aumentar la capacidad productiva como para satisfacer las necesidades sociales.49 

48	 Aprobada en la 16ª sesión plenaria, celebrada el 15 de septiembre de 1995. Tomado de:    
	 http://www.un.org/womenwatch/daw/beijing/pdf/Beijing%20full%20report%20S.pdf (Consulta: 24 de mayo de 2012).
49	 Ibídem., párr. 346.
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CAPITULO 2
MARCO NORMATIVO NACIONAL SOBRE EL DERECHO A LA 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN DE LAS MUJERES

2.1	 Políticas públicas para el logro de la igualdad real.

La Constitución Política del Perú ha acogido un modelo de sociedad que privilegia a la persona 
por encima de todo otro objetivo, siendo los derechos fundamentales50 elementos esenciales y 
base del sistema jurídico de todo Estado Democrático de Derecho, sin los cuales éste no podría 
existir. Ello queda plasmado en el artículo 1° de la Constitución, que establece que la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. Por 
su parte, el artículo 44° consagra como deber primordial del Estado garantizar la plena vigencia 
de los derechos humanos. 

Sobre el particular resulta importante referir lo manifestado por Prieto Sanchís, para quien esta 
primacía de la persona expresamente consagrada en la Constitución:

“(…) que pudiera parecer a primera vista un homenaje a la retórica, pero que encierra toda una 

filosofía que ha de estar muy presente y hasta puede resultar decisiva para la interpretación de 

los restantes preceptos constitucionales; sobre todo cuando, entre ellos, un buen número se 

consagra al reconocimiento de un amplio catálogo de derechos, enumerados, además de forma no 

exhaustiva (…) preceptos de este género resultan reveladores de la ideología política del legislador 

constituyente (…).”51

A partir de lo expuesto, y sobre la base de la primacía de la persona y de su dignidad, los derechos 
fundamentales constituyen un ámbito indisponible para el Estado y resultan exigibles tanto a éste 
como a los particulares.

En dicho contexto, el derecho fundamental a la igualdad y no discriminación es consustancial 
al modelo de Estado que propugna la Constitución, y se encuentra reconocido en su artículo 2° 
inc. 2, que reconoce que  todas las personas son iguales ante la ley y por lo tanto se encuentra 

50	 Si bien la expresión derechos fundamentales podría ser entendida como sinónimo de la de derechos constitucionales, existen 
casos como el de la Constitución peruana en el que esta coincidencia, cuando menos en apariencia, no resulta plena. En efecto, 
la Carta de 1993 no ha definido formalmente a todos los derechos constitucionales como fundamentales, pareciendo haberse 
circunscrito esta última definición para los derechos consagrados en el Capítulo I de la Constitución). Por ello, y tal como ha 
sido expresamente consagrado en el Código Procesal Constitucional, Ley Nº 28237, en principio, resulta preferible emplear la 
expresión derechos constitucionales. 

	 En la práctica, e independientemente de la necesidad de tener en cuenta la distinción, las expresiones derechos humanos, dere-
chos fundamentales y derechos constitucionales vienen siendo utilizadas de manera indistinta o equivalente por la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional peruano. Ver al respecto Castillo Córdova, Luis. Los derechos constitucionales. Elementos para una 
teoría general. Segunda edición. Lima: Palestra, 2005, pp. 77 y 78. Tampoco puede dejar de tenerse en consideración el recono-
cimiento histórico y el innegable énfasis que tiene per se el término “derechos fundamentales.” En tal sentido, en el presente 
trabajo nos referiremos a derechos constitucionales o fundamentales de manera indistinta.

51	 Prieto Sanchís, Luis. Derechos fundamentales neoconstitucionalismo y ponderación judicial. Lima: Palestra, 2002, p. 17.
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prohibida la discriminación por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición 
económica o de cualquiera otra índole. 

Así, de la Carta Fundamental se desprende que todos los derechos, sin excepción, les son 
reconocidos a todos los seres humanos independientemente de su sexo, y, por lo tanto, derechos 
como la vida, libertad, integridad, salud, libre desarrollo, educación, trabajo, entre otros, 
corresponden a las mujeres en iguales condiciones que a los varones.52 

Pero este reconocimiento formal no resulta suficiente si es que no se adoptan las medidas 
necesarias para garantizar su efectivo cumplimiento. Y al respecto, lamentablemente, no puede 
negarse la persistencia de brechas de desigualdad que se explican por la discriminación de género 
que afecta directamente la real vigencia de los derechos fundamentales de las mujeres las que, 
según el Último Censo Nacional de Población del 2007 realizado por el INEI, representan el 50,3% 
de la población peruana.53 

Esta discriminación de género constituye, en consecuencia, un grave problema social que requiere 
de acciones concretas y urgentes por parte del Estado para mejorar la calidad de vida de las 
mujeres y sus posibilidades de desarrollo. Cabe recordar que las desigualdades que se generan 
contra la mujer por su sola condición de tal están profundamente arraigadas en la sociedad y 
son el resultado de prácticas y relaciones de poder y subordinación de las mujeres respecto de 
los varones. Por tanto se requiere, necesariamente, de la implementación de políticas públicas 
especialmente diseñadas para revertir esta situación y lograr la igualdad real. 

Es en este contexto que el Estado, en cumplimiento de su deber de garantizar el derecho de las 
mujeres a la igualdad y no discriminación, previsto tanto en la Constitución54 como en el ámbito 
internacional55, ha emitido diversas normas en las que se aborda el tema. Sin embargo, es la Ley 
N° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (LIO), emitida en el año 
2007, la que desarrolla legislativamente el tema de manera integral y específica. Así, el artículo 1° 
contempla como objetivo de esta norma: 

“establecer el marco normativo, institucional y de políticas públicas en los ámbitos nacional, regional 

y local, para garantizar a mujeres y hombres el ejercicio de sus derechos a la igualdad, dignidad, 

libre desarrollo, bienestar y autonomía, impidiendo la discriminación en todas las esferas de su vida, 

pública y privada, propendiendo a la plena igualdad.”  

52	 Para mayores referencias acerca de la igualdad real y la igualdad material ver el Segundo Reporte de la Defensoría del Pueblo 
sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres, pp. 40 y ss.

53	 Instituto Nacional de Estadística e Informática. Censos Nacionales 2007: IX de Población y VI de Vivienda: Perfil Sociodemográ-
fico del Perú. Principales variables e indicadores sociodemográficos. 2008. Segunda Edición Lima, Agosto. p. 9.

54	 Artículos 2°inciso 2) y 191°.
55	 Ver al respecto el Capítulo 1: Marco internacional sobre el derecho a la igualdad y no discriminación.
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En adición a ello, el artículo 2° de la referida Ley define el concepto de discriminación56, el artículo 
3° establece los principios sobre los que se basa la igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres, y el artículo 4° contempla como rol del Estado promover y garantizar la igualdad de 
oportunidades, adoptando todas las medidas necesarias que permitan remover los obstáculos 
con el fin de erradicar todas las formas de discriminación; adoptar medidas de acción positiva de 
carácter temporal, encaminadas a acelerar la igualdad real entre mujeres y hombres; e incorporar 
y promover el uso de lenguaje inclusivo en todas las instancias y niveles de gobierno.

Cabe asimismo tener en cuenta que la LIO establece lineamientos tanto para los niveles de 
gobierno, como para los poderes del Estado y organismos constitucionalmente autónomos. 

Así por ejemplo, para efectos del presente informe cabe destacar que, respecto al Poder Ejecutivo, 
gobiernos regionales y gobiernos locales, el artículo 6° contempla que éstos adoptan políticas, 
planes y programas, integrando los principios de la Ley de manera transversal57 y contempla 
como lineamientos: 

“a)	 Promover y garantizar la participación plena y efectiva de mujeres y hombres en la consolidación 
del sistema democrático. 

b)	 Garantizar la participación y el desarrollo de los mecanismos de vigilancia ciudadana para el 
cumplimiento de las políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 

c)	 Desarrollar políticas, planes y programas para la prevención, atención y eliminación de la 
violencia en todas sus formas y en todos los espacios, en especial la ejercida contra las mujeres. 

d)	 Fomentar el acceso a recursos productivos, financieros, científico-tecnológicos y de créditos para 
la producción y titulación de tierras, particularmente a las mujeres en situación de pobreza, 
teniendo en cuenta la diversidad geográfica, étnico-cultural, lingüística y las zonas afectadas por 
la violencia política. 

e)	 Promover la participación económica, social y política de las mujeres rurales, indígenas, 
amazónicas y afroperuanas así como su integración en los espacios de decisión de las 
organizaciones comunitarias, asociativas, de producción y otras, garantizando su acceso a una 

remuneración justa, indemnizaciones, beneficios laborales y de seguridad social, de acuerdo a 

ley, en igualdad de condiciones con los hombres. 

56	 Artículo 2° “Para los efectos de la presente Ley, se entiende por discriminación cualquier tipo de distinción, exclusión o restricción, 
basada en el sexo, que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
de las personas, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad entre la mujer y el hombre, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social cultural o en cualquier otra, en concordancia con 
lo establecido en la Constitución Política del Perú y en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado Peruano.”

57	 La transversalización del enfoque de género es el proceso de evaluación de las consecuencias para las mujeres y los hombres 
de cualquier actividad planificada, inclusive las leyes, políticas o programas, en todos los sectores y a todos los niveles. Es una 
estrategia destinada a hacer que las preocupaciones y experiencias de las mujeres, así como de los hombres, sean un elemento 
integrante de la elaboración, la aplicación, la supervisión y la evaluación de las políticas y los programas en todas las esferas 
políticas, económicas y sociales, a fin de que las mujeres y los hombres se beneficien por igual y se impida que se perpetúe la 
desigualdad. En: Naciones Unidas. Informe del Consejo Económico y Social correspondiente al año 1997. Capítulo IV: Serie 
de Sesiones de Coordinación. I. Conceptos y Principios. A. Definición del concepto de incorporación de la perspectiva de gé-
nero. Página 28. En: http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/0/519af4fb471040a3c1256a08005cd59e/$FILE/N9726567.pdf 
[Consulta: 08 de agosto de 2012].
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f)	 Garantizar el derecho a un trabajo productivo, ejercido en condiciones de libertad, equidad, 

seguridad y dignidad humana, incorporando medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de 

discriminación laboral, entre mujeres y hombres, en el acceso al empleo, en la formación, 

promoción y condiciones de trabajo, y en una idéntica remuneración por trabajo de igual 

valor. Se incluye entre los derechos laborales la protección frente al hostigamiento sexual y la 

armonización de las responsabilidades familiares y laborales. 

g)	 Promover la formalización de las trabajadoras y los trabajadores de la economía informal en las 

zonas urbanas y rurales.

h)	 Garantizar un trato no discriminatorio a las trabajadoras del hogar.

i) 	 Garantizar el derecho a la salud en cuanto a la disponibilidad, calidad, aceptabilidad y accesibilidad 

a los servicios, con especial énfasis en la vigencia de los derechos sexuales y reproductivos, la 

prevención del embarazo adolescente, y en particular el derecho a la maternidad segura. 

j)	 Garantizar que los programas de salud den cobertura integral a la población en situación de 

extrema pobreza y pobreza, en los riesgos de enfermedad y maternidad, sin discriminación 

alguna, de acuerdo a ley. 

k)	 Garantizar el acceso a la educación pública y la permanencia en todas las etapas del sistema 

educativo, en condiciones de igualdad entre mujeres y hombres, especialmente en las zonas 

rurales, promoviendo el respeto y valoración de las identidades culturales. 

l)	 Promover el desarrollo pleno y equitativo de todos los niños, niñas y adolescentes, asegurándoles 

una educación sexual integral con calidad científica y ética. 

m)	 Perfeccionar el sistema de estadística oficial, incorporando datos desagregados por sexo, área 

geográfica, etnia, discapacidad y edad.”

De lo expuesto resulta claro que las políticas diseñadas en la LIO para el logro de la igualdad 
real entre hombres y mujeres comprenden a toda la gama de derechos reconocidos tanto en el 
marco nacional como en el internacional y abarcan todos los  ámbitos de la vida social, política, 
económica o cultural. Y en este contexto el Estado en su conjunto, es decir, los poderes que lo 
conforman, las entidades estatales, y los tres niveles de gobierno se encuentran obligados -cada 
uno en el marco de sus competencias- a superar las grandes brechas de desigualdad que afectan a 
las mujeres producto de una larga e histórica tradición de discriminación. Es más, el artículo 10° 
de esta ley establece la obligación de los funcionarios/as y servidores públicos de cumplir con lo 
dispuesto en la ley, bajo responsabilidad.

Existen sin embargo otras normas jurídicas emitidas en el ámbito interno que también tratan 
sobre la obligación del Estado peruano de garantizar la igualdad de género. Así, el Decreto 
Supremo N° 027-2007-PCM establece las políticas públicas de obligatorio cumplimiento para 
todos los ministerios y demás entidades del Gobierno Nacional. Entre dichas políticas públicas se 
ha definido que, en materia de igualdad de hombres y mujeres, los sectores deben: 
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“2.1	 Promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en las políticas públicas, planes 

nacionales y prácticas del Estado, así como en la contratación de servidores públicos y el acceso a 

los cargos directivos.

2.2	 Impulsar en la sociedad, en sus acciones y comunicaciones, la adopción de valores, prácticas, 

actitudes y comportamientos equitativos entre hombres y mujeres, para garantizar el derecho a 

la no discriminación de las mujeres y la erradicación de la violencia familiar y sexual.

2.3	 Garantizar el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales 

de las mujeres.

2.4	 Promover el acceso de las mujeres a instancias de poder y toma de decisiones en la sociedad y en 

la administración pública.

2.5	 Atender prioritariamente a las familias en situación de extrema pobreza, pobreza o riesgo social, 

así como a las familias dirigidas por mujeres.

La supervisión del cumplimiento de estas políticas corresponde al Ministerio de la Mujer y 

Desarrollo Social.”

Cabe también destacar que, en lo que se refiere a las Políticas Nacionales de Empleo, el Decreto 
Supremo N° 052-2011-PCM58 establece que estas políticas tienen por finalidad promover la 
creación del empleo decente diferenciando las características y necesidades de mujeres y 
hombres, especialmente, de aquellas poblaciones que se encuentran en situación de mayor 
vulnerabilidad (inciso 3.1. del artículo 3). Entre las políticas específicas aprobadas en esta 
materia se encuentra la siguiente:

“Promover la igualdad de oportunidades y de trato entre hombres y mujeres y la no discriminación 

en el mercado de trabajo, garantizando el ejercicio pleno de los derechos económicos de las mujeres, 

en particular de aquellas en situación de vulnerabilidad.”59

Es importante tener en consideración que esta norma alcanza también a los gobiernos regionales, 
considerando que se encuentra en marcha el proceso de descentralización y que éste ha supuesto 
la transferencia de funciones y competencias sectoriales de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres al ámbito regional.60 

58	 Decreto Supremo N° 052-2011-PCM, “Decreto Supremo que modifica el numeral 9, Políticas Nacionales en materia de Empleo y 
MYPE, sub numeral 9.1 del artículo 2 del Decreto Supremo Nº 027-2007-PCM”. Fue publicado en el diario oficial El Peruano con 
fecha 21 de junio de 2011.	 

59	 Política específica número 5.1 del Anexo que forma parte integrante del Decreto Supremo N° 052-2011-PCM.
60	 De acuerdo con la Ley de Bases de la Descentralización, uno de los principios que  informan este proceso es el de subsidiariedad, 

según el cual la asignación de competencias y funciones a cada nivel de gobierno, debe ser equilibrada y adecuada a la mejor 
prestación de los servicios del Estado a la comunidad. En consecuencia, en el marco del proceso de descentralización, y teniendo 
en cuenta que en el año 2009 culminó la transferencia de funciones a los gobiernos regionales, las políticas previstas en este de-
creto supremo resultan también de obligatorio cumplimiento por parte de los gobiernos regionales.
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Finalmente es relevante señalar que con fecha 18 de agosto de 2012 –casi al cierre de la elaboración 
del presente informe– se publicó el Decreto Supremo Nº 004-2012-MIMP, que aprueba el Plan 
Nacional de Igualdad de Género 2012-2017, el cual permitirá asegurar la continuidad de la política 
pública nacional en materia de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 

El Plan establece, como objetivo general, que: “El Estado peruano, en sus tres niveles de gobierno, 
transversaliza el enfoque de género en las políticas públicas, garantizando la igualdad de género 
y la efectiva protección de los derechos humanos para mujeres y hombres, la no discriminación 
y el pleno desarrollo de sus potencialidades y capacidades individuales y colectivas.” Asimismo, 
contempla los siguientes objetivos estratégicos:

•	 Objetivo estratégico 1: 
	 Promover y fortalecer la transversalización del enfoque de género en los tres niveles de 

gobierno.

•	 Objetivo estratégico 2: 
	 Fortalecer una cultura de respeto y valoración de las diferencias de género.

•	 Objetivo estratégico 3: 
	 Reducir brechas educativas entre mujeres y hombres.

•	 Objetivo estratégico 4: 
	 Mejorar la Salud de las mujeres y garantizar los derechos sexuales y reproductivos de 

mujeres y hombres.

•	 Objetivo estratégico 5: 
	 Garantizar los derechos económicos de las mujeres en condiciones de equidad e igualdad 

de oportunidades con los hombres.

•	 Objetivo estratégico 6: 
	 Reducir la violencia de género en sus diferentes expresiones.

•	 Objetivo estratégico 7: 
	 Incrementar la participación de mujeres y hombres en la toma de decisiones y la 

participación política y ciudadana.

•	 Objetivo estratégico 8: 
	 Valorar el aporte de las mujeres en el manejo sostenible de los recursos naturales.

	 Para mayores detalles sobre el proceso de transferencia de las funciones y competencias de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres del nivel nacional al regional, ver el Tercer Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la 
Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Capítulo IV.
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De los ocho objetivos estratégicos contemplados en el Plan Nacional de Igualdad de Género 2012-
2017, para efectos del presente informe, cabe destacar el primero de ellos, orientado a promover 
y fortalecer la transversalización del enfoque de género en los tres niveles de gobierno. Así, de 
conformidad con la Matriz del Plan, se contempla entre los resultados: a) que las entidades públicas 
del nivel nacional y regional cuenten con una instancia responsable para la implementación de 
las políticas para la igualdad de género, b) que las entidades públicas identifiquen brechas de 
género y asignen presupuesto para su disminución, c) que el Presupuesto Participativo y Sistema 
Nacional de Inversión Pública incorporen el enfoque de género en la priorización de proyectos y 
análisis en las evaluaciones respectivamente, cuando correspondan, entre otros. 

2.2	 Disposiciones presupuestales para el logro de la igualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres.

Como se ha mencionado previamente, la implementación de las políticas públicas para lograr 
la igualdad entre hombres y mujeres requieren de la asignación y ejecución de los recursos 
presupuestales correspondientes sin los que, difícilmente, podrán llevarse a la práctica. 

Es en este contexto que la Primera Disposición Complementaria y Transitoria de la LIO establece que 

“El Ministerio de Economía y Finanzas adecuará la actividad referida en la presente Ley dentro del 
clasificador funcional programático,61 de acuerdo a los procedimientos presupuestales vigentes.” 

Lo expuesto tiene por finalidad promover la incorporación de funciones que permitan identificar 
los deberes del Estado vinculados al cumplimiento efectivo de lo dispuesto la Ley de Igualdad 
de  Oportunidades. 

Cabe señalar que, de acuerdo al Decreto Supremo N° 068-2008-EF, modificado por el artículo 7 de 
la Resolución Directoral N° 002-2011-EF/50.01:

“El Clasificador Funcional del Sector Público, constituye una clasificación detallada de las funciones 
a cargo del Estado y tiene por objeto facilitar el seguimiento, exposición y análisis de las tendencias 
del gasto público respecto a las principales funciones del Estado, siendo la Función el nivel máximo 
de agregación de las acciones que ejerce el Estado, el Programa Funcional un nivel detallado de la 
Función y el Sub-Programa Funcional un nivel detallado del Programa Funcional.”

61	 La Dirección Nacional del Presupuesto Público, conjuntamente con las diferentes Direcciones del MEF elaboró nuevos Clasifica-
dores Presupuestarios a ser utilizados en las diferentes etapas del proceso presupuestario del sector público. Estos clasificadores 
buscan homogeneizar y sistematizar la información con fines estadísticos, de estudio y análisis de la materia fiscal, así como 
facilitar la automatización de los estados financieros. Asimismo buscan contribuir a la generación de información confiable, 
relevante, comprensible, oportuna y consistente. 

	 Dentro de los Clasificadores Presupuestarios del Sector Público se encuentra el denominado Clasificador Funcional Programáti-
co. El Clasificador Funcional facilita el análisis de las tendencias del gasto público respecto a las principales funciones del Estado. 
Este clasificador tiene carácter fijo. Su utilidad estriba en determinar las tendencias del gasto público, e informar a la opinión 
pública a  qué destina el gobierno el presupuesto público. 

	 El Clasificador Funcional está desagregado en Funciones, Programas Funcionales y Sub – Programas Funcionales. En: http://
www.uncp.edu.pe/pdf/Manual%20de%20Clasificador%20de%20Gastos.pdf,  [Consulta: 3 de agosto de 2012].
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Asimismo, se señala que las funciones contenidas en el Clasificador Funcional del Sector Público 
determinan las principales áreas de acción que desarrolla el Estado, las cuales pueden vincular 
acciones en uno o varios ministerios conforme a la siguiente clasificación:
	

Cuadro Nº 2
Clasificador funcional del Sector Público

-   Legislativa

-   Relaciones Exteriores

-   Planeamiento, Gestión y Reserva de Contingencia

-   Defensa y Seguridad Nacional

-   Orden Público y Seguridad

-   Justicia

-   Trabajo

-   Comercio

-   Turismo

-   Agropecuaria

-   Pesca

-   Energía

-   Minería
-   Industria
-   Transporte
-   Comunicaciones
-   Medio Ambiente
-   Saneamiento
-   Vivienda y Desarrollo Urbano
-   Salud
-   Cultura y Deporte
-   Educación
-   Protección Social
-   Previsión Social
-   Deuda Pública

Nótese que en el Clasificador Funcional Programático vigente no existe ninguna función 
nominalmente referida al Sector Mujer, de modo que la función de igualdad de oportunidades 
entre mujeres y varones se encuentra asociada a la función “protección social.” 

“23 Protección social

Corresponde al nivel máximo de agregación de las acciones desarrolladas para la consecución de los 

objetivos vinculados al desarrollo social del ser humano en los aspectos relacionados con su amparo, 

asistencia y la promoción de la igualdad de oportunidades.62

051 Asistencia social

Conjunto de acciones desarrolladas para la consecución de los objetivos vinculados al desarrollo 

social del ser humano en los aspectos relacionados con su amparo, asistencia, desarrollo de 

capacidades sociales y económicas y la promoción de la igualdad de oportunidades.

0114 Desarrollo de capacidades sociales y económicas

Comprende las acciones orientadas a generar igualdad de oportunidades desarrollando 

capacidades sociales y económicas, principalmente, de la población en situación desfavorable, 

para elevar su bienestar y calidad de vida.

62	 El subrayado es nuestro.
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0115 Protección de poblaciones en riesgo

Comprende las acciones orientadas a proteger a poblaciones en riesgo, principalmente niños, 

adolescentes, mujeres gestantes, ancianos, comunidad.”63

Dado que la utilidad del clasificador consiste en determinar las tendencias del gasto público, 
no deja de llamar la atención que, tratándose de un enfoque transversal, no se haya establecido 
expresamente un clasificador que exprese la necesidad de incluir el enfoque de género en los 
presupuestos del sector público; sino en todos, cuando menos en los sectores que tienen la 
obligación de dar cumplimiento a la LIO, ello a fin de lograr la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres.

De otro lado, en relación a las normas presupuestales, cabe mencionar que la Ley N° 29083,64 Ley 
que modifica el artículo 47º de la Ley 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto,  
establece disposiciones específicas para realizar un análisis de género en el presupuesto público, 
concretamente en lo que se refiere a la fase de evaluación. Para tal efecto se señala expresamente 
lo siguiente: 

•	 En la evaluación presupuestal de ejecución del Presupuesto del Sector Público, las 
entidades públicas deben incorporar la incidencia en políticas de equidad de género, y; 

•	 El Poder Ejecutivo definirá, progresivamente, las entidades públicas y los programas, 
actividades y proyectos que incorporen en la evaluación presupuestal dicha incidencia.

Por su parte en el artículo 47° numeral 5 de dicha norma se establece la incorporación del enfoque 
de género como criterio de análisis en las evaluaciones del Sistema Nacional de Inversión Pública 
(SNIP) en los casos de proyectos productivos y de promoción para acceder al mercado, crédito, 
trabajo, y, a servicios sociales básicos de educación, salud y justicia.65

De esta manera, la norma aludida incorpora el enfoque de género en el análisis del impacto 
del presupuesto público en la evaluación presupuestal y como criterio de análisis para las 
evaluaciones del SNIP.  

Por su parte, la Ley N° 29626, Ley de Presupuesto del Sector Público para el año 2011, estableció 
la utilización del enfoque de género en la evaluación de los presupuestos por resultados (PpR)66 
implementados. En tal sentido, en su artículo 13° señala que en las evaluaciones independientes 

63	 Disponible en: http://www.mef.gob.pe/contenidos/presu_publ/clasi_pres/2012/CLASIFICADOR_FUNCIONAL.pdf  [Consulta: 
7 de mayo de 2012].

64	 Publicada en el diario oficial El Peruano el 12 de septiembre de 2007.
65	 Numeral 47.5) de la Ley del Sistema Nacional de Presupuesto Nº 28411. Numeral incorporado por la Cuarta Disposición Comple-

mentaria Modificatoria de la Ley Nº 29626, publicada el 09 de diciembre 2010, vigente a partir del 1 de enero de 2011. 
66	 De acuerdo a lo establecido en el numeral 1 del artículo 3 de la Directiva N° 010-2007-EF/76.01 “Directiva para la programación y 

formulación del presupuesto de los programas estratégicos en el marco del presupuesto por resultados”, aprobada por R.D. N° 
027-2007-EF/76.01 del 2 de julio de 2007, el Presupuesto por Resultados (PpR) “es un esquema de presupuestación que integra la 
programación, formulación, aprobación, ejecución y evaluación del presupuesto en una visión de logro de resultados a favor de 
la población, retroalimentando los procesos anuales para la reasignación, reprogramación y ajustes de las intervenciones.” 
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de los programas allí señalados, se considerará el enfoque de género en la evaluación del diseño, 
ejecución e impacto del gasto público, en los siguientes términos: 

“Artículo 13º- Medidas en materia de evaluación sobre el diseño, ejecución e impacto del gasto público.

13.1 Continúese con las evaluaciones independientes en el marco del Presupuesto por Resultados, 

bajo la coordinación del Ministerio de Economía y Finanzas y los pliegos correspondientes, en el 

marco de las disposiciones legales y vigentes, y de acuerdo a la relación siguiente: Seguridad 

Ciudadana –Policía Nacional del Perú; implementación del Nuevo Código Procesal Penal; Sistema 

Penitenciario; Programa Nacional de Infraestructura Educativa (Pronied); Programa Techo Propio, 

Programa Nacional de Movilización por la Alfabetización (Pronama); Programa “Una Laptop por 

Niño”; Atención de Infecciones Respiratorias Agudas (Iras) y Enfermedades Diarreicas Agudas 

(Edas); Atención de partos normales; y Acompañamiento Pedagógico, en la elaboración de términos 

de referencia de las evaluaciones a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas, se incluye al análisis 

de perspectiva de género67 con metas e indicadores de política nacional y sectorial.”68

Asimismo en la Vigésima Tercera Disposición Complementaria y Final de la Ley del Presupuesto 
acotada, se señala que el Ministerio de Economía y Finanzas en el marco de la implementación del 
presupuesto por resultados, promueve en su directiva el uso de mecanismos para la incorporación 
del enfoque de género en la programación, seguimiento y evaluación presupuestal anual, 
incluyendo mediciones de indicadores en la preparación del análisis con perspectiva de género.

También es importante referir que a partir del marco legal vigente se han creado en la actualidad 
programas presupuestales piloto que incorporan el enfoque de género, cuyos objetivos son generar 
la experiencia y lecciones para definir lineamientos metodológicos y contar con un referente para 
orientar la incorporación del análisis de género en la definición de otras intervenciones del Estado. 
Entre ellos se  encuentran los siguientes programas:

•	   Incremento de la competitividad del sector artesanía (MINCETUR)
•	   Fortalecimiento de las condiciones laborales (MTPE)69

Por su parte, los planes nacionales del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables contienen 
disposiciones con el objeto de asegurar la implementación de los mismos a través de la asignación 
de recursos presupuestales. Así, el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 
2012-2021 ha destacado la necesidad de articular cada una de sus metas con los Programas 
Presupuestales con enfoque de resultados y con el sistema de Presupuesto por Resultados. 

67	 El subrayado y las negritas son nuestras.
68	 Ley N° 29626, Ley de Presupuesto del Sector Público para el año Fiscal 2011. Publicada en el diario oficial El Peruano el 09 de 

diciembre del 2010.
69	 Información proporcionada por la Dirección de Calidad del Gasto Público del Ministerio de Economía y Finanzas, en reunión 

organizada por el Componente de Finanzas Públicas del Programa Gobernabilidad e Inclusión GIZ-Perú, llevada a cabo el 10 de 
mayo de 2012.
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Por su parte, el Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2009-2015 (PNCVHM) ha 
establecido como principios de gestión la asignación objetiva, coherente y proporcional de 
recursos respecto de la problemática de la violencia que se desea abordar en el nivel regional de 
gobierno, entre otros. Al respecto, la norma señala que para su implementación se requiere:

“1) La asignación objetiva, coherente y proporcional de recursos respecto del problema que se 

desea enfrentar y erradicar; en cada uno de los niveles (nacional, regional, municipal). Se tienen que 

establecer los componentes del presupuesto público comprometidos en las acciones del Plan, que 

permitan cerrar las brechas entre la oferta y la demanda de servicios, teniendo en cuenta la calidad y 

cobertura de los mismos, así como la brecha entre la igualdad formal y la igualdad real. Cada una de las 

instancias de ejecución deberá incluir en su planeación anual de presupuesto las acciones enmarcadas 

en este Plan. Para que ello sea posible, es importante tomar en cuenta los distintos mecanismos de 

planeación y programación presupuestal:

• Su inclusión en el presupuesto sectorial.

• Su inclusión en los Planes Concertados de Desarrollo.

• Su inclusión en los Presupuestos Participativos.

• Su inclusión en los proyectos formulados con el apoyo de la Cooperación Internacional.”

Como se puede apreciar, la estrategia que propone el PNCVHM es la inclusión de cada una de 
sus políticas en los Planes Concertados de Desarrollo y en los Presupuestos Participativos, sin que 
para ello se requiera, necesariamente, de la aprobación de Planes Regionales sobre la materia en 
cada uno de los gobiernos regionales. 70

Finalmente, si bien no se trata de una norma aplicable al período en el que se realizó la supervisión 
de los presupuestos de los Gobiernos Regionales materia del presente informe, es importante 
aludir a la aprobación de la Directiva N° 001-2011-EF/50.0171 sobre Programación y Formulación 
del Presupuesto del Sector Público para el año 201272, en cuyo artículo 38° se estableció lo siguiente: 

“Los pliegos, en el marco de la Ley Nº 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres 

y Hombres, y de la Ley Nº 29083, consideran en la programación y priorización de sus gastos la 

identificación de las principales brechas de género como un criterio que permita determinar la 

asignación de los recursos para el cumplimiento de sus objetivos institucionales”.

70	 No obstante, algunos Gobiernos Regionales han optado por crear planes regionales que abordan la problemática de diversas 
modalidades de violencia contra la mujer. Muestra de ello son las Ordenanzas Regionales dictadas por el Gobiernos Regional de 
Ayacucho aprobando el Plan Regional contra la Violencia hacia la Mujer 2010-2015 (OR N° 029-2010-GRA/CR) y el Plan Regional 
de Acción contra la Trata de Personas 2012-2016 en Ayacucho (OR N° 013-2012-GRA/CR).	

71	 Aprobada por la Resolución Directoral N° 002-2011-EF/50.01,  publicada el 09 de junio de 2011.	  
72	 Llama la atención sin embargo que, a diferencia de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el año 2011, la Ley de Presu-

puesto del Sector Público para el año 2012, Ley N° 29812, no contemple disposiciones que incorporen el enfoque de género en 
materia presupuestal.
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Todo lo expuesto permite advertir la existencia en el país de una legislación interna que, 
aunque aún de manera incipiente, viene disponiendo la incorporación del enfoque de género 
en los procedimientos presupuestales, con mayor incidencia en la evaluación antes que en las 
fases de programación y formulación del presupuesto del sector público. Si bien lo expuesto 
constituye de por sí un avance, no resulta suficiente para lograr revertir las brechas de género, 
pues el  tratamiento efectivo de las brechas de género a nivel de las políticas y de los presupuestos 
públicos constituye aún una tarea pendiente en el país. 

Como refiere Bethsabé Andía73 “Los verdaderos logros en materia de reducción de brechas de 
género no podrán ser alcanzados a menos que se diseñen políticas que tengan este objetivo 
específico y que sea posible orientar los recursos económicos públicos y privados hacia el 
financiamiento de actividades y proyectos que permitan su concreción”. 

En efecto, si bien existen instrumentos que buscan orientar las inversiones públicas hacia la reducción 
de las desigualdades de género (Planes de igualdad de oportunidades- PIO, Planes regionales de 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres- PRIO), los presupuestos públicos del país no 
se encuentran aún en ellos reflejados, lo que no permite evidenciar el grado de cumplimiento de los 
compromisos político financieros con el logro de la igualdad entre mujeres y hombres.
 
Y es que no se debe olvidar que a través de los presupuestos públicos el Estado concreta las políticas 
y establece sus prioridades. Dado que las políticas públicas no son neutrales, una real voluntad 
política del Estado por comprometerse con el logro de una verdadera igualdad entre mujeres y 
hombres necesariamente implica, entre otros aspectos, tener en consideración que el presupuesto 
público requiere ser sensible al género,74 es decir, ser diseñado con consideraciones de género 
como elemento transversal,75 debiendo comprender en esta tarea a todas las fases que conforman 
su ciclo de elaboración (programación, formulación, aprobación, ejecución y evaluación).

En tal sentido, las normas jurídicas deben contemplar como obligación la incorporación de este 
enfoque en todas las fases del ciclo presupuestal. Pero, sobre todo, se requiere que el Estado -en sus 
tres niveles de gobierno- considere las desigualdades de género al formular y asumir una política 
estatal y el consiguiente compromiso económico financiero, el cual debe verse reflejado en los 
diversos instrumentos de gestión pública, como son los planes de desarrollo, y en la asignación e 
implementación de presupuestos públicos específicos y adecuados, los que se deben traducir en 
un conjunto de acciones destinadas a reducir las brechas de género, pues sólo de esta manera se 
podrá mejorar la situación de las mujeres peruanas y por ende el real ejercicio de sus derechos.

73	 Andía Bethsabé y Beltrán Arlette, “Análisis del presupuesto público con enfoque de género. Estudio de Caso para Villa el Salva-
dor”. UNIFEM 2002, página 4.	

74	 Debe entenderse por presupuesto público sensible al género (PSG) aquél que logra la implementación de políticas de igualdad 
a través del financiamiento de acciones concretas para reducir las brechas de género. Para ello asigna recursos teniendo en consid-
eración las necesidades diferenciadas de mujeres y hombres generadas por desigualdades y estereotipos social y culturalmente 
arraigados que generan desventajas afectando la vigencia de los derechos fundamentales de las mujeres. 

75	 El decir, no implica diseñar presupuestos diferenciados para hombres y mujeres sino más bien optimizar los recursos del estado 
a fin de acortar inequidades existentes en perjuicio de las mujeres.
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En consecuencia, corresponde a los distintos niveles de gobierno –Gobierno Nacional,  gobiernos 
regionales y locales– que forman parte del Estado peruano, adoptar medidas apropiadas en el 
ámbito presupuestario para garantizar el ejercicio de los derechos de las mujeres en igualdad de 
condiciones con el hombre. 
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CAPÍTULO 3
SUPERVISIÓN DEFENSORIAL A LOS PRESUPUESTOS DE LOS 
GOBIERNOS REGIONALES PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA 
LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y 
HOMBRES 2011

3.1 Competencia de la Defensoría del Pueblo.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 161° y 162° de la Constitución Política del 
Perú, así como con el artículo 1° de la Ley N° 26520, Ley Orgánica de la institución, la Defensoría 
del Pueblo es un organismo constitucional autónomo encargado de defender los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona, de supervisar el cumplimiento de los deberes de 
la administración estatal y la adecuada prestación de los servicios públicos.

En ese sentido, según el artículo 9° de la referida Ley Orgánica, la Defensoría del Pueblo realiza 
investigaciones conducentes a determinar si la actuación u omisión de la administración estatal 
afecta el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas. De igual modo, el artículo 26° 
de dicha ley faculta a la Defensoría del Pueblo a, con ocasión de sus investigaciones, formular y 
dirigir advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y sugerencias a las 
autoridades, funcionarios y servidores de la administración del Estado para el mejor ejercicio de 
sus funciones. 

Este mandato se ejerce con particular incidencia respecto de la defensa y promoción de los 
derechos de personas pertenecientes a sectores de la sociedad que se encuentran en situación de 
especial vulnerabilidad como, por ejemplo, en el caso de las mujeres. En efecto, ante la situación 
de discriminación que enfrentan las mujeres por su sola condición de tales debido a patrones 
arraigados en los planos social y cultural, la Defensoría del Pueblo ha considerado indispensable 
contribuir a promover y garantizar el real ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad 
respecto de los hombres. 

En este contexto, la supervisión de la implementación de las políticas públicas76 orientadas a 
eliminar la discriminación por razón de sexo y promover la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres constituye una tarea prioritaria para la institución.

76	 “La noción de políticas públicas hace referencia precisamente al proceso complejo de interacciones múltiples que conduce a 
las decisiones públicas, vale decir, a las decisiones del Estado destinadas a resolver problemas socialmente relevantes para los 
ciudadanos. Esas interacciones se producen por la multiplicidad de actores, con visiones e intereses diferentes, que requieren 
negociación, ajustes y –en muchos casos- un continuo debate argumentativo.”  Alza Barco, Carlos. “Conflictividad en el Perú: 
Una lectura desde las políticas públicas”. En: http://carlosalzabarco.files.wordpress.com/2009/08/conflictividad-en-el-perc3ba-
carlos-alza.pdf. [Consulta: 19 de julio de 2012].
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Asimismo, la Ley N° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres (LIO) 
encomienda a la Defensoría del Pueblo reportar en su Informe Anual, dirigido al Congreso de la 
República, los avances registrados en el cumplimiento de la norma, mandato que concuerda con 
las atribuciones que le han sido conferidas en los planos constitucional y legal. 

En función de dichas atribuciones, en los últimos años, la Defensoría del Pueblo viene evaluando 
la implementación de las políticas públicas formuladas en el marco de la Ley de Igualdad de 
Oportunidades entre Mujeres y Hombres -tanto en el ámbito nacional y regional como en el 
municipal- a efectos de realizar las recomendaciones. Ello le ha permitido realizar un seguimiento 
del cumplimiento de sus disposiciones mediante la elaboración de Reportes Anuales.

3.1.1  Supervisión Defensorial: Reportes I, II, III y IV.

Así, el Primer y Segundo Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2008 y 2009 respectivamente) presentan una línea de 
base de las primeras medidas adoptadas por las entidades públicas, tanto en el ámbito nacional y 
regional como municipal. Entre los primeros hallazgos se constató que existía un desconocimiento 
de la Ley N° 28983 (LIO); que la mayoría de medidas adoptadas eran de carácter normativo, y que 
existía la necesidad de definir el rol rector del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social -MIMDES 
(hoy Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables - MIMP), así como la coordinación con los 
gobiernos regionales y municipales. 

Asimismo el Segundo Reporte presentó el Sistema de Seguimiento Defensorial de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, que incluye una metodología y matriz de indicadores 
(estructurales, de proceso y de resultados) que permiten medir el avance en determinados temas 
como educación y trabajo.

De otro lado, en el “Tercer Reporte Defensorial sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de 
Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2009)” se analizaron las políticas públicas en los ámbitos 
educativo y laboral, con la finalidad de vincular la temática y los resultados alcanzados en ambos 
sectores. Asimismo en el Tercer Reporte se analizaron las medidas adoptadas por los gobiernos 
regionales para el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades. Así, se corroboró la 
existencia de avances de tipo normativo, la necesidad de implementar las medidas previstas en 
los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (PRIO), así como 
la urgencia de asignar partidas presupuestarias con la finalidad de cerrar las brechas de género 
en las regiones.

Cabe incidir en que la labor de supervisión defensorial hasta entonces realizada permitió, de un 
lado, identificar que son cada vez más los gobiernos regionales que cuentan con Planes Regionales 
de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres y con instrumentos de gestión específicos 
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cuyo objeto es garantizar la igualdad real de las mujeres en la región, y de otro, que aún son pocos 
los que establecen una partida presupuestaria para lograr su efectiva implementación. 

Lo expuesto resulta preocupante debido a que el presupuesto público constituye el principal 
instrumento de política fiscal en que se expresa el modelo de desarrollo que implementa un 
Estado y en el que se señala con meridiana claridad las prioridades nacionales. Es por ello que, 
en los últimos años, diversas experiencias en Latinoamérica han revelado que los presupuestos 
constituyen una herramienta indispensable para el logro de la igualdad. 

Es esta la razón por la que algunos organismos internacionales han planteado la urgencia de 
formular y ejecutar los presupuestos públicos tomando en cuenta las necesidades e intereses 
específicos de las mujeres para mejorar sus condiciones de vida, a partir del enfoque de género.77 
De este modo se pretende generar una más equitativa distribución de los recursos, lo que resulta 
urgente considerando que, debido a las diversas manifestaciones de discriminación por razón de 
sexo, las mujeres enfrentan situaciones de vulnerabilidad como pobreza, analfabetismo, deserción 
escolar, mortalidad materna por razones prevenibles, altos niveles de violencia de género 
-que rápidamente se pueden transformar en feminicidio-, falta de oportunidades económicas, 
condiciones laborales, etc. 

Es así que en el “Cuarto Reporte Defensorial sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Hombres (2010)” la Defensoría del Pueblo consideró necesario, en el marco del 
proceso de descentralización del Estado, incidir en la supervisión del presupuesto de los gobiernos 
regionales con la finalidad de conocer si se había implementado una política de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres a partir de la asignación de recursos presupuestales para 
reducir las principales brechas de género.    

Entre los principales resultados de esta última supervisión se advirtió que en la elaboración de 
sus presupuestos para el año 2010 sólo 10 gobiernos regionales consideraron información oficial 
referente a brechas de género en las regiones (como son violencia, brecha de participación de 
mujeres y hombres en la actividad económica y brecha salarial). 

Es más, sólo 8 gobiernos regionales establecieron medidas para garantizar presupuesto; mientras 
que únicamente 3 gobiernos regionales asignaron presupuesto específico para implementar su 
Plan Regional de Igualdad de Oportunidades –PRIO- a pesar que un total de 14 ya contaban con 
dicho plan.

Adicionalmente, el hecho que sólo 5 gobiernos regionales conocieran su obligación -prevista en 
la Ley 28411, Ley General del Presupuesto del Sector Público- de llevar a cabo una evaluación 

77	 Una referencia más detallada de las experiencias de aplicación de los presupuestos sensibles al género se encuentra en el 
Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres - 2010, p. 24.



52

Defensoría del Pueblo

presupuestal con enfoque de género; sumado a la necesidad de fortalecimiento de capacidades 
referida por los propios funcionarios/as de 14 gobiernos regionales, generó que la Defensoría del 
Pueblo recomendara el desarrollo de una estrategia multisectorial que sume los esfuerzos del 
MIMP, MEF y de los gobiernos regionales para que éstos reciban asistencia técnica y lineamientos 
concretos que les permitan incorporar, desde la programación del presupuesto hasta su 
evaluación, los recursos necesarios para generar los cambios que se requieren para reducir las 
brechas y mejorar el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres.  

Es en virtud de lo expuesto que la Defensoría del Pueblo ha considerado necesario, en este Quinto 
Reporte, incidir en supervisar el cumplimiento de la LIO por parte de los gobiernos regionales a 
partir del seguimiento a la implementación de la política pública de igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres, a través de la supervisión al presupuesto de los Gobiernos Regionales 
por segundo año consecutivo. Ello resulta más importante aún si se tiene en consideración que el 
proceso de descentralización se encuentra formalmente concluido desde el año 2009 y ha conducido 
a la transferencia de funciones y competencias en materia de igualdad de oportunidades a los 
gobiernos regionales por parte del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (hoy Ministerio de 
la Mujer y Poblaciones Vulnerables).

3.1.2  Objetivos de la supervisión.

El objetivo del Quinto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Segunda Supervisión de los presupuestos de los Gobiernos 
Regionales (2011) a realizarse en este V Reporte, consiste en dar cuenta de los avances en materia 
del cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres a nivel de 
los gobiernos regionales, planteando las recomendaciones correspondientes para contribuir a su 
efectivo cumplimiento.

De manera específica, se busca conocer las medidas presupuestales adoptadas durante el año 
2011 por los gobiernos regionales para la reducción de las brechas de género. La finalidad es 
evaluar la asignación de recursos específicos, a partir del análisis de las acciones realizadas por los 
gobiernos regionales desde una perspectiva de género, teniendo para ello en cuenta las distintas 
etapas del ciclo presupuestal (formulación, aprobación, ejecución y evaluación). Cabe asimismo 
mencionar que, con la finalidad de conocer los avances logrados por los gobiernos regionales, 
se buscará -siempre que sea posible- comparar los resultados de esta supervisión con aquéllos 
obtenidos en la primera supervisión efectuada en el año 2010.78

78	 En enero de 2011 se produjo el cambio de gestión en los gobiernos regionales y locales, lo que puede haber llevado a que  los fun-
cionarios y funcionarias a cargo de las Gerencias que formaron parte de la presente supervisión no sean los mismos que fueran 
encuestados en el año 2010 para la elaboración del Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley 
de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, situación que a su vez puede justificar las variaciones en los resultados. 
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Asimismo, se pretende de esta manera contribuir a la mejora de la gestión pública79 para que ésta 
resulte más inclusiva y se oriente eficazmente al desarrollo e igualdad real entre hombres y mujeres.
	

3.1.3  Metodología de la investigación.

La evaluación del cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (LIO) durante el año 2011 se llevó a cabo a partir de la realización de una segunda 
supervisión defensorial a los gobiernos regionales.

Durante el desarrollo de la supervisión se buscó, a través de la aplicación de tres encuestas, 
obtener información respecto a la inclusión, por parte de los gobiernos regionales, de medidas para 
garantizar el cumplimiento de la LIO en el ciclo presupuestal. En especial, se indagó si en las etapas 
de programación y formulación, aprobación, ejecución y evaluación del presupuesto regional se 
incorporaron medidas para promover la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

La elaboración de las tres encuestas se llevó a cabo teniendo en consideración el marco normativo 
general sobre presupuesto y descentralización, así como el marco normativo específico en materia 
de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Así, para la supervisión defensorial de 
cada una de las etapas del ciclo presupuestal de los gobiernos  regionales se han tenido en cuenta 
las disposiciones previstas en las siguientes normas y directivas:

•	 Ley Nº 28983, “Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres”, publicada 
el 16 de marzo de 2007.

•	 Ley Nº 28411, “Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto”, publicada el 8 de 
diciembre de 2004.

•	 Ley Nº 27783, “Ley de Bases para la Descentralización”, publicada el 20 de julio de 2002.

•	 Ley Nº 27867, “Ley Orgánica de Gobiernos Regionales”, publicada el 18 de noviembre 
de 2002. 

•	 Directiva Nº 003-2010-EF/76.01, aprobada por Resolución Directoral Nº 014-2010-
EF/76.01, Directiva General para la Programación y Formulación del Presupuesto del 
Sector Público.

•	 Directiva Nº 003-2009-EF/76.01, aprobada por Resolución Directoral Nº 036‐2009‐
EF/76.01,80 Directiva para la Evaluación Semestral y Anual de los Presupuestos 
Institucionales de las Entidades del Gobierno Nacional y Gobiernos Regionales. 

79	 Se entiende por gestión pública a la aplicación de todos los procesos e instrumentos que posee la administración pública para 
lograr los objetivos de desarrollo o de bienestar de la población. http://www.buenastareas.com/ensayos/Definici%C3%B3n-De-
Gesti%C3%B3n-P%C3%BAblica/1645711.html, [Consulta: 24 de julio de 2012].

80	 Posteriormente se emite la Resolución Directoral Nº 007‐2011‐EF/50.01en la que se dispone que la Directiva aprobada por la R.D. 
Nº 036-2009-EF/76.01 es aplicable para la Evaluación Semestral y Anual de los Presupuestos Institucionales de las Entidades del 
Gobierno Nacional y Gobiernos Regionales para el Año Fiscal 2011, publicada el 16 de julio de 2011.
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En esa línea, en coordinación con las 25 Oficinas Defensoriales distribuidas en el territorio 
nacional, se aplicaron tres encuestas a cada gobierno regional, en concreto a  funcionarios y 
funcionarias de la Gerencia de Planificación y Presupuesto, de la Gerencia de Desarrollo Social y a 
un (o una) representante del Consejo Regional. Cabe referir que se seleccionó a los funcionarios y 
funcionarias de estas oficinas debido a las competencias y funciones que desarrollan con relación 
al presupuesto regional. Éstas, de acuerdo con los artículos 11° y 29°- A de la Ley Nº 27867, Ley 
Orgánica de los Gobiernos Regionales, son las siguientes: 

•	 Consejo Regional: Es el órgano normativo y fiscalizador del gobierno regional. Está 
integrado por los Consejeros Regionales, elegidos por sufragio directo por un período 
de cuatro (4) años. 

•	 Gerencia de Desarrollo Social: Le corresponde ejercer las funciones específicas regionales 
de educación, cultura, ciencia y tecnología, recreación, deportes, salud, vivienda, trabajo, 
promoción del empleo, pequeña y microempresa, población, saneamiento, desarrollo 
social e igualdad de oportunidades.

•	 Gerencia de Planeamiento, Presupuesto y Acondicionamiento Territorial: Le corresponde 
ejercer las funciones específicas sectoriales en materia de planificación estratégica, 
inversiones, presupuesto, tributación y ordenamiento territorial, administración y 
adjudicación de terrenos de propiedad del Estado.

Como se puede apreciar en el siguiente gráfico, se realizó un total de 72 encuestas, de las cuales 
25  fueron aplicadas a funcionarios y funcionarias de la Gerencia de Desarrollo Social, 24 a 
funcionarios y funcionarias de la Gerencia de Planificación y Presupuesto y 23 a Consejeros/as 
Regionales. 81 

81	 De los 25 Gobiernos Regionales supervisados en el 2011 sólo los Gobiernos Regionales de Callao y Áncash no dieron respuesta al 
total de 3 encuestas a pesar de que los pedidos oficiales de información fueron reiterados, inobservando de esta manera el deber 
de colaboración con la Defensoría del Pueblo establecido en los artículos 161° de la Constitución Política del Perú y 16° de la Ley 
N° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. Así, en el caso de Ancash no respondieron ni la Gerencia de Planificación y 
Presupuesto ni el/a consejero/a regional; mientras que en el Callao no respondió el/a consejero/a regional.
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Gráfico Nº 1
Número de encuestas aplicadas por la Defensoría del Pueblo por Departamento

  

Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Gráfico Nº 2
Número de funcionarios y funcionarias entrevistadas/os

Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Cabe precisar que para un adecuado análisis de las encuestas se ha tomado en cuenta las respuestas 
de los funcionarios y funcionarias en función de las competencias propias de la oficina o área de 
la cual forman parte. En tal sentido, para el análisis de la programación, formulación y evaluación 
presupuestal se han considerado las respuestas del personal de la Gerencia de Planificación y Pre-
supuesto; mientras que para el análisis de la ejecución presupuestal, se trabajaron las respuestas del 
personal de las Gerencias de Desarrollo Social. Finalmente para las acciones de fiscalización de la 
implementación de los PRIO se consideraron las respuestas de los consejeros y consejeras regionales.  

3.2	 Análisis de los resultados de la supervisión a los presupuestos de los Gobiernos Regionales.

Antes de hacer referencia a los resultados de la supervisión realizada en el presente reporte, 
consideramos conveniente referirnos brevemente a las competencias que les han sido normativa-
mente otorgadas a los gobiernos regionales en materia de igualdad de oportunidades con la fina-
lidad de presentar, de manera general, el marco legal sobre el cual desarrollan dichas funciones.

3.2.1	 Competencias legalmente establecidas a los gobiernos regionales en materia de 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

En el marco del proceso de descentralización iniciado en el año 2002, los gobiernos regionales han 
recibido las competencias y funciones sobre igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres 
por parte del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (hoy Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables), entidad que sin embargo, y en el marco de un Estado unitario82 mantiene la rectoría83 
en la materia, estableciendo por ende la política nacional en base a la cual se desarrollará la 
política regional en materia de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.84 

Así, la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales (LOGR) ha dotado de las bases normativas necesarias 
para que, en el ámbito regional, sean éstos los que lideren, en el marco de la política nacional, la 
implementación de políticas públicas en esta materia. De acuerdo al artículo 4° de la norma aludida, 
los gobiernos regionales tienen por finalidad esencial fomentar el desarrollo regional integral sostenible, 
promoviendo entre otros aspectos, el pleno ejercicio de los derechos y la igualdad de oportunidades de sus 
habitantes, de acuerdo con los planes y programas nacionales, regionales y locales de desarrollo.

Por su parte el artículo 6° establece que el desarrollo regional comprende la aplicación coherente 
y eficaz de las políticas e instrumentos de desarrollo económico social, poblacional, cultural y am-
biental, a través de planes, programas y proyectos orientados a generar condiciones que permitan 
el crecimiento económico armonizado con la dinámica demográfica, el desarrollo social equita-

82	 Artículo 43° de la Constitución Política del Perú.
83	 La rectoría del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social en materia de igualdad de oportunidades para la mujer, está establecida 

en el artículo 9 literal a) de la Ley N° 28983, Ley de igualdad de oportunidades entre Mujeres y Hombres publicada en el diario 
oficial El Peruano el 16 de marzo de 2007; y, en el artículo 6 literal a) del Decreto Legislativo N° 1098, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, publicada en el diario oficial 
El Peruano el 20 de enero de 2012.

84	 Respecto al rol rector de los sistemas funcionales, revisar artículos 43°, 44° y 45° de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo.
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tivo y la conservación de los recursos naturales y el ambiente en el territorio regional, orientado 
hacia el ejercicio pleno de los derechos de hombres y mujeres e igualdad de oportunidades.

Asimismo, entre los principios que rigen la gestión regional se encuentran los de inclusión y equi-
dad, que orientan su acción en la promoción de la inclusión económica, social, política y cultural de 
grupos sociales tradicionalmente excluidos, así como de sus derechos, impidiendo la discriminación 
por razones de etnia, religión o género y de otra índole (artículo 8° numerales 4 y 7 de la LOGR). 

En particular, el artículo 60° de la LOGR señala las diversas funciones específicas que competen 
a los gobiernos regionales en materia de desarrollo social e igualdad de oportunidades. Entre 
ellas se encuentran las de aprobar y evaluar políticas en la materia, en concordacia con la política 
nacional, los planes sectoriales y los programas correspondientes de los gobiernos locales (artículo 
60 literal a).

En tal sentido, las políticas públicas que se diseñan en el marco regional deberán estar enmarcadas 
en el Plan Nacional de Igualdad de Género 2012-2017 – PNIG, recientemente aprobado por 
Decreto Supremo N° 004-2012-MIMP.85 En este documento de gestión pública se señalan todas 
las acciones que las entidades del Sector Público deben desarrollar para reducir las brechas de 
género y dotar de condiciones de desarrollo humano tanto a hombres como a mujeres en el país.

Cabe precisar que la acción gubernamental en el ámbito regional supone, además, realizar acciones 
de coordinación con los gobiernos locales para el funcionamiento de los programas de lucha 
contra la pobreza y el desarrollo social del Estado con énfasis en la igualdad de oportunidades con 
equidad de género; así como formular políticas, regular, dirigir, ejecutar, supervisar las acciones 
de prevención de la violencia política, familiar y sexual (artículo 60 literales b y c). 

Esta función resulta de especial relevancia teniendo en consideración que desde julio de 2011 se 
dio inicio al proceso de transferencia de los servicios de atención de la violencia familiar y sexual 
(Centros Emergencia Mujer) del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables a los gobiernos 
locales provinciales. Si bien este proceso ha sido suspendido hasta el 31 de diciembre del presente 
año,86 se espera la acción decidida y coordinada de los gobiernos regionales para contribuir a 
lograr la sostenibilidad y mejora de estos servicios, así como la evaluación de su impacto social 
una vez que culmine la transferencia aludida.
	
Promover la participación ciudadana en la planificación, administración y vigilancia de los 
programas de desarrollo e inversión social es otra de las funciones de los gobiernos regionales para 
lograr la igualdad de oportunidades (artículo 60 literal d de la LOGR). En efecto, la participación 
de las organizaciones de la sociedad civil y, en especial, de aquéllas que promueven la defensa de 

85	 Publicado el 18 de agosto de 2012 en el diario oficial El Peruano. Cabe mencionar que el Plan Nacional de Igualdad de Oportuni-
dades entre Mujeres y Hombres (PIO) tuvo vigencia hasta el año 2010.

86	 Decreto de Urgencia N° 003-2012 “Decreto de Urgencia que dicta medidas extraordinarias para la ejecución de prestaciones y 
actividades de los Centros Emergencia Mujer – CEMS” del 30 de enero de 2012, modificado por el artículo 8.4 del Decreto de 
Urgencia N° 016-2012 del 26 de junio de 2012. 
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los derechos de las mujeres puede ser un elemento movilizador y dinamizador de los esfuerzos 
del gobierno regional en este sentido. Cabe recordar que, en buena medida, es con el impulso 
de estas organizaciones que se ha aprobado la mayoría de los Planes Regionales de Igualdad de 
Oportunidades – PRIO. En virtud de ello, es que 10 Gobiernos Regionales habían aprobado Planes 
Regionales de Igualdad de Oportunidades antes de la conclusión, en el año 2009, del proceso de 
transferencia de funciones y competencias por parte del MIMP.87 

Cabe mencionar que el artículo 5° de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo88, señala 
que la transferencia de competencias, recursos y funciones de las entidades del Poder Ejecutivo 
a los Gobiernos Regionales y Locales se realiza de acuerdo con lo dispuesto por las normas de 
descentralización, precisando la responsabilidad de cada nivel de gobierno en cada materia. 
 
En tal sentido, mediante Decreto Supremo N° 012-2011-MIMDES89 se aprobaron las Matrices 
de Delimitación de Competencias y Distribución de Funciones con el objeto de definir cuáles 
corresponden a cada nivel de gobierno, buscando evitar así la duplicidad y superposición de 
funciones. Estas matrices delinean las competencias referidas a Desarrollo Integral, Promoción 
y Protección de los Derechos de la Mujer tanto del gobierno nacional como de los gobiernos 
regionales, en los siguientes términos:

Cuadro Nº 3
Matriz de Delimitación de Competencias y Distribución de Funciones 

Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social90

I.    Competencia: Desarrollo Integral de la Persona Humana
II.   Proceso esencial: Desarrollo Integral, promoción y protección de los derechos de la mujer

Atribución Gobierno Nacional
(MIMDES y Organismo Público Adscrito) Gobierno Regional

Políticas, 
Normatividad 
y Regulación 

Formular y aprobar, en lo que corresponda, 
normas, lineamientos, entre otros de alcance 
nacional de Promoción y Protección de los de-
rechos de la Mujer, en el marco de la Política 
Nacional de Igualdad de Oportunidades entre 
Hombres y Mujeres  con equidad de género, 
así como de las normas nacionales y compro-
misos internacionales correspondientes.

Formular y aprobar normas y procedimientos 
de promoción y protección  de los derechos de 
la Mujer, en el ámbito regional, en el marco de la 
Política Nacional de Igualdad de Oportunida-
des entre Hombres y Mujeres  con equidad de 
género y las normas y lineamientos nacionales. 

Planeamiento Planificar los procesos y acciones de alcance 
nacional para la Promoción y Protección de 
los Derechos de la Mujer, en el marco de la 
Política Nacional de Igualdad de Oportuni-
dades entre Hombres y Mujeres con Equidad 
de Género

Planificar los procesos y acciones de alcance 
nacional para la Promoción y Protección de los 
Derechos de la Mujer, en el ámbito regional, en 
el marco de la Política Nacional de Igualdad de 
Oportunidades entre Hombres y Mujeres con 
Equidad de Género

87	 Tercer Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (2009), p. 122.	

88	 Publicada en el diario oficial El Peruano el  20  de diciembre de 2007.
89	 Publicado en el diario oficial El Peruano el 22 de julio de 2011.
90	 Hoy Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Decreto Legislativo N° 1098, Decreto Legislativo que aprueba la Ley 

Orgánica del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, publicado en el diario oficial El Peruano el 20 de enero de 2012. 
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Administración 
y Ejecución

Difundir y sensibilizar, las normas, lineamien-
tos, estrategias, así como los compromisos in-
ternacionales de promoción y protección de 
los derechos de las mujeres a nivel nacional. 

Difundir y sensibilizar, las normas, lineamien-
tos, estrategias, así como los compromisos in-
ternacionales de promoción y protección de los 
derechos de las mujeres en el ámbito regional.

Promover y desarrollar programas, proyectos 
de alcance e interés nacional, así como estra-
tegias y la regulación de las medidas afirma-
tivas, para disminuir la discriminación de las 
mujeres en el ámbito nacional. 

Promover y ejecutar programas, proyectos de 
alcance e interés nacional, así como estrategias 
y la regulación de las medidas afirmativas, para 
disminuir la discriminación de las mujeres en el 
ámbito regional. 

Promover la regulación de políticas que ga-
ranticen la participación política y efectiva de 
mujeres y hombres en la consolidación del sis-
tema democrático, en coordinación y articula-
ción interinstitucional e intergubernamental. 

Promover la regulación de políticas regionales 
que garanticen la participación política y efecti-
va de mujeres y hombres en la consolidación del 
sistema democrático, en coordinación y articu-
lación interinstitucional e intergubernamental. 

Promover la regulación de políticas, de alcance 
nacional para la eliminación de la violencia en 
todas sus formas y espacios, en especial la ejer-
cida contra mujeres, en coordinación y articu-
lación interinstitucional e intergubernamental. 

Promover la regulación de políticas, de alcance 
regional para la eliminación de la violencia en 
todas sus formas y espacios, en especial la ejer-
cida contra mujeres, en coordinación y articu-
lación interinstitucional e intergubernamental. 

Establecer y fortalecer mecanismos de coordi-
nación y articulación interinstitucional e inter-
gubernamental para  la promoción y protec-
ción de los derechos de las mujeres 

Establecer y fortalecer mecanismos de coordina-
ción y articulación interinstitucional e interguber-
namental para  la promoción y protección de los 
derechos de las mujeres, en el ámbito regional.

Promover en el ámbito nacional estudios, pro-
yectos e investigaciones para la participación 
políticas de las mujeres así como su integra-
ción en los espacios de toma de decisiones

Promover en el ámbito regional  estudios, pro-
yectos e investigaciones para la participación 
políticas de las mujeres así como su integración 
en los espacios de toma de decisiones

Sistematizar y difundir las experiencias y 
buenas prácticas de la promoción y protec-
ción de los derechos de las mujeres en el ám-
bito nacional. 

Sistematizar, difundir, consolidar y reportar 
a la autoridad nacional competente, las expe-
riencias y buenas prácticas de la promoción y 
protección de los derechos de las mujeres en el 
ámbito regional. 

Apoyar y asistir técnicamente, así como for-
talecer capacidades a los gobiernos regional 
y local para la promoción y protección de los 
derechos de las mujeres 

Sensibilizar, asistir  técnicamente y fortalecer 
capacidades al gobierno local para la promo-
ción y protección de los derechos de las muje-
res, en el ámbito regional.

Supervisión y 
Evaluación 

Supervisar y monitorear el cumplimiento de 
las normas, lineamientos, programas y pro-
yectos sobre la promoción y protección de 
los derechos de las mujeres, a nivel nacional, 
adoptando las medidas correspondientes.

Supervisar y monitorear el cumplimiento de las 
normas, lineamientos, programas y proyectos 
sobre la promoción y protección de los dere-
chos de las mujeres,  en el ámbito regional.

Evaluar el cumplimiento de las normas, li-
neamientos, programas y proyectos sobre la 
promoción y protección de los derechos de las 
mujeres a nivel nacional.

Evaluar el cumplimiento de las normas, linea-
mientos, programas y proyectos sobre la pro-
moción y protección de los derechos de las mu-
jeres en el ámbito regional.

El cuadro precedente corresponde sólo a uno de los procesos esenciales de la Matriz de 
Competencias y Distribución de Funciones del MIMP, referido a los derechos de las mujeres. Sin 
embargo es importante tener en cuenta que la Matriz contiene otros procesos esenciales sobre 
los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como de personas adultas mayores, y que ellos 
también requieren ser gestionados con enfoque de género, considerando que la Ley de Igualdad 
de Oportunidades se refiere a las mujeres de todos los grupos etarios. 
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A partir de una lectura del contenido del cuadro se puede apreciar que las funciones del gobierno 
regional son muy similares a las que corresponden al gobierno nacional; diferenciándose 
básicamente por el ámbito de acción.

Asimismo se debe tener en cuenta que, habiéndose producido la modificación no sólo del nombre 
sino también de la estructura y funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social por el de 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, se encuentra aún pendiente la aprobación de 
una nueva matriz de competencias, la que sin embargo probablemente cuente con pocos cambios 
en lo que respecta al Sector Mujer. 

Tanto la Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social91 como 
la Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables,92 que 
deroga y sustituye la anterior, refieren que el Sector cuenta con funciones compartidas con los 
gobiernos regionales. Concretamente, la ley vigente señala que el Sector ejerce sus funciones en 
forma compartida “Con los gobiernos regionales, la promoción, supervisión y evaluación de la 
implementación de las políticas de igualdad de género, de los programas y servicios sociales 
objeto del proceso de descentralización...” (Art. 7 literal a).

De lo expuesto se puede concluir que tanto a nivel del gobierno nacional como del gobierno 
regional, las funciones de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres están expresamente 
contempladas en el marco normativo nacional. 

Sin embargo, dada la similitud y generalidad con que se encuentran establecidas las competencias 
y funciones para ambos niveles de gobierno, el adecuado cumplimiento de las funciones 
compartidas requerirá necesariamente superar las dificultades de articulación que caracteriza 
a la gestión pública, a fin de que pueda tornarse en una gestión concertada. Para tal efecto, 
resultará indispensable la permanente coordinación entre el gobierno nacional y los gobiernos 
regionales para el cumplimiento de la LIO, teniendo siempre en cuenta la particular realidad de 
cada circunscripción.

3.2.2 	Normas aprobadas por los gobiernos regionales durante el año 2011 en favor de los 
derechos de las mujeres93.

Al igual que en los años anteriores, en los gobiernos regionales persiste una produccción constante 
de normas jurídicas vinculadas, de manera directa o indirecta, a la defensa o promoción de los 
derechos fundamentales de las mujeres. 

91	 Aprobada por Ley N° 29597, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, publicada en el 
diario oficial El Peruano el 12 de octubre de 2010.

92	 Aprobada por Decreto Legislativo N° 1098, publicado en el diario oficial El Peruano el 20 de enero de 2012.
93	 Las normas que figuran son las mencionadas por los propios gobiernos regionales.
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En lo que se refiere al período materia del presente informe encontramos diecinueve (19) 
disposiciones emitidas por trece (13) gobiernos regionales. En ellas se observa una tendencia a la 
creación de comisiones o comités, en algunos casos, para la elaboración del PRIO, o para abordar 
diversas modalidades de violencia contra la mujer. 

En segundo lugar se encuentran las normas en virtud de las cuales se establecen fechas 
conmemorativas con diversos contenidos como el derecho a la identidad, a una vida libre de 
violencia, a la mujer rural, etc. Cabe mencionar que sólo el Gobierno Regional de San Martín 
aprobó su PRIO durante este período.  

Cuadro Nº 4
Normas aprobadas por los Gobiernos Regionales en el año 2011 

en favor de los derechos de las mujeres
(Total: 13)

Gobiernos 
Regionales

Temas Normas
Fecha de 

Publicación

Amazonas
Igualdad y No 
Discriminación

Ordenanza Regional Nº 275-2011-GRA/CR
Eliminación de la discriminación en todas sus formas en la 

Región Amazonas.
01/04/2011

Ancash

Lenguaje 
inclusivo

Ordenanza Regional Nº 007 – 2011 – REGION ANCASH/CR
Lenguaje inclusivo en el ámbito de la Región Ancash.

21/08/2011

Creación de 
condecoración 

a la
Mujer Ancashina

Ordenanza Regional Nº 006 – 2011 – REGION ANCASH/CR
Institucionaliza la Condecoración de la Mujer Ancashina, 

denominada Qori Warmi.
07/09/2011

Arequipa

Fecha 
Conmemorativa

Ordenanza Regional Nº 131 – AREQUIPA
Aprueba calendario Conmemorativo de la Mujer en el 

ámbito de la Región Arequipa.
01/04/2011

Derecho a una 
Vida Libre de 

Violencia

Ordenanza Regional Nº 151 – AREQUIPA
Determina acciones obligatorias en caso de maltrato físico 

y/ o psicológico, hostigamiento sexual y violación de la 
libertad sexual y su prevención en las dependencias del 

Gobierno Regional de Arequipa.

23/12/2011

Cajamarca
Fecha 

Conmemorativa

Ordenanza Regional Nº 023 – 2011 – GRCAJ – CR
Declara en el Ámbito del Gobierno Regional de Cajamarca 

el mes de Noviembre de cada año como Mes de la no 
violencia contra la mujer.

25/08/2011

Cusco
Fecha 

Conmemorativa

Ordenanza Regional Nº 005 – 2011- CR/GRC. CUSCO
Declara el mes de abril como Mes del derecho al Nombre y 

a la Identidad
30/11/2011

Lima
Derecho a una 
Vida Libre de 

Violencia

Ordenanza Regional Nº 011 – 2010 – CR – RL
Declara de prioridad regional, políticas en materia de 

prevención y erradicación de la violencia familiar y sexual 
en mujeres, niñas, adolescentes y adulto mayor.

25/06/2011
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Madre de 
Dios

Comisión para la 
elaboración del 

PRIO

Ordenanza Regional Nº 013 – 2010 – GRMDD/CR
Crea la Comisión Transitoria Intersectorial y de la 
Sociedad Civil de la Región Madre de Dios, para 

elaborar la propuesta de Plan Regional de Igualdad de 
Oportunidades de la Región Madre de Dios 2011 – 2021.

15/09/2011

Derecho a una 
vida Libre de 

Violencia
(Comisión)

Ordenanza Regional Nº 012 – 2010 – GRMDD/CR
Conforma la Comisión Regional Multisectorial Permanente 

Contra la Trata de Personas de Madre de Dios.
15/09/2011

Moquegua

Lenguaje 
inclusivo

Ordenanza Regional Nº 005 – 2011 – CR /GRM
Dispone promover la utilización del Lenguaje Sensible al 

Género o Lenguaje Inclusivo.
04/06/2011

Derecho a una 
Vida Libre de 

Violencia
(Comisión)

Ordenanza Nº 13 – 2011 – CR/GRM
Constituyen la Comisión Multisectorial de la  Lucha contra 

la Violencia de Grupos Vulnerables con 
Equidad de Género.

20/11/2011

Piura

Derecho a una 
Vida Libre de 

Violencia y 
Migración
(Comisión)

Ordenanza Regional Nº 230 – 2011/GRP – CR
Creación de la Comisión Regional de Lucha contra la Trata 

de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes 
en la Región Piura.

16/12/2011

Puno
Creación del 

Consejo Regional

Ordenanza Regional Nº 07 – 2011 – GRP – CRP
La creación del Consejo Regional de la Juventud, el 
Consejo Regional de la Mujer y el Consejo Regional 

de la Infancia.

26/10/2011

San Martín
Aprobación del 

PRIO

Ordenanza Regional Nº 016 – 2011 – GRSM/CR
Plan Regional de Igualdad de Oportunidades (PRIO) 

2011 – 2015.
10/09/2011

Tacna

Fecha 
Conmemorativa

Ordenanza Regional Nº 029 – 2010- CR/GOB: REG: TACNA
Conmemorar el 15 de octubre de cada año como el Día de 

la Mujer Rural en la Región Tacna.
02/03/2011

Derecho a la
Salud

Ordenanza Regional Nº 024 – 2010- CR/GOB: REG: TACNA
Declara de Interés público regional el acceso a servicios 

de salud sexual y reproductiva para las y los adolescentes 
en la prevención de embarazos y enfermedades de 

transmisión sexual en la Región Tacna.

02/03/2011

Salud

Ordenanza Regional Nº 007-2011-CR/ GOB. REG. TACNA
Aprueba Plan estratégico Regional Multisectorial para la 
Prevención y control de las ITS y VIH SIDA en la Región 

Tacna 2011 – 2016.

19/12/2011

Ucayali

Derecho a una 
Vida Libre de 

Violencia
(Comité 

Regional)

Ordenanza Regional Nº 014 – 2010 – GRU/CR
“Creación del Comité Regional para la Prevención, 

Atención y Protección del Hostigamiento Sexual en la 
Región Ucayali”

04/02/2011

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Cabe mencionar que durante la presente supervisión, los gobiernos regionales de Apurímac y 
Tacna refirieron que se encontraba en trámite la aprobación de nuevas ordenanzas regionales 
sobre la materia. 

Finalmente es importante referir que si bien durante el 2011 se aprobaron un mayor número 
de normas jurídicas que en los años anteriores -lo cual resulta importante- el problema se 
presenta -como se verá más adelante- en el cumplimiento de dichas normas y, en general, en la 
implementación de las políticas públicas. En efecto, por lo general suele tratarse de disposiciones 
de carácter declarativo o de conformación de comisiones de trabajo y que, por ende, no están 
directamente vinculadas a la reducción de las brechas de género; careciendo, en consecuencia, de 
la expresión presupuestal necesaria para la eliminación de la problemática que abordan. 

3.2.3	 Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades aprobados y vigentes.

Desde el año 2005 los gobiernos regionales han venido aprobando, progresivamente, Planes 
Regionales de Igualdad de Oportunidades (PRIO).94 Estos constituyen instrumentos programáticos 
que orientan la acción de este nivel de gobierno para el logro de la igualdad entre mujeres y 
hombres, y deben ser emitidos en el marco de lo establecido por la LIO y por el Plan Nacional 
sobre la materia -hoy Plan Nacional de Igualdad de género, recientemente publicado). 

Hasta diciembre del año 2011 se habían aprobado diecisiete (17) PRIO en igual número de 
departamentos, tres de los cuales habían perdido vigencia (Ica, Junín y La Libertad). Sin embargo, 
a la fecha del cierre del presente informe existen en la actualidad quince (15) PRIO vigentes. Cabe 
precisar que durante el año 2011, el Gobierno Regional de San Martín fue el único que aprobó un 
Plan Regional de Igualdad de Oportunidades. 

Por su parte, es meritorio que a la fecha ocho (8) gobiernos regionales se encuentren en proceso de 
elaboración de planes de igual naturaleza, incluido La Libertad, quien se encuentra elaborando 
su nuevo PRIO. Los únicos que no han reportado esfuerzos en ese sentido son los Gobiernos 
Regionales de Puno y Tumbes.

Sobre el particular es importante tener en cuenta que, aun cuando la emisión y entrada en 
vigencia de un PRIO no constituye el único mecanismo a través del cual los gobiernos regionales 
incorporan políticas públicas de igualdad de oportunidades en la gestión regional, sin duda 
alguna su sola aprobación como documentos de gestión constituye un avance a relevar. Su 
elaboración por lo general involucra a organizaciones de la sociedad civil y establece un espacio 
en el que se puede identificar las brechas de género más graves en la región y se define el curso 
de la gestión para superarlas. 

94	 Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Asistencia técnica a gobiernos regionales políticas de igualdad de oportunidades.
	 En: http://www.mimdes.gob.pe/index.php?option=com_content&view=article&id=1603&Itemid=160, [Consulta: 5 de agosto de 2012].
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Respecto a la aprobación de Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades, a la fecha de 
elaboración del presente informe la situación es la siguiente:

Cuadro Nº 5
Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades vigentes

(Total: 25)

Gobierno Regional
Cuenta con un Plan Regional de Igualdad 

de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (PRIO) aprobado

Amazonas
Ancash

Apurímac
Arequipa
Ayacucho
Cajamarca

Cusco
Huancavelica94

Lambayeque
Loreto

Moquegua
Pasco
Piura

San Martín
Ucayali

Sí

Puno
Tumbes

No

Callao
Huánuco

Ica
 Junín

La Libertad
Lima

Madre de Dios
Tacna

Se encuentra en elaboración

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo95

95	 Al cierre del presente informe se ha tomado conocimiento que el Gobierno Regional de Huancavelica, mediante Ordenanza 
Regional Nº 200-GOB.REG-HVCA/CR de fecha 08 de marzo de 2012, aprobó el Plan Regional de Igualdad de Género de Huan-
cavelica 2012-2017. En esta misma fecha se aprobó el Plan Regional contra la Violencia hacia la Mujer de Huancavelica-2012-2016 
(Ordenanza Regional Nº 199-GOB.REG-HVCA/CR).
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Mapa
Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (PRIO) 

aprobados a diciembre 2011

Elaboración: Defensoría del Pueblo

Sin embargo, como ya se ha mencionado, la sola aprobación de los PRIO no permite per se poner en 
marcha la gestión pública. Como se ha mencionado, se requiere, necesariamente, de la asignación 
de recursos para su implementación. 

En efecto –y como se verá más adelante- la supervisión de la Defensoría del Pueblo continúa dando 
cuenta de la persistencia de la aprobación de Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades 
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a los cuales no se les asigna presupuesto, de manera tal que no pueden ser implementados, 
situación que lleva a que varios de ellos terminen siendo declaraciones de buena voluntad, pero 
sin posibilidades de viabilidad. 

3.2.4	 Órgano del Gobierno Regional encargado de la implementación de los Planes 
Regionales de Igualdad de Oportunidades.

De acuerdo al artículo 29 A inc. 2 de la Ley Nº 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales 
(LOGR), las funciones vinculadas a la igualdad de oportunidades son de competencia de la 
Gerencia de Desarrollo Social. Cabe asimismo recordar que para el ejercicio de las funciones 
aludidas, los gobiernos regionales han recibido la transferencia de funciones del Ministerio de la 
Mujer y Desarrollo Social (hoy MIMP).96 

Durante el proceso de transferencia de funciones y competencias sobre igualdad de oportunidades 
por parte del entonces Mimdes, algunos gobiernos regionales crearon subgerencias o asignaron 
dichas funciones a oficinas ya creadas, como es el caso de la Sub Gerencia de Promoción del 
Desarrollo del Gobierno Regional de Ancash o el Área no estructurada de Gestión Social y 
Cultural del Gobierno Regional de Arequipa.97

Es por ello que, con el objeto de conocer la situación actual, en la presente supervisión 
realizada por la Defensoría del Pueblo se indagó sobre el órgano que se encuentra a cargo de la 
implementación de los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades. Así, de los catorce (14) 
gobiernos regionales, que a diciembre del año 2011, reportaron haber aprobado un PRIO, trece 
(13) mencionaron a las Gerencias de Desarrollo Social. Asimismo cuatro (4) de estos gobiernos 
regionales mencionaron a la Gerencia de Planeamiento y Presupuesto98, respuesta que puede 
deberse a que, de acuerdo con la LOGR, aún cuando no se encuentra específicamente a cargo 
de la implementación, sí tiene a su cargo las funciones específicas sectoriales en materia de 
planificación estratégica, inversiones y presupuesto sobre igualdad de oportunidades.  

96	 Para una referencia más detallada del proceso de transferencia de funciones de igualdad de oportunidades a los Gobiernos Regio-
nales ver Tercer Reporte Defensorial sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. 

97	 Tercer Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres - 2009, p. 127.

98	 Cabe mencionar que si bien de acuerdo a lo expresamente dispuesto por la Ley Nº 27867, Ley Orgánica de los Gobiernos Re-
gionales, el nombre de esta Gerencia es Gerencia de Planeamiento, Presupuesto y Acondicionamiento territorial, los gobiernos 
regionales le otorgan distintas denominaciones como Gerencia de Planificación y Presupuesto, Gerencia de Planeamiento y 
Presupuesto, entre otros.
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Cuadro Nº 6
Órgano regional a cargo de la implementación de los PRIO

(Total: 14)

Gobierno 
Regional Órgano u órganos encargados

Amazonas Gerencia de Desarrollo Social, Oficina de Planeamiento y Presupuesto

Ancash Gerencia Regional de Planificación y Presupuesto. Gerencia Regional Desarrollo Social

Apurímac Gobierno Regional (Gerencia de Desarrollo Social seguimiento e implementación), 
Consejo Regional de la Mujer, Sociedad Civil. (agente movilizador)

Arequipa Consejo Regional, Instituciones involucradas

Ayacucho Gerencia Regional de Desarrollo Social, Subgerencia de sectores sociales, 
Coordinadora de Igualdad de Oportunidades Mujer, Derechos y Ciudadanía

Cajamarca Gerencia de Desarrollo Social en coordinación con las direcciones regionales 
involucradas en el plan

Cusco Gobierno Regional del Cusco; Gobiernos Locales provinciales de Cusco, Comisión 
PRIO, Consejo Regional de la Mujer

Lambayeque Gerencia Regional de Programas Sociales

Loreto Gerencia de Desarrollo Social, Gerencia de Planeamiento y Presupuesto, Dirección 
Salud, Educación y Trabajo

Moquegua Gerencia de Desarrollo Social, Gerencia de Planeamiento y Presupuesto

Pasco Gerencia de Desarrollo Social

Piura Sub Gerencia de Desarrollo Social

San Martín Gerencia de Desarrollo Social

Ucayali

Gerente Regional de Desarrollo Social, Direcciones Regionales de Educación, Trabajo, 
Salud, Agricultura, Municipalidad Provincial de Coronel Portillo, Municipalidad Distrital 

de Yarinacocha y Manantay, Gov. Prov. Padre Abad, Atalaya, Purús, Movimiento 
Manuela Ramos, CEM, Ministerio Publico, PNP, DP, representante del MIMDES, Red de 

Promoción de la Mujer, Foro Salud, Mesa contra la violencia familiar y sexual

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Ahora bien, es importante tener en cuenta que las respuestas en las cuales se mencionan, además de 
la Gerencia de Desarrollo Social, a otras gerencias del gobierno regional pueden ser interpretadas 
como una tendencia importante a gestionar las políticas para la igualdad de oportunidades de 
manera articulada. La alusión a organizaciones de la sociedad civil puede estar expresando 
la inclinación hacia una gestión participativa. Ello resulta además acorde con el principio de 
participación que informa la gestión de los gobiernos regionales, según el cual “la gestión regional 
se desarrollará y hará uso de instancias y estrategias concretas de participación ciudadana en las 
fases de formulación, seguimiento, fiscalización y evaluación de la gestión del gobierno y de la 
ejecución de planes, presupuestos y proyectos reginales” (artículo 8° inc. 1 de la LOGR).
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Cabe sin embargo referir que en el caso del Gobierno Regional de Arequipa se sostuvo que dicha 
función se encuentra a cargo del Consejo Regional, situación que llama la atención no sólo porque 
se contrapone a lo establecido por la LOGR, sino porque al ser este Consejo la entidad normativa 
y fiscalizadora del gobierno regional, su naturaleza no resulta acorde con las funciones de gestión 
pública (Art. 11° de la LOGR). En este mismo sentido, si bien se menciona en tres (3) ocasiones 
a los Consejos de la Mujer como parte del grupo de instituciones que estarían a cargo de la 
implementación de los PRIO, se debe entender que se hace referencia a su rol de ente fiscalizador 
de la gestión regional, pues forman parte de los Consejos Regionales.

3.2.5 	Importancia de la adopción e implementación de medidas presupuestales para 
garantizar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

De acuerdo con lo dispuesto por la Ley N° 28411, Ley del Sistema Nacional de Presupuesto, el 
presupuesto constituye el instrumento de gestión del Estado que permite a las entidades lograr 
los objetivos y metas contenidas en su Plan Operativo Institucional (POI) con eficiencia y eficacia. 
Asimismo, es la expresión cuantificada, conjunta y sistemática de los gastos a atender durante el 
año fiscal por cada una de las entidades que forman parte del Sector Público y refleja los ingresos 
que financian dichos gastos.99

Por lo general se ha considerado que los presupuestos son neutros y que se formulan y benefician 
por igual a toda la población, sin considerar los impactos diferenciados que tienen en hombres y 
mujeres. Por otro lado, se suele pensar en las mujeres como seres no económicos, por lo que su 
situación e intereses, salvo excepciones (como por ejemplo en el caso de mortalidad materna), no 
forman parte de la lista de prioridades que se debe esbozar durante el proceso de programación 
presupuestal. De acuerdo con esta forma de pensar, no se trata de destinar un presupuesto distinto 
o diferenciado para la mujer, pues el objetivo central es que todas las políticas de los gobiernos 
tengan en cuenta las necesidades e intereses de hombres y mujeres de manera global.  

Lo cierto es que el presupuesto es un instrumento que marca gran parte de la política económica 
y cobra especial relevancia en la medida en que a partir de él los gobiernos (nacional, regionales 
o municipales) fijan sus prioridades de actuación. De acuerdo con Aracelly De León entre las 
funciones económicas principales del presupuesto público se encuentran: “... distribución 
de recursos (bienes y servicios públicos), distribución de ingresos y riqueza (que favorezca la 
equidad entre los diferentes sectores sociales) y estabilización de la economía (promover cierto 
nivel de empleo, estabilidad de precios, crecimiento económico).100

99	 Ley del Sistema Nacional de Presupuesto Nº 28411, artículo 8° numeral 8.1, modificado por la Primera Disposición Complemen-
taria Modificatoria de la Ley Nº 29626, publicada el 09 diciembre de 2010 en el diario oficial El Peruano y vigente a partir del 1 de 
enero de 2011.

100	 De León, Aracelly. Aportes a los presupuestos sensibles al género: Experiencias y reflexiones de  Argentina, Brasil, Chile y Uruguay. Fondo 
de las Naciones Unidas para la Mujer.  UNIFEM. Brasilia 2008, p. 15.
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En un Estado como el nuestro donde, a pesar de los avances, resulta innegable la persistencia de 
una situación de discriminación por razón de género que afecta directamente a las mujeres, el 
presupuesto permite evidenciar si lo declarado en las normas y planes regionales se encuentra 
respaldado por una verdadera voluntad política para el logro de la igualdad real.  

En consecuencia, la distribución adecuada de recursos puede contribuir significativamente a la 
reducción de las brechas existentes entre mujeres y hombres y, por su intermedio, al bienestar 
general. En efecto, los presupuestos tienen funciones económicas que a su vez generan 
determinados efectos sociales en la población. 

Es por ello que, en opinión de la Defensoría del Pueblo, la gestión gubernamental debe orientarse 
principalmente -tomando en consideración los enfoques de género y de desarrollo humano- a 
la ampliación de las oportunidades de las mujeres para el logro de su desarrollo y real vigencia 
de sus derechos; y la asignación de recursos constituye la muestra más clara y objetiva de la 
existencia de una real voluntad política en tal sentido.

Así por ejemplo,  la disminución del analfabetismo femenino sólo será posible si se asignan 
presupuestos a las políticas públicas diseñadas para tal fin, considerando también sus causas, 
necesidades e intereses específicos. Otorgar presupuesto para promover la educación de niñas 
y adolescentes mujeres permitirá no sólo su acceso al sistema educativo sino también garantizar 
su calidad así como su no discriminación, ampliándose sus oportunidades económicas, sociales, 
culturales y políticas, tanto inmediatas como futuras. Otro aspecto fundamental es reducir 
significativamente las diversas formas de violencia que afectan a las mujeres en todas las etapas 
de sus vidas y facilitar la atención de su salud, como bases sobre las cuales será posible lograr 
mejores condiciones de vida para la población en su conjunto.  

Es por esta razón que, para la elaboración del presente informe, la Defensoría del Pueblo 
requirió indagar sobre las medidas de corte presupuestal que, durante el año 2011, adoptaron los 
gobiernos regionales con el objeto de implementar las políticas diseñadas en materia de igualdad 
entre hombres y mujeres, tanto a partir de los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades 
(PRIO) aprobados, como respecto a la transferencia de funciones y competencias de igualdad 
de oportunidades del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (hoy Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables). 

Respecto a la transferencia de presupuesto a los gobiernos regionales para la implementación 
de las políticas públicas de igualdad de oportunidades, se debe considerar que, como parte del 
proceso de transferencia de funciones en materia de igualdad de oportunidades y desarrollo 
social, el entonces Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social transfirió recursos presupuestales 
a los 25 gobiernos regionales, los cuales, desde el año 2009, forman parte de los recursos 
presupuestales regionales, contando con ellos cada año para dar cumplimiento a las políticas 
públicas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
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Cuadro Nº 7
Presupuesto transferido a los Gobiernos Regionales por el Mimdes en el año 2009

Gobierno Regional Recursos para Bienes 
y Servicios Gobierno Regional Recursos para Bienes 

y Servicios

Amazonas 81,623 Lima Metropolitana 277,423

Ancash 101,001 Lima 95,795

Apurímac 82,493 Loreto 96,370

Arequipa 104,025 Madre de Dios 72,745

Ayacucho 88,472 Moquegua 74,751

Cajamarca 110, 533 Pasco 77,956

Callao 94,175 Piura 118,638

Cusco 104,940 Puno 107,148

Huancavelica 83,334 San Martín 89,982

Huánuco 91,798 Tacna 78,187

Ica 89,852 Tumbes 75,718

Junín 102,558 Ucayali 82,003

La Libertad 115,924
TOTAL 2´600,000

Lambayeque 102,555

Fuente: Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (Hoy MIMP)
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Sobre el particular, si bien los recursos presupuestales transferidos pueden resultar insuficientes 
para abordar la reducción de las brechas de género, es importante recordar que para contar 
con presupuestos sensibles al género no resulta indispensable disponer de montos adicionales 
de presupuesto. Por el contrario, de lo que se trata es de presupuestar teniendo en cuenta las 
necesidades e intereses de la población femenina en toda intervención de la gestión regional así 
como un manejo eficiente de los recursos, que va de la mano con la sensibilización y capacitación 
de los funcionarios y funcionarias regionales competentes en temas de género y presupuesto.

3.2.6	 Capacitación a funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales realizada 
por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables.

El Plan Nacional de Desarrollo de Capacidades101 aplicable a los gobiernos regionales define la 
capacitación como una estrategia para que las personas y organizaciones incrementen los cono-

101	 Plan Nacional de Desarrollo de Capacidades para la gestión pública y buen gobierno de los gobiernos regionales y locales. Apro-
bado por Decreto Supremo N°004-2010-PCM. Publicado en el diario oficial El Peruano el 12 de enero de 2010. 
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cimientos y desarrollen habilidades y destrezas que les permitan un manejo eficiente y eficaz de 
los recursos a su disposición, con la finalidad de mejorar las condiciones de vida de la población. 

En el marco del proceso de descentralización, el fortalecimiento de capacidades de funcionarias 
y funcionarios de los gobiernos regionales que tienen a cargo el diseño e implementación de 
políticas de igualdad de oportunidades resulta fundamental para el ejercicio eficiente y eficaz 
de las funciones asignadas a las Gerencias de Desarrollo Social o aquéllas que hagan sus veces, 
así como a las demás gerencias u órganos cuyas funciones se encuentran vinculadas al diseño e 
implementación de políticas, programas o proyectos sobre igualdad de oportunidades. Es más, 
considerando que se trata de competencias que hasta el año 2009 eran gestionadas por el nivel 
nacional del gobierno, la capacitación constituye la estrategia a través de la cual se puede lograr 
la adecuada instrumentalización de la transferencia de funciones. 

El fortalecimiento de capacidades en materia de género resulta crucial para la ejecución de las 
funciones reservadas para el gobierno regional, a fin de que éstas consideren una visión inclusiva 
de los derechos, intereses y especiales necesidades de hombres y mujeres, visión que generalmente 
no se adopta debido a la existencia de prácticas, valores, costumbres y tareas que socialmente se 
han definido para hombres y mujeres de manera diferenciada, así como a la idea generalizada de 
que las políticas y, en especial, los presupuestos deben beneficiar a todas y todos por igual, sin 
diferenciaciones de ningún tipo. 

La Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, que se 
encontraba vigente durante el período en que se realizó la supervisión defensorial, establecía en 
su artículo 9 literal c) que, en el marco de las competencias compartidas, este ministerio promueve, 
desarrolla y concierta el fortalecimiento de las capacidades regionales y locales para el adecuado 
cumplimiento de las funciones descentralizadas. 

Asimismo, el artículo 8° del Plan Anual de Transferencia de Competencias Sectoriales a los 
Gobiernos Regionales y Locales del año 2009102, señala que:

“Estos planes comprenden los programas de desarrollo de capacidades para el ejercicio de las 

competencias y funciones transferidas y de aquellas en proceso de transferirse, los cuales serán 

diseñados de manera concertada con los gobiernos regionales y locales y contienen los perfiles de 

competencias y los indicadores de cumplimiento de los mismos, de tal modo que a cada función 

transferida o en proceso de transferirse, correspondan perfiles específicos de competencias a desarrollar 

a través de las acciones de capacitación y asistencia técnica previstas en el programa respectivo.”

En cumplimiento de las disposiciones antes referidas, el entonces Ministerio de la Mujer y 
Desarrollo Social, a través de su Dirección General de Descentralización, organizaba las acciones 

102	 Aprobado mediante Decreto Supremo N° 047-2009-PCM y publicado en el diario oficial El Peruano el  24 de julio de 2009. 



72

Defensoría del Pueblo

de fortalecimiento de capacidades del Sector, dirigidas a los gobiernos regionales en el marco del 
proceso de descentralización. 

En tal sentido, y con el objeto de mejorar el desempeño de funcionarios y funcionarias, profesionales 
y técnicos de los gobiernos regionales, en el año 2011 se aprobó el Plan de Fortalecimiento de 
Capacidades.103 Este documento realiza un balance del Plan al 2010 en el que refiere como una de 
las limitaciones la alta rotación del personal de las Gerencias de Desarrollo Social, que impide la 
continuidad y sostenibilidad de los procesos iniciados. Con el objeto de revertir esta dificultad, 
en el Plan Anual de Transferencia Sectorial 2011,104 el MIMP se propuso priorizar la participación 
de personal nombrado.

Cabe mencionar que el documento aludido señala como dificultades identificadas en los gobiernos 
regionales, entre otras, las siguientes:

•	 Limitadas capacidades institucionales e individuales para lograr avances en la imple-
mentación de las políticas públicas.

•	 Las Gerencias de Desarrollo Social no han logrado asumir liderazgo para hacerse cargo 
del desarrollo social en su conjunto.

•	 Recursos presupuestales y recursos humanos especializados limitados.
•	 Limitada coordinación de la Gerencia de Desarrollo Social con el área de Planificación y 

Presupuesto que impide un mayor posicionamiento dentro del gobierno regional. 

De otro lado, teniendo en cuenta que en las acciones de fortalecimiento de capacidades participan 
diversas Direcciones Generales, Programas Nacionales y los Organismos Públicos Ejecutores del 
Sector,  y con el objeto de homogenizar los criterios a través de los cuales se desarrolla este proceso, 
mediante Resolución Ministerial N° 479-2010-MIMDES105 se aprobaron las “Orientaciones para 
la intervención Sectorial en el Desarrollo de Capacidades”. Este documento precisa los enfoques 
desde los cuales las personas encargadas del dictado de cursos y talleres, deben desarrollar los 
contenidos de manera transversal. En tal sentido se señala que: 

“Para una efectiva intervención en materia de desarrollo de capacidades en especial en ámbitos más 

desfavorecidos (población rural, zonas en extrema pobreza) y grupos vulnerables (niños, niñas, 

mujeres, personas con discapacidad) se deberán considerar los siguientes enfoques transversales:

El enfoque de derechos humanos y no discriminación busca garantizar que todas las personas gocen 

del ejercicio libre de sus capacidades.

103	 Plan de Fortalecimiento de Capacidades 2011 del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social. 
	 http://www.mimdes.gob.pe/files/plan_capacidades2011.pdf, [Consulta: 25 de mayo de 2012].
104	 Aprobado mediante Resolución Ministerial N°142-2011-MIMDES publicada el 3 de mayo de 2011.
105	 Norma aprobada el 14 de julio de 2010. 
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El enfoque de género promueve el empoderamiento de las mujeres y las equidad en las oportunidades 

y relaciones entre hombres y mujeres; y,

El enfoque de interculturalidad busca valorar las diferencias culturales y dar las mismas oportunidades 

para todos, adecuando las intervenciones a las características culturales del público objetivo.” 

Asimismo y como parte de este proceso, los gobiernos regionales han venido firmando Convenios 
de Gestión106 con el MIMP cuyo objetivo es el acompañamiento técnico al gobierno regional  en el 
ejercicio de sus funciones sectoriales transferidas en materia de igualdad de oportunidades, entre 
otras, sobre la base de objetivos, metas e indicadores que forman parte del Convenio. 

Cabe mencionar que mediante la firma del acuerdo, el MIMP se compromete a brindar capacitación 
y asistencia técnica107 a las autoridades, profesionales y equipos técnicos del gobierno regional, 
en el marco del Plan de Fortalecimiento de Capacidades, para contribuir al cumplimiento de 
los objetivos, metas e indicadores. Por su parte el gobierno regional se compromete a decidir 
y designar al personal que formará parte del fortalecimiento de capacidades organizado por el 
Sector. Asimismo, se compromete a procurar la permanencia del personal que participe en este 
proceso por el período mínimo de un año. Con esta medida, se trata de superar los obstáculos 
que se generan debido a la alta rotación de servidores y servidoras públicas, capacitando 
prioritariamente a personal nombrado. 

Ahora bien, en el contexto de este marco normativo vigente en materia de capacitación y 
asistencia técnica en materia de igualdad de oportunidades, la Defensoría del Pueblo consideró 
necesario solicitar información en materia de capacitación tanto a las Gerencias de Planificación 
y Presupuesto, como a las Gerencia de Desarrollo Social y a representantes del Consejo Regional; 
ello debido a las competencias y funciones que desarrollan con relación al presupuesto regional 
e igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

Así, respecto a los procesos de fortalecimiento de capacidades desarrollados por el Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables en materia de igualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres, de acuerdo con la información reportada, la mayoría de gobiernos regionales (20) 
refieren haber recibido dicha capacitación, observándose un ligero descenso respecto de la 
supervisión realizada en el año 2010, en la que veintiún (21) gobiernos regionales afirmaron haber 
recibido capacitación en la materia.108

106	 http://www.mimdes.gob.pe/index.php?option=com_content&view=article&id=2097&Itemid=323 [Consulta: 23 de mayo del 2012].
107	 La asistencia técnica se entiende como una modalidad de formación que tiene como finalidad brindar un soporte a los temas 

desarrollados en los procesos de capacitación de funcionarios o personal técnico de las instancias sub nacionales, permitiendo su 
aplicación pertinente a la realidad cotidiana de su gestión. Plan Nacional de Desarrollo de Capacidades para la gestión pública y 
buen gobierno de los gobiernos regionales y locales. Aprobado por Decreto Supremo N° 004-2010-PCM.	

108	 Defensoría del Pueblo. Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre 
Mujeres y Hombres (2010), Serie Informes de Adjuntía - Informe N° 001-2011-DP/ADM, Lima, 2011, p. 48.
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En efecto, de acuerdo a la información reportada, durante el 2011 diecinueve (19) Gerentes de 
Desarrollo Social y siete (7) Consejeras o consejeros regionales recibieron capacitación por parte 
del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (hoy MIMP), mientras que sólo tres (3) Gerentes de 
Planificación y Presupuesto participaron de dichas actividades.

Gráfico Nº 3
Gobiernos Regionales que reportaron haber recibido capacitación del MIMP 

durante el año 2011
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Respecto de los temas abordados, como se evidencia en el siguiente cuadro, éstos son diversos. En 
efecto, durante la presente supervisión se indagó sobre el contenido de los cursos de capacitación 
recibidos, ello con la finalidad de conocer si éstos estuvieron orientados a desarrollar lineamientos 
para la identificación de las brechas de género así como su inclusión en los planes estratégicos 
institucionales, en los Planes Operativos, o en los Planes Regionales de Desarrollo Concertado 
que permitiera la asignación de recursos presupuestales o el desarrollo de proyectos de inversión 
social con enfoque de género.

Sin embargo, como se puede apreciar a continuación, de acuerdo a lo señalado por los encuestados 
y encuestadas los temas abordados se refirieron básicamente a marcos conceptuales sobre género 
y sobre muy diversos temas vinculados a otras funciones sectoriales a cargo del MIMP. 

Cuadro Nº 8
Temas abordados en la capacitación del MIMP, mencionados por los Gerentes 

de Planificación y Presupuesto
(Total: 3)

Gobierno Regional Temas

Cajamarca
En temas de gestión descentralizada

Cultura de paz, derechos de las mujeres, niño y adolescente

Callao

Curso Virtual Gestión Pública con enfoque de género

Fortaleciendo la salud reproductiva

Capacitación virtual en equidad de género

Puno
Que la región cuente con la implementación del PRIO

Igualdad de Oportunidades (Importancia)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

De otro lado, respecto de los destinatarios/as, las actividades de fortalecimiento de capacidades 
parecen haber estado destinadas principalmente a las Gerencias de Desarrollo Social por el 
mayor número de cursos o talleres en los que señalan haber participado. Sin embargo, los temas 
son diversos y no parecen seguir un hilo conductor. Por ello, se sugiere al MIMP que amplíe su 
oferta a las Gerencias de Planificación y Presupuesto así como a otras Gerencias que pudieran 
estar vinculadas a la implementación de los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades o 
las políticas transferidas por el MIMP, como es el caso de la Gerencia de Desarrollo Económico. 

Asimismo, se recomienda diseñar indicadores de proceso e impacto que les permita evaluar la 
eficacia de sus intervenciones sobre la materia. 
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Cuadro Nº 9
Temas abordados en la capacitación del MIMP, mencionados por los Gerentes 

de Desarrollo Social
(Total: 19)

Gobierno 
Regional Temas

Amazonas

Equidad de género

Cultura de paz

Población

Apurímac

Conceptos, enfoques e indicadores de género

Presentación de estudio de línea de base de brechas de género en la Región Apurímac

Políticas públicas y planes nacionales e internacionales de equidad de género e 
igualdad de oportunidades

Inversión pública con enfoque de género

Mensajes claves de género

Callao

Curso Virtual en Gestión Pública con Enfoque de Género

Pasantía en el MIMDES al equipo de la Gerencia Regional de Desarrollo Social

Capacitación en Población - Eje Mujer e Igualdad de Oportunidades

Cusco
Implementación del PRIO en Cusco

Pasantía “Articulando Políticas para el Desarrollo de la Gestión Descentralizada”

Huancavelica
PRIO

Plan contra la violencia hacia la mujer

Huánuco Curso Virtual en Gestión Pública con Enfoque de Género

Ica

Violencia familiar

Discapacidad

Adulto mayor

Junín Seguimiento de metas y objetivos

La Libertad

Igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres

Personas con discapacidad

Violencia familiar y sexual

Realización de proyectos sociales y lineamientos de política

Lambayeque

Curso Virtual en Gestión Pública con Enfoque de Género

Definiciones de enfoque y equidad de género

Normatividad que promueve la equidad de igualdad de oportunidades

Lima

Fortalecimiento a la familia

Población, Desarrollo e Igualdad de Oportunidades

Adulta mayor y Violencia Familiar
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Loreto

Conceptos claves de género

Derechos de género

Lenguaje inclusivo y no sexista

Desarrollo local con enfoque de género

Madre de Dios
Igualdad de oportunidades

Equidad de género

Pasco
Gestión pública y equidad de género

Liderazgo para la transformación

Piura

Inclusión social

Igualdad de oportunidades

Brechas de género

Lenguaje inclusivo

Derechos sexuales y reproductivos

Puno

Familia (Talleres)

Lenguaje Inclusivo

Equidad de género (Talleres)

San Martín Curso de formación Política y Estrategias de Igualdad de Oportunidades

Tumbes Igualdad de género

Ucayali

Familia y Comunidad

Adulto Mayor

Desplazados y Seguridad Alimentaria

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Cabe referir que si bien entre los cursos mencionados por Gerentes de Desarrollo Social y Gerentes 
de Planificación y Presupuesto se encuentra un (1) curso virtual sobre gestión pública con enfoque 
de género, sólo dos (2) personas de la Gerencia de Planificación y Presupuesto del Gobierno 
Regional del Callao y cinco (5) Gerentes de Desarrollo Social mencionaron haber participado en 
dicha oferta lectiva. 

Respecto a la solicitud de información a las y los Consejeros Regionales sobre los temas abordados 
en los cursos de capacitación a los que asistieron como parte de la oferta del MIMP, como se 
aprecia en el cuadro siguiente, los temas estuvieron principalmente vinculados a al enfoque de 
género y a violencia de género.
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Cuadro Nº 10
Temas abordados en la capacitación del MIMP, mencionados 

por los Consejos Regionales
(Total: 7)

Gobierno 
Regional Temas

Amazonas

Igualdad de oportunidades

Promoción laboral

Información sobre violencia

Apurímac

Conceptos, enfoques e indicadores de género

Presentación de estudio de línea de bases de brechas de género – Apurímac

Políticas públicas y planes nacionales e internacionales de equidad de género e 
igualdad de oportunidades, inversión pública con enfoque de género

Mensajes claves de género

Arequipa Video Conferencia Pautas para una comunicación exitosa

Lambayeque
Derechos laborales

Temas de familia

Loreto

Equidad de género / Trata de personas

Igualdad de oportunidades

Violencia familiar

Niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad

Puno
Lenguaje inclusivo

Violencia hacia la mujer

San Martín

Prevención de violencia familiar

Participación política

Derechos civiles de la mujer

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo

La diversidad de temas que refieren los encuestados y las encuestadas de las mencionadas 
gerencias y consejeros/as regionales puede tener como explicación el hecho de que el MIMP ha 
desarrollado su estrategia de fortalecimiento de capacidades a través del trabajo de diversas 
direcciones y programas del sector. No obstante, esta compleja tarea amerita que se evalúe 
la formación de grupos o equipos de capacitación con tareas específicas para el desarrollo de 
módulos con contenidos preestablecidos. 

Asimismo, la Defensoría del Pueblo sugiere que se evalúe la pertinencia de desarrollar una oferta 
de capacitación en módulos, por parte del MIMP, que le permita progresar en el fortalecimiento de 
capacidades de acuerdo a las necesidades de los gobiernos regionales que se recojan previamente. 
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Sería recomendable que esta oferta de capacitación en módulos integre desde temas del marco 
teórico y enfoque con los que se desarrolla la función de igualdad de oportunidades, hasta 
lineamientos para la gestión descentralizada y la elaboración, implementación y evaluación de 
proyectos de inversión social con enfoque de género. 

3.2.7	 Sugerencias para mejorar el fortalecimiento de capacidades.

Como parte de la Supervisión Defensorial, se solicitó sugerencias a los/as Gerentes de Desarrollo 
Social y de Planificación y Presupuesto para mejorar el proceso de fortalecimiento de capacidades. 

De acuerdo a lo manifestado por los encuestados y encuestadas, al igual que lo que se refirió en 
el IV Reporte Defensorial109, la necesidad de capacitación continúa siendo un elemento que se 
expresa como de la mayor importancia para el trabajo de los gobiernos regionales, seguido de la 
asistencia técnica. Lo reportado en el cuadro siguiente da cuenta del reconocimiento, por parte 
del personal de las gerencias aludidas, de la imperiosa necesidad de fortalecer sus conocimientos 
para abordar sus funciones en la materia. 

Gráfico Nº 4
Sugerencias de las Gerencias de Planificación y Presupuesto para mejorar el proceso de 

fortalecimiento de capacidades que realiza el MIMP a los gobiernos regionales
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

109	 Defensoría del Pueblo. Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunida-
des entre Mujeres y Hombres (2010), ob. cit., p. 62.
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Al igual que las Gerencias de Planificación y Presupuesto de los gobiernos regionales, las Gerencias 
de Desarrollo Social coincidieron en señalar a la capacitación como la principal necesidad. Sin 
embargo, puede ser que debido a que tienen la responsabilidad de implementar las políticas 
públicas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres así como la de gestionar los 
recursos presupuestales asignados, los y las Gerentes de Desarrollo Social señalaron a la asistencia 
técnica con mayor insistencia. 

Gráfico Nº 5
Sugerencias de las Gerencias de  Desarrollo Social para mejorar el proceso de fortalecimiento 

de capacidades que realiza el MIMP a los gobiernos regionales
(Total: 25)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

La misma pregunta fue también planteada a los consejeros y consejeras regionales que formaron 
parte de la supervisión. Como ya se ha mencionado, las funciones del Consejo Regional son 
normativas y fiscalizadoras. En tal sentido, le corresponde aprobar el Plan de Desarrollo 
Concertado de mediano y largo plazo; el Plan Anual y el Presupuesto Regional Participativo. 
De ahí la importancia de que los procesos de fortalecimiento de capacidades que implementa 
el MIMP tomen en cuenta al Consejo Regional incluyéndolos en las acciones de fortalecimiento 
de capacidades. 
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Gráfico Nº 6
Sugerencias de los Consejos Regionales para mejorar el proceso de fortalecimiento de 

capacidades que realiza el MIMP a los gobiernos regionales
(Total: 23)

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Como se observa en el gráfico precedente, los consejeros y consejeras regionales han mencionado 
también a la capacitación como prioritaria, seguida de la asistencia técnica. Cabe señalar que, 
aunque con menor porcentaje, se refirió también la necesidad de una mayor coordinación entre el 
MIMP y los gobiernos regionales. 

Como consecuencia de lo expuesto, la Defensoría del Pueblo reitera la necesidad de implementar 
un sistema sostenido de fortalecimiento de capacidades, a través del diseño de módulos de 
capacitación previamente estructurados con contenidos que puedan ser presentados por los 
servidores y servidoras de las diferentes direcciones y programas del Sector de manera homogénea. 

Finalmente, el proceso de fortalecimiento de capacidades debe ir, indiscutiblemente, acompañado 
de una asistencia técnica sostenida a aquellos gobiernos regionales que cumplan con los 
requisitos o condiciones previamente definidos a nivel sectorial, proceso en el que se abordará la 
problemática específica de cada Gobierno Regional. 

Para el desarrollo de esta asistencia técnica sostenida, el MIMP deberá evaluar los mecanismos a 
través de los cuales pueda mantener equipos o profesionales en los gobiernos regionales por los 
períodos de tiempos que resulten necesarios para asegurar la aprobación e implementación de 
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los cambios requeridos en los documentos de gestión y en los planes y presupuestos, para el logro 
de las condiciones necesarias para la igualdad real. 

Finalmente resulta indispensable que los gobiernos regionales cumplan con los Convenios 
de Gestión, de modo que se asegure la participación del personal que tiene a cargo no sólo la 
ejecución de las políticas de igualdad contenidas en los PRIO o en otros documentos de gestión, 
sino incluso del personal que se encarga de la planificación y evaluación del presupuesto, así 
como del personal que tiene a su cargo la elaboración de los proyectos de inversión pública. 

3.3	 Ciclo presupuestal.

De acuerdo al artículo 8° numeral 1 de la Ley N° 28411, Ley General del Sistema Nacional del 
Presupuesto110 “El presupuesto constituye el instrumento de gestión del Estado para el logro 
de resultados a favor de la población, a través de la prestación de servicios y logro de metas 
de coberturas con eficacia y eficiencia por parte de las entidades.” En virtud de lo expuesto, 
en cumplimiento a la Ley de Igualdad de Oportunidades, el presupuesto debe considerar las 
necesidades y problemáticas que afectan a la población femenina, en especial los aspectos 
identificados como brechas de género. 

De acuerdo con el artículo 14° de la Ley N° 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, 
el ciclo presupuestal está compuesto por las fases de programación y formulación, aprobación, 
ejecución y evaluación: 

  
Artículo 14.- Fases del proceso presupuestario
  
14.1 El proceso presupuestario comprende las fases de Programación, Formulación, Aprobación, 
Ejecución y Evaluación del Presupuesto, de conformidad con la Ley Marco de la Administración 
Financiera del Sector Público - Ley Nº 28112. 

Por su parte, la Ley Nº 28112, Ley Marco de la Administración Financiera del Sector Público111 
establece que el proceso presupuestario comprende las fases de programación y formulación, 
aprobación, ejecución y evaluación.

Sin embargo, tal como se ha referido en el acápite correspondiente,112 la normatividad vigente 
en el país en materia presupuestal dispone la incorporación del enfoque de género en los 
procedimientos presupuestales incidiendo específicamente en la fase de evaluación antes que en 
las fases de programación, formulación y asignación del presupuesto del Sector Público.

110	 Ley N° �����������������������������������������������������������������������������������������������������������������28411 Ley General del Sistema Nacional del Presupuesto, modificada por la Primera Disposición Complementaria Mod-
ificatoria de la Ley Nº 29626, Ley de Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2011, publicada el 09 diciembre de 2010 en 
el diario oficial El Peruano y vigente a partir del 1 de enero de 2011.

111	 Ley Nº 28112, Ley Marco de la Administración Financiera del Sector Público, publicada en el diario oficial El Peruano el 11 de 
marzo de 2010. 	

112	 Ver al respecto punto 2.2. Disposiciones presupuestales para el logro de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
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En consecuencia, al no resultar ello suficiente para lograr revertir las brechas de género, es que 
la Defensoría del Pueblo ha realizado la presente supervisión buscando averiguar si, en la prác-
tica, los gobiernos regionales vienen o no incorporando el enfoque de género en las demás fases 
conformantes del ciclo presupuestal y asumiendo una política estatal considerando las desigual-
dades existentes entre hombres y mujeres y el consiguiente compromiso económico financiero.

3.3.1	 Fase de programación y formulación presupuestal.

El proceso de programación y formulación presupuestaria constituye una de las fases de mayor 
trascendencia considerando que en ella se definen las prioridades institucionales para el logro de 
resultados en favor de la población. 

En tal sentido, la Directiva de Programación y Formulación del Presupuesto del Sector Público 
del año 2010, vigente durante la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo y materia del 
presente informe, establecía que esta fase “es un proceso colectivo de análisis técnico y toma de 
decisiones sobre las prioridades y metas para el siguiente año fiscal, en el cual involucra a todas 
las dependencias del pliego.” 113

Asimismo, la norma citada menciona que los objetivos de esta fase presupuestal son:

a)	 Revisar la escala de prioridades del pliego.
b)	 Determinar la demanda global de gasto y las metas presupuestarias.
c)	 Estimar los fondos públicos, con el objeto de determinar el monto de la asignación 

presupuestaria-pliego.
d)	 Determinar el financiamiento de la demanda global de gasto, en función a la asignación 

presupuestaria total.

En este proceso, las políticas contenidas en los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades 
(PRIO) resultan de vital importancia, requiriendo ser tomadas en cuenta al momento de definir 
las prioridades institucionales orientadas a reducir las brechas de género existentes en la región. 

En este punto es importante recordar que las brechas de género expresan con meridiana claridad 
las consecuencias, en las vidas de las mujeres, de la falta de oportunidades que enfrentan en 
diversos ámbitos como el social, político y económico, todas ellas como consecuencia de la 
existencia de una situación de discriminación por razón de sexo. Sin embargo -como también ya 
se ha referido- si bien el reconocimiento de la problemática a través de la aprobación de políticas 
públicas contenidas en los PRIO constituye un primer gran paso, resulta insuficiente para lograr 
los cambios que se requieren. Definitivamente la voluntad política necesaria para enfrentar las 

113	 Artículo 2° inciso 1 de la Directiva 003-2010-EF/76.01, Directiva General para la Programación y Formulación del Presupuesto 
del Sector Público aprobado por Resolución Directoral N° 014-2010-EF/76.01, publicada en el diario oficial El Peruano el 03 de 
junio de 2010. 
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inequidades que afectan los derechos fundamentales de las mujeres se debe, necesariamente, 
manifestar a través de su incorporación en la fase de programación y formulación del presupuesto. 

Es en el marco de estas disposiciones que durante la supervisión de los presupuestos de los 
gobiernos regionales se indagó sobre si éstos toman en cuenta las principales problemáticas que 
afectan los derechos de las mujeres en su circunscripción. 

De la información obtenida, se tiene que de veinticuatro (24) gobiernos regionales, diez (10) 
refirieron tener en cuenta esta información, mientras que trece (13) señalaron no considerarla, y 
un (1) gobierno regional (Amazonas) no brindó la información solicitada. 

Gráfico Nº 7
Gobiernos Regionales que consideraron o no las principales afectaciones a los derechos 

de la mujer en la formulación de sus presupuestos
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Llama la atención que los resultados de esta parte de la encuesta den cuenta de un retroceso en 
esta materia respecto a aquéllos obtenidos en el Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre 
el cumplimiento de la LIO, ya que éste reportó que catorce (14) gobiernos regionales supervisados 
tomaron en cuenta las brechas de género para la elaboración de sus presupuestos. La situación 
puede resultar aún más preocupante debido a que para la presente encuesta la pregunta fue 
planteada de una manera más amplia que la que fuera formulada en el año 2010 y, por ende, 
existían -en principio- mayores posibilidades de respuestas positivas. En efecto, mientras que 
la pregunta actual se refiere a si para la formulación del presupuesto se tuvieron en cuenta “las 
principales afectaciones a los derechos de las mujeres,” en el año 2010 se hacía referencia en 
estricto sólo a “brechas de género.” 
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3.3.1.1	 Conocimiento sobre las principales problemáticas que afectan a las mujeres en 
los departamentos. 

Como se ha mencionado líneas arriba, en el marco de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre 
mujeres y hombres resulta importante que para la formulación del presupuesto se conozcan las 
principales afectaciones a los derechos de las mujeres en el país, manifestadas a través de las 
brechas de género. Pero adicionalmente, y en el marco de un Estado descentralizado, también 
los gobiernos regionales deben determinar la asignación de los recursos necesarios a partir de 
información objetiva específicamente respecto a la situación de las mujeres de la circunscripción, 
a fin de identificar adecuadamente los aspectos que deben ser abordados en la gestión regional 
de manera prioritaria.  

En la actualidad se cuenta con importantes fuentes de información sobre las brechas de género 
a través del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Asimismo, cabe recordar que 
en el Segundo y Tercer Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el Cumplimiento de la LIO, se 
dió cuenta de interesantes iniciativas para la identificación de brechas regionales promovidas 
por el MIMP con apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas -UNFPA, denominadas 
Observatorios de la Mujer.  

En efecto, en los mencionados reportes se identificaron seis (6) Observatorios de la Mujer en los 
departamentos de Ayacucho, Puno, Apurímac, Arequipa, Huancavelica y Piura, cuyo objetivo 
era la elaboración y difusión de información que contribuya a cerrar las brechas de desigualdad, 
inequidad, discriminación y violencia de género; generar debate y opinión pública favorable a 
la agenda de las mujeres; y, formular propuestas de políticas públicas con equidad de género e 
interculturalidad. Lamentablemente, a la fecha sólo se encuentran en funciones los observatorios 
de Apurímac, Ayacucho y Piura.114 

Cabe reiterar que el artículo 6 literal m de la Ley de Igualdad de Oportunidades ha establecido 
como lineamiento del Estado perfeccionar el sistema de estadística oficial, incorporando datos 
desagregados por sexo, área geográfica, etnia, discapacidad y edad. En tal sentido, se requiere 
que los gobiernos regionales promuevan la producción de información desagregada por sexo 
-entre otros aspectos- en todos los ámbitos del quehacer institucional.  

En tal sentido, el conocimiento de la información con la que cuentan los (as) Gerentes de 
Planificación y Presupuesto de los Gobiernos Regionales, los (as) Gerentes de Desarrollo Social 
y los (as) consejeros regionales sobre las principales problemáticas que afectan a las mujeres en 
sus respectivas regiones resulta de vital importancia, así como también la información sobre las 
causas y efectos de dichas brechas.  

114	 Con el objeto de verificar el funcionamiento de los Observatorios de la Mujer, personal de la Adjuntía para los Derechos de la 
Mujer realizó la búsqueda en las páginas web de los citados gobiernos regionales, así como llamadas a las Gerencias de Desar-
rollo Social o a aquéllas que hacen sus veces.
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 Gráfico Nº 8
Principales problemas que afectan a las mujeres en su circunscripción 

según la Gerencia de Planificación y Presupuesto
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Respecto a las respuestas a esta pregunta preocupa la dispersión de temas referidos por los 
funcionarios y funcionarias de las Gerencias de Planificación y Presupuesto, que ha llevado 
a que incluso la variable “otros”115 haya alcanzado el primer lugar, y que entre estos temas el 
problema de la violencia contra la mujer que - de acuerdo a la ENDES 2010 fue referido por el 
38.4% de mujeres en el caso de violencia física y por el 67.9% en el caso de violencia psicológica116- 
no haya alcanzado una referencia específica, más aún cuando esta misma encuesta presenta el 
desagregado de violencia por departamento. De otro lado, de acuerdo con las respuestas de este 
grupo de funcionarios/as, las problemáticas que más afectan a las mujeres son la discriminación 
laboral, seguida de la salud, el acceso a la educación y el analfabetismo. 

115	 En el rubro otros, se han considerado las siguientes respuestas: igualdad de oportunidades, autoestima, derecho a la igualdad, 
desconocimiento de la LIO, pobreza, limitadas capacidades y potencialidades individuales y colectivas para generar la partici-
pación activa, libre y significativa de las mujeres, no hay participación de la mujer en cargos del Gobierno Regional, desarrollo de 
capacidades, machismo, no se le permite tomar decisiones, falta de oportunidades, capacitaciones y actividades de participación 
de las mujeres.	

116	 Instituto Nacional de Estadística e Informática. Encuesta Demográfica de Salud Familiar 2010.  Capítulo 12: Violencia contra las 
mujeres, niñas y niños. p. 314 y 310.
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Es importante notar que la información referida difiere de las respuestas del personal de las 
Gerencias de Desarrollo Social, para quienes la principal problemática que enfrentan las mujeres 
de su circunscripción es la violencia, seguida de la salud y los derechos laborales, lo que por cierto 
refleja una mayor conciencia respecto a la realidad que enfrentan las mujeres en su circunscripción. 
Lo expuesto puede deberse a que, por sus propias funciones, son precisamente estos funcionarios 
y funcionarias quienes cuentan con mayor información a ser tomada en consideración al momento 
de programar y formular los presupuestos institucionales, sobre todo teniendo en cuenta que las 
políticas para enfrentar la igualdad de oportunidades se encuentran diseñadas y aprobadas en 
los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades. 

Gráfico Nº 9
Principales problemas que afectan a las mujeres en su circunscripción 

según la Gerencia de Desarrollo Social
(Total: 25)

Fuente: Ficha B				  
Elaboración: Defensoría del Pueblo



88

Defensoría del Pueblo

De otro lado, también se tomó como referencia las respuestas de las consejeras y consejeros 
regionales por ser precisamente representantes elegidos por el electorado para el gobierno 
regional. Estas respuestas -como se puede observar- coinciden con las del personal de las 
Gerencias de Desarrollo Social al mencionar la violencia contra las mujeres como la principal 
afectación, seguida de la salud, derechos laborales, falta de oportunidades laborales, identidad, 
participación política y acceso a la educación. 

Tanto en este caso como en el de las Gerencias de Desarrollo Social llama asimismo la atención el nú-
mero de respuestas correspondientes a la variable “otros”, rubro en el que se señalaron temas como: 
discriminación en espacios públicos, exclusión de la mujer en la zona rural, falta de apoyo al fortale-
cimiento de las organizaciones de mujeres, abandono familiar, dependencia de la mujer, discrimina-
ción hacia el género, falta de oportunidades, restricciones en el acceso a los servicios públicos –sobre 
todo en mujeres nativas– y falta de intervención del Estado en apoyo a las mujeres jefas de hogar.

Gráfico Nº 10
Principales problemas que afectan a las mujeres en su circunscripción 

según los Consejos Regionales
(Total: 23)

Fuente: Ficha C			 
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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En consecuencia, resulta indispensable promover la coordinación, al interior de cada gobierno 
regional,  en especial entre la Gerencia de Planificación y Presupuesto y la Gerencia de Desarrollo 
Social -o aquéllas que hagan sus veces- al momento de llevar a cabo la planificación y determinación 
de la asignación de los recursos necesarios para enfrentar la problemática de la igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres. 

3.3.1.2	 Asignación presupuestal para reducir las brechas de género.

Ya hemos mencionado cómo resulta indispensable que las brechas de género sean tomadas en 
consideración al momento de definir las políticas para lograr la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres y por ende al determinar el presupuesto necesario para tal efecto.

De acuerdo al “Manual para la incorporación del enfoque de género en el Presupuesto Público”, 
las brechas de género constituyen diferencias objetivas, significativas y verificables entre hombres 
y mujeres en el acceso a bienes, servicios e instituciones. Basadas en patrones socialmente 
construidos, estas diferencias generan desventajas, fortaleciendo una situación de dependencia o 
subordinación en las mujeres que se torna en estructural. 117

La existencia de brechas de género constituye, pues, la evidencia palpable de la discriminación 
que aún sufren las mujeres en nuestro país y que obstaculiza el ejercicio real de sus derechos 
fundamentales. La persistencia de las altas tasas de muerte materna por causas prevenibles, la 
existencia de analfabetismo femenino, la grave incidencia de la violencia de género en todas sus 
modalidades, las brechas remunerativas que las afectan respecto de los hombres, la limitada 
participación política son, en buena cuenta, una muestra de las relaciones desiguales entre 
hombres y mujeres y de la posición de subordinación en la que suelen estar ubicadas tanto en el 
ámbito público como en el privado.  

Sin duda, ello se debe a que en la estructura actual de nuestra sociedad, hombres y mujeres 
participan en la economía del Estado desde roles, espacios y atributos culturalmente asignados, 
pero que son valorados de manera diferente. Muestra palpable es la distinta valoración social del 
trabajo doméstico –que se entiende es realizado por las mujeres, frente al trabajo en el ámbito 
público –que se entiende generalmente realizado por los hombres. 

Esta situación se refuerza y reproduce permanentemente a través de las barreras existentes 
para el acceso a actividades diferentes a las consideradas típicamente femeninas, o de la menor 
valoración de las actividades a las que se dedican, todo lo cual restringe no sólo el derecho al 

117	 Hurtado, Isabel, Fuertes, Patricia, Marín, Nelly, Roeder Marcia y Simón Lucy. Manual para la incorporación del enfoque de género en 
el Presupuesto Público. Lima, (MIMDES-UNIFEM, 2009, p. 17.

	 En la mayoría de las sociedades las mujeres sufren desventajas sociales y económicas debido a la diferencia en la valoración de 
lo que se supone masculino. Esos diferenciales en el acceso, participación, acceso y control de recursos, servicios,  oportunidades 
y beneficios del desarrollo se conocen como brechas de género. Centro Andino de Altos Estudios CANDANE. Género en las es-
tadísticas”. Tomado de: http://www.antiviolenzadonna.it/menu_servizio/documenti/studi/id31A.pdf [Visita: 21 de julio de 2012].
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desarrollo de las mujeres en todas las esferas de la vida, sino que incluso repercute directamente 
limitando el desarrollo del país. 

Así por ejemplo, los datos estadísticos con los que se cuenta en la actualidad y que evidencian 
brechas de género, muestran que si bien se ha logrado paridad entre hombres y mujeres en la 
educación primaria, no sucede lo mismo en la educación secundaria en la que los índices de 
permanencia femenina decaen. Entre las razones de inasistencia o deserción escolar más citadas 
por las adolescentes destacan aquellas de índole familiar, como por ejemplo la dedicación a labores 
del hogar o por razones económicas. Este resultado es interpretado como una manifestación de 
la desigualdad de género en lo que respecta a la poca disposición de los progenitores a invertir 
en la educación de sus hijas.118 

De otro lado, resulta igualmente necesario evaluar cómo se entrelaza la discriminación por razón 
de sexo, con otras formas como la discriminación étnica y económica, o por otras condiciones 
como la discapacidad, la condición de migrante, etc. 

En particular, las mujeres suelen ser afectadas por discriminaciones múltiples. “Etnia, clase y 
género son formas de dominación vinculadas pero no idénticas, y sin embargo, en conjunto, 
integran una sola y única estructura que vertebra todas las relaciones sociales, institucionales y 
personales, públicas y privadas, de producción y de reproducción, en el devenir cotidiano de la 
vida y en el devenir histórico de los pueblos latinoamericanos”.119

Una muestra de cómo se entrecruzan diversas formas de discriminación son las altas posibilidades 
de no recibir educación de las niñas de las zonas rurales del país en las que existen mayores niveles 
de pobreza, o los altos niveles de violencia que se registran en zonas de mayor pobreza. Sobre el 
particular, el Informe de las Naciones Unidas sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio señala 
que “en las regiones en vías de desarrollo, las niñas nacidas en el 20% de hogares más pobres 
tienen 3,5 veces más posibilidades de permanecer sin escolarizar que las niñas de los hogares más 
ricos, y 4 veces más probabilidades que los niños de los hogares más ricos”.120

En virtud de lo expuesto, el diseño de políticas públicas para reducir las brechas de género debería 
tener en cuenta las discriminaciones múltiples,121 sin lo cual el abordaje de una de sus formas 
dejará sin la debida atención a las demás, derivando en la persistencia de la discriminación. 

118	 Vásquez, Enrique y Álvaro Monge. Desigualdad de género en la educación de niñas y adolescentes rurales del Perú: situación y propuestas 
de políticas públicas para su atención. Universidad del Pacífico. Movimiento Manuela Ramos. Lima, enero 2009.

119	 Francke, Marfil ”Género, clase y  etnia: las trenzas de la dominación” En Libro: Tiempo de ira y amor: nuevos actores para viejos problemas. 
Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo – DESCO. Lima. 1990, p. 85.

120	 Organización de Naciones Unidas. Objetivos de desarrollo del milenio. Informe 2010. Nueva York, p. 5. Tomado de: 
	 http://www.un.org/spanish/millenniumgoals/pdf/MDG_Report_2010_SP.pdf [ Consulta: 1 de junio de 2012].
121	 El término “discriminaciones múltiples” está definido cono aquella “opresión que deriva de la combinación de varios factores 

que, juntos, producen algo único y distinto de cualquier forma de discriminación de un solo tipo”. Rey Martínez, Fernando. “La 
Discriminación Múltiple, una realidad antigua un concepto nuevo. Universidad de Valladolid”. En: Revista Española de Derecho 
Constitucional,  ISSN 0211-5743, Año nº 28, Nº 84, 2008, págs. 251-283. 

	 Tomado de: http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=2775864.
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Lo expuesto ha buscado evidenciar sólo algunas muestras palpables de la existencia de brechas 
de género que requieren ser tenidas en cuenta por parte de los gobiernos regionales para el 
cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Igualdad de Oportunidades.

En conclusión, si no se toman en cuenta las brechas de género y en especial las necesidades de 
hombres y mujeres de manera integral, el presupuesto regional puede terminar permitiendo que 
se mantenga o, peor aún, que se profundicen las brechas de género, agravándose de esta manera 
la afectación de los derechos de la población femenina de sus respectivas circunscripciones. Lo ex-
puesto, a su vez, puede acarrear responsabilidad estatal internacional por el incumplimiento de los 
tratados de protección de derechos humanos, e incluso responsabilidad nacional, ante el incumpli-
miento de la normatividad vigente, que a la fecha no sólo establece la obligación de garantizar los 
derechos de todas las personas, sino que, específicamente, contempla la necesidad de incorporar el 
enfoque de género en determinados aspectos, como es el caso de la evaluación presupuestal.

Por tanto, si bien la legislación nacional e internacional reconoce a hombres y mujeres los mismos 
derechos fundamentales, las cifras mostradas dan cuenta de la persistencia de desigualdades reales 
en nuestras sociedades que afectan de manera especial a las mujeres. En tal sentido resulta indis-
pensable el diseño adecuado de estrategias regionales (políticas, programas y proyectos), que iden-
tifiquen no sólo la magnitud de las brechas de género sino también sus causas y consecuencias. Así, en 
la medida en que estas brechas comprometen el desarrollo nacional, regional y/o local, su reducción 
debe tornarse en un objetivo de política y, por consiguiente, en materia de inversión pública.

En este contexto, siguiendo con las fases previstas en el denominado ciclo presupuestal, y sobre 
todo, teniendo en consideración la imperiosa necesidad de asignar los recursos necesarios para 
poder implementar las políticas en materia de igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres, la supervisión defensorial buscó conocer la asignación presupuestal destinada por los 
gobiernos regionales para reducir las inequidades identificadas por las mencionadas Gerencias 
y el Consejo Regional, que guardan relación con las brechas de género oficialmente identificadas 
por el Instituto Nacional de Estadística e Informática. Asimismo, se consideró necesario conocer 
el nombre del programa, proyecto o actividad creado para tal efecto. 

En tal sentido se optó por preguntar al personal encuestado de las Gerencias de Planificación 
y Presupuesto si se había previsto, en el presupuesto del 2011, recursos presupuestales para 
disminuir el analfabetismo, la violencia contra las mujeres, la mortalidad materna, mejorar el 
acceso a la educación de las niñas y adolescente así como promover el acceso de las mujeres al 
ámbito laboral. 

a)  Mortalidad Materna.

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (OMS) la muerte materna consiste en “la 
muerte de una mujer mientras está embarazada o dentro de los 42 días siguientes a la terminación 
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del embarazo, independientemente de la duración y el sitio del embarazo,  debido a cualquier 
causa relacionada con o agravada por el embarazo mismo o su atención, pero no por causas 
accidentales o incidentales.”122 

Al igual que las demás brechas de género, los indicadores de mortalidad materna en el Perú son 
una expresión de las condiciones de desigualdad que constituyen un grave problema de salud 
pública. Si bien esta problemática afecta a mujeres de todos los estratos sociales, sus efectos se 
agudizan en las zonas más pobres del país, por tratarse de aquéllas que carecen de suficientes 
recursos económicos, viven en las zonas rurales y no cuentan con un buen nivel educativo,123 
motivo por el cual se requiere del especial compromiso del Estado. 

La Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres ha previsto que se implementen 
políticas dirigidas a reducir los más graves problemas de salud de las mujeres. En tal sentido 
el artículo 6° establece como lineamientos del Poder Ejecutivo y de los gobiernos regionales 
“garantizar el derecho a la salud en cuanto a la disponibilidad, calidad, aceptabilidad y accesibilidad 
a los servicios, con especial énfasis en la vigencia de los derechos sexuales y reproductivos, la 
prevención del embarazo adolescente y en particular el derecho a la maternidad segura”.

Asimismo, como parte de la implementación de políticas para su reducción se aprobó en el país 
el Plan Estratégico Nacional para la Reducción de la Mortalidad Materna Perinatal 2009-2015,124 
cuyo objetivo es lograr el compromiso político y multisectorial para la reducción de la mortalidad 
materna y perinatal, entre los tres poderes del Estado y en los diferentes niveles de gobierno: 
nacional, regional y local. En este Plan Estratégico se señalan como causas de mortalidad materna 
las siguientes: hemorragia grave, infección, aborto peligroso, hipertensión, parto obstruido y otras 
causas directas; todas ellas causas que pueden prevenirse a través de servicios de salud accesibles 
y de calidad así como información y educación.

Por otro lado, la Ley N° 29626, Ley del Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2011, en 
la Sexagésima Sétima Disposición Complementaria Final, establece como prioridad en la gestión 
de las entidades del Gobiernos Nacional, gobiernos regionales y locales, entre otros aspectos, la 
reducción de la mortalidad materna y neonatal. Para el logro de dicho resultado se dispone que 
los esfuerzos en materia presupuestaria se orienten a la salud materna neonatal. 125

Resulta innegable que en los últimos años se ha reportado una importante reducción de la tasa 
de mortalidad materna en el Perú teniendo en cuenta que en el período 1990/1996 se registró 

122	 Organización Mundial de la Salud.  Mortalidad Materna en el 2005: estimaciones elaboradas por la OMS, el UNICEF, el UNFPA y el Banco 
Mundial. Ginebra. 2008, p.4.  http://whqlibdoc.who.int/publications/2008/9789243596211_spa.pdf [Consulta: 29 de mayo de 2012].

123	 Informe Defensorial N° 138. Derecho a una maternidad segura: supervisión nacional a servicios de ginecología y obstetricia del MINSA. 
Lima, 2009, p. 31.

124	 Plan Nacional Estratégico para reducir la Mortalidad Materna y Perinatal 2009-2015, aprobado mediante Resolución Ministerial 
N° 207-2009/MINSA del 27 de marzo de 2009.

125	 Ley N° 29626, Ley del Presupuesto del sector público para el año fiscal 2011. Publicada en el diario oficial El Peruano el 9 de 
diciembre de 2011.	
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una estimación de 265 muertes por cada 100 mil nacidos vivos.  De acuerdo con la Encuesta 
Demográfica y de Salud Familiar – ENDES 2010 la mortalidad materna para el período 2004/ 
2010, fue de 93 muertes maternas por cada 100 mil nacidos vivos. La meta a lograr para el año 
2015 es de 66 muertes por cada 100 mil nacidos vivos. 

No obstante lo expuesto, resulta lamentable que el proceso de reducción de muertes maternas 
no haya sido homogéneo. Algunas regiones del país todavía registran un significativo número 
de muertes de mujeres por complicaciones en el embarazo y/o parto. De acuerdo a la Dirección 
de Epidemiología del Ministerio de Salud126, los departamentos que registraron mayor número 
de muertes maternas durante el 2011 son las siguientes: Lima (58), La Libertad (43), Puno (42), 
Cajamarca (35), Loreto (34) Piura (32) y Cusco (26). En este caso, es necesario tomar en cuenta que 
algunas de las muertes maternas que se producen en la región Lima podrían obedecer a que la 
referencia de la gestante desde otras regiones se realizó tardíamente.

Ante esta situación la Defensoría del Pueblo ha señalado que “se requiere que los gobiernos 
regionales –principalmente a través de las Direcciones Regionales de Salud– asuman la lucha 
por la reducción de la mortalidad materna como una prioridad en su jurisdicción y asignen los 
suficientes recursos económicos para adoptar medidas que permitan la atención oportuna y 
adecuada de las gestantes, tomando en cuenta las necesidades particulares de cada región”.127

Cabe asimismo tener en cuenta que, en su último informe sobre Perú, el Comité sobre los 
Derechos Económicos Sociales y Culturales ha manifestado su preocupación por el alto índice de 
mortalidad materna en las regiones rurales, en razón a que sigue por encima de la meta trazada 
en los Objetivos del Milenio- ODM y ha recomendado que el Estado intensifique sus esfuerzos 
para abordar dicha problemática. 128

En el marco de lo expuesto, se preguntó al personal de las Gerencias de Planificación y Presupuesto 
sobre la asignación de recursos presupuestales para atender la problemática y el nombre del 
programa, proyecto o actividad, así como el monto de presupuesto asignado.

126	 Ministerio de la Salud. Dirección General de Epidemiología. Sistema de Vigilancia de Epidemiología. 
	 Tomado de http://www.dge.gob.pe/vigilancia/sala/2012/SE19/mmaterna.pdf [Visitada: 01 de junio de 2012].
127	 Defensoría del Pueblo. Informe de Adjuntía N° 001-2011-/DP-ADM, Segundo informe sobre el derecho a una maternidad segura”, p. 75. 
128	 Organización de Naciones Unidas. Observaciones finales del Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Cuadragésima octava sesión. E/C.12/PER/CO/2-4. Ginebra 2012, párr. 21.
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Gráfico Nº 11
Presupuesto  aprobado en el 2011 para atender la problemática 

de la mortalidad materna en la región
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

De acuerdo con la información reportada, casi la totalidad de gobiernos regionales han 
destinado recursos para erradicar este grave problema, lo que corrobora el cumplimiento de 
las políticas previstas para tal fin. No obstante, también en este aspecto se observa una ligera 
disminución respecto al número de gobiernos regionales que en el año 2010 afirmaron haber 
destinado recursos presupuestales para la reducción de la mortalidad materna129, que fue un 
total de veinticuatro (24). 

Lo expuesto constituye una muestra evidente de cómo la asignación de recursos, de forma 
sistemática y por períodos multianuales, puede promover la erradicación de una grave 
problemática social que afecta a las mujeres.

Finalmente es importante referir una experiencia que ha merecido el reconocimiento internacional, 
que es el Proyecto de Salud Materno Perinatal con adecuación intercultural, desarrollado por 
Medicus Mundi Navarra, Calandria, Kallpa y Salud sin Límites, con acompañamiento de la 
Estrategia Nacional de Salud Materna del Minsa en la provincia de Churcampa - Huancavelica. 
Este proyecto obtuvo el primer lugar en el Concurso Regional de Buenas Prácticas de la Iniciativa 
Maternidad Segura de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) al haber reducido 

129	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres – 2010, ob.cit., p. 58.	
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significativamente las muertes neonatales y el embarazo adolescente. Asimismo, incrementó el 
parto institucional y los controles prenatales, entre otros indicadores.130 

Experiencias como esta última pueden ser replicadas en los demás departamentos en los que las 
muertes maternas son aún un grave problema social, diseñando proyectos similares, movilizando 
a diversas instituciones hacia el mismo objetivo y asignando los recursos necesarios. 

b)  Violencia contra la mujer.

La violencia contra la mujer constituye otro de los graves problemas que afectan a las mujeres, 
vulnerando su derecho a una vida libre de violencia. Asimismo, se menoscaban sus derechos 
fundamentales a la integridad física, psíquica y sexual, a la salud, al libre desarrollo de la 
personalidad así como su derecho a la dignidad. Asimismo, se ha reconocido a la violencia contra 
la mujer como una forma de discriminación originada en las relaciones de poder inequitativas 
entre hombres y mujeres ligadas a comportamientos de control y castigo altamente tolerados que 
se encuentran social y culturalmente arraigadas en nuestra sociedad respecto de una supuesta  
inferioridad de las mujeres frente a los hombres. 

La existencia de una alta tolerancia social frente a la violencia contra las mujeres por parte de 
los varones se ve, en muchas ocasiones, gravemente reforzada ante la respuesta del sistema de 
justicia, la que en muchos casos no es proporcional a los derechos vulnerados ni al daño causado. 

Por las consecuencias en la salud integral e incluso por los efectos que acarrea en el desempeño 
laboral o educativo de las personas afectadas, e incluso en su plan de vida, la violencia contra las 
mujeres está considerada un obstáculo para su desarrollo. En un estudio realizado por el Centro 
de Investigación y Desarrollo CIDE del INEI, se afirma que: 
 

“Se ha podido determinar además que la violencia contra la mujer incide directamente sobre su 

educación, trabajo e ingresos familiares. Las horas perdidas por concepto de atención médica y 

descanso debido al maltrato físico; el stress que inhabilita para la concentración y el desempeño 

laboral por concepto de maltrato tanto físico como psicológico de las mujeres, son algunas de las 

consecuencias directas del fenómeno que nos ocupa. La violencia física incide por tanto directamente 

sobre el desarrollo socioeconómico de un país.”131

Existen diversas formas de violencia que afectan a las mujeres por su condición de tales, 
independientemente de su edad, condición social, grupo étnico al que pertenece. En este contexto 
resulta –por decir lo menos– preocupante que, de acuerdo a información estadística, un alto 
porcentaje de mujeres a nivel nacional ha referido haber sido alguna vez víctima de violencia. En 

130	 http://www.minsa.gob.pe/portada/Especiales/2012/maternidad/archivo/Notadeprensa03_20120619.pdf. [Consulta: 31 de mayo de 2012].
131	 Instituto Nacional de Estadística e Informática. La violencia conyugal física en el Perú. Centro de Investigación y Desarrollo. 2006, p. 16.
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efecto, la información estadística reportada por el INEI a través de la Encuesta Demográfica y de 
Salud Familiar -ENDES 2011 señala que si bien el promedio nacional  de alguna forma de violencia 
física y sexual contra mujeres ejercida por el esposo o compañero es del 38,9% este es superado 
ampliamente en la mayoría de las regiones, entre ellas, Junín (53.1%), Apurímac (52.6%), Cusco 
(51,2%), Tacna (49,6%), San Martín ( 47,1%), Ica (45,3%), Huancavelica (45,2%), Pasco (45,1%) 
Puno (45,0%), Madre de Dios (41,7%), Ayacucho (41,2%) Moquegua (40,7%) y Loreto (39,6%), 
según el siguiente detalle:  

Gráfico Nº 12
Violencia física y sexual ejercida por el esposo o compañero,

según ámbito geográfico, 2011

Fuente: INEI-Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES) 2011.
Elaboración: Defensoría del Pueblo

La región con menor incidencia de violencia contra las mujeres es La Libertad. Sin embargo, aún 
en este departamento, casi el 25% de mujeres han manifestado haber sido afectadas por este grave 
problema social que requiere medidas urgentes para prevenirla, atenderla, sancionarla y repararla. 
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Ante la magnitud y gravedad de la violencia contra las mujeres en sus diversas manifestaciones, 
se han diseñado y aprobado políticas públicas orientadas a reducir su incidencia. Entre ellas se 
encuentra la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar132 en cuyo artículo 3° se establece la 
política del Estado para enfrentarla en los siguientes términos: 

“Artículo 3.- Es política permanente del Estado la lucha contra toda forma de violencia familiar, 

debiendo desarrollarse con este propósito las siguientes acciones:

a) 	 Fortalecer en todos los niveles educativos la enseñanza de valores éticos, el irrestricto respeto 

a la dignidad de la persona y de los derechos de la mujer, del niño, adolescente y de la familia, 

de conformidad con la Constitución Política del Estado y los instrumentos internacionales 

ratificados por el Perú. 

b) 	 Emprender campañas de difusión, con el propósito de sensibilizar a la sociedad sobre la 

problemática social antes señalada, difundir los alcances de la presente Ley y condenar los actos 

de violencia familiar. 

c) 	 Promover el estudio e investigación sobre las causas de violencia familiar y medidas a adoptarse 

para su corrección.

d)	 Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de violencia familiar, caracterizados por el 

mínimo de formalismo y la tendencia a brindar medidas cautelares y resarcimiento por los daños 

y perjuicios causados, así como facilitar la atención gratuita en los reconocimientos médicos 

requeridos por la Policía, Ministerio Público o Poder Judicial.

e) 	 Promover la participación activa de organizaciones, entidades públicas del nivel central, regional 

y local e instituciones privadas dedicadas a la protección de niños y adolescentes, adultos 

mayores, mujeres y en general a los asuntos familiares, para el desarrollo de labores preventivas 

y de control sobre la ejecución de medidas cautelares, así como para el apoyo y tratamiento de la 

violencia y rehabilitación de los agresores. 

f)	 Promover a nivel nacional, a través de los gobiernos locales, políticas, programas y servicios de 

prevención, atención y rehabilitación, como Defensorías de la Mujer, creación de Hogares de 

Refugio Temporal, servicios de consejería, grupos de ayuda mutua, Defensorías Municipales del 

Niño y Adolescente, servicios de rehabilitación para agresores, entre otros.

g) 	 Capacitar a fiscales, jueces, médicos legistas, agentes de salud, agentes de educación, así como 

al personal de la Policía Nacional, las Defensorías del Niño y del Adolescente y servicios 

132	 Texto Único Ordenado de la Ley N° 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, publicada en el diario oficial El Pe-
ruano el 27 de junio de 1997. Su Reglamento fue aprobado por Decreto Supremo N° 002-98-JUS.
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municipales para que asuman una función eficaz en la lucha contra la violencia familiar. Las 

acciones dispuestas en el presente artículo serán coordinadas por el Ministerio de Promoción de 

la Mujer y del Desarrollo Humano (Hoy MIMP).

h)	 Establecer las medidas necesarias a fin de implementar acciones de prevención y atención de la 

violencia familiar en las zonas rurales del país.”

Asimismo, en marzo del año 2009, mediante Decreto Supremo N° 003-2009-MIMDES, se aprobó el 
Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2009-2015, como instrumento de gestión pública 
que contiene políticas orientadas a prevenir y atender las diversas formas de violencia contra la 
mujer, y cuyos objetivos estratégicos son: 

1. 	 Garantizar la adopción e implementación de políticas públicas orientadas a enfrentar el problema 

de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo en los diversos 

niveles de gobierno.

2. 	 Garantizar el acceso de las mujeres afectadas por la violencia basada en género, a los servicios 

públicos de calidad, incluyendo el acceso al sistema de salud y judicial, entre otros, contribuyendo 

a superar su condición de víctimas.

3. 	 Identificar y promover la transformación de patrones socioculturales que legitiman, toleran 

y exacerban la violencia contra las mujeres, con la finalidad de establecer nuevas formas de 

relaciones sociales entre hombres y mujeres. 

Igualmente el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2012-2021, aprobado 
mediante el Decreto Supremo N° 001-2012-MIMP, ha considerado erradicar la violencia familiar 
que se ejerce en especial contra las niñas y las adolescentes, y por ello ha establecido  como otra 
de sus metas emblemáticas la siguiente:

“Sexta Meta Emblemática:

¡En el Perú no se maltrata a su infancia! Disminuye violencia familiar contra niñas, niños y 

adolescentes”133

En relación a lo dispuesto por la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, 
ésta ha incluido políticas destinadas a erradicar la violencia contra las mujeres en el artículo 
8° inciso c), el mismo que establece como lineamiento de acción del gobierno nacional y de los 
gobiernos regionales:

“c) Desarrollar políticas, planes y programas para la prevención, atención y eliminación de la violencia 

en todas sus formas y en todos los espacios, en especial la ejercida contra las mujeres.”

133	 Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2012, p. 57.
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Como se puede apreciar, en el país se cuenta con políticas públicas en materia de lucha contra la 
violencia contra la mujer que son de obligatorio cumplimiento y que alcanzan a todos los niveles 
de gobierno. 

Por ello, y con el objeto de conocer las medidas que se adoptan por parte de los gobiernos regionales 
así como el presupuesto que se asigna a las mismas, la Defensoría del Pueblo solicitó información 
a este respecto a funcionarios y funcionarias de la Gerencia de Planificación y Presupuesto. 

Sobre el particular, de las veinticuatro (24) respuestas por los funcionarios y funcionarias de los 
gobiernos regionales que conformaron la muestra, ocho (8) afirmaron haber destinado recursos 
para atender la problemática de violencia contra la mujer en el presupuesto del año 2011: Callao, 
Cusco, Lima, Loreto, Madre de Dios, Piura Tacna y Ucayali. Respecto del número de gobiernos 
regionales que refirieron haber destinado recursos para la atención de la violencia contra la mujer, 
este año se observa un incremento del 100% en relación a lo referido en el año 2010.134

Nótese sin embargo que en los departamentos de Junín y Apurímac, en los que la incidencia de 
violencia contra la mujer resulta ser la más alta del país (53.1% y 52.6%, respectivamente), no se 
destinaron recursos para reducirla, ello a pesar que, de acuerdo a las respuestas de la encuestadas, 
el porcentaje de violencia ha aumentado en el 2011 en relación a las cifras obtenidas en la ENDES 
2010 (52.6% y 50.7%, respectivamente). 

Cabe mencionar que a los ocho (8) gobiernos regionales que destinaron recursos, posteriormente 
se les solicitó información sobre los proyectos, programas o actividades a las que se asignó 
presupuesto, así como el monto asignado. La información obtenida figura en el siguiente cuadro: 

134	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres ( 2010), ob.cit., p. 53.
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Cuadro Nº 11
Denominación del programa, proyecto o actividad aprobada en el presupuesto del 2011 

(Total: 8)

Gobierno 
Regional

Denominación del programa, proyecto o actividad 
aprobado en el presupuesto del 2011

Presupuesto 
aprobado en el 2011

Callao Desarrollo de acciones sociales vinculantes a la 
prevención de la violencia de género, familiar y sexual S/. 51,668

Cusco

Mejorar la atención de los servicios comunitarios de 
justicia a las mujeres víctimas de violencia en ámbitos 

priorizados de la Región Cusco
S/. 890,483

Mejoramiento de los servicios de justicia S/. 1,848,346

Lima Prevención de la violencia familiar en la Región Lima S/. 220,500

Loreto
Sub Gerencia de Programas Sociales S/. 5,000

Implementación de ruta de atención contra la violencia 
familiar, sexual y de género S/. 43,694

Madre de Dios Programa de lucha contra la violencia familiar (GRDS)134 S/. 3,341,500

Piura
Promoción de la sensibilización social a través del Día 

Internacional de la Mujer y Plan en contra de la violencia 
hacia la mujer

S/. 18,000

Tacna
Mejoramiento de cobertura de los servicios de 

Prevención y Atención de la Violencia Familiar y Sexual 
en la Región Tacna

S/. 750,000

Ucayali Por parte del Gobierno Regional existe una asignación 
mínima de presupuesto pero no se tiene conocimiento No hay información

	
Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo135

De lo reportado por los gobiernos regionales, se observa que, por regla general, los recursos son 
destinados principalmente a la atención de situaciones de violencia contra la mujer así como 
a acciones de prevención. Destaca a este propósito la asignación presupuestal del Gobierno 
Regional de Madre de Dios. 

Por otro lado, en la información reportada se contemplan actividades no programáticas –como 
las actividades por el “Día Internacional de la Mujer”– que no suelen formar parte de un proyecto 
o programa con objetivos concretos y medibles. 

A partir de lo expuesto se puede apreciar que no resulta suficiente destinar recursos a actividades 
vinculadas a temas de violencia contra la mujer, sino que para que puedan tener incidencia en la 
reducción de las brechas de género, éstas requieren formar parte de actividades programáticas con 

135	 Gerencia Regional de Desarrollo Social.
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objetivos específicos; es decir, del Plan Estratégico Institucional, del Plan Operativo Institucional, 
del Plan Regional de Desarrollo Concertado, etc. 

c)  Analfabetismo.

La educación es un derecho humano fundamental reconocido el artículo 13° de la Constitución 
Política del Perú, según el cual la educación tiene como finalidad el desarrollo de la persona humana. 
Asimismo constituye la base de las estrategias para enfrentar la pobreza y para mejorar las 
oportunidades laborales de las mujeres. Tal como en el año 2009 sostuvo el Secretario General 
de las Naciones Unidas: “Cuando las niñas reciben una educación, es más probable que ganen 
salarios más altos y consigan mejores empleos, que tengan menos hijos y que éstos sean más 
sanos y que den a luz en condiciones más seguras”136

Se considera analfabetas a las personas que a los 15 años no han logrado habilidades de lectura, 
escritura y cálculo matemático, lo que constituye una grave limitación para el desarrollo de las 
mismas y una clarísima expresión de discriminación contra las mujeres.137  

Dada su importancia y las altas tasas de analfabetismo, principalmente femenino en el mundo, 
es que los más importantes acuerdos internacionales la han considerado dentro de las acciones 
urgentes que los Estados deben adoptar. Así, en la Plataforma de Acción de Beijing, la educación 
se reconoce como una de las doce medidas urgentes para lograr la igualdad real en el mundo. 
Por su parte, el Segundo de los Objetivos del Milenio está vinculado precisamente a garantizar la 
conclusión universal de la educación primaria, como estrategia para erradicar el analfabetismo. 

Cabe mencionar que como muestra del reconocimiento de la existencia de una brecha de género 
respecto a la población analfabeta, en el “Marco de Acción de Dakar – Educación para todos” 
aprobado en el Foro Mundial sobre la Educación realizado en el año 2000, el Estado peruano 
se comprometió a “aumentar al año 2015 el número de adultos alfabetizados en un 50%, 
en particular tratándose de mujeres, y facilitar el acceso equitativo a la educación básica y la 
educación permanente”.138

Respecto a información oficial en el Perú sobre este grave problema, como se observa en el cuadro 
estadístico siguiente, los departamentos de Huancavelica, Apurímac, Huánuco, Cajamarca, 
Ayacucho y Cusco, superan el 20% de mujeres analfabetas en sus respectivas circunscripciones. 

136	 Mensaje del Secretario General de las Naciones Unidas en el Día Mundial de la Población del 11 de julio del 2009. Tomado de: 
http://www.onu.org.pe/Publico/Mensajes/20090711_poblacion.aspx [Consulta: el 01 de junio de 2012].

137	 Ministerio de Educación. Directiva N° 015-2011-ME/PRONAMA. Disposiciones para la ejecución del Programa Nacional de Mo-
vilización por la Alfabetización - PRONAMA para el año 2011. http://alfa.minedu.gob.pe/portal/media/2011/Directiva_015-2011/
Directiva_N_015-2011_ME_PRONAMA.pdf [Visita: 31 de mayo de 2012].

138	 UNESCO. Marco de acción de Dakar. Educación para todos: cumplir con nuestros compromisos, p. 8. Adoptado en el Foro Mundial sobre 
Educación Dakar (Senegal), 2000. http://unesdoc.unesco.org/images/0012/001211/121147s.pdf . [Visita: 1 de junio de 2012].
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Gráfico Nº 13
Tasa de analfabetismo de la población femenina y masculina de 15 y más años, 

según departamento, 2010 (*)
(Porcentaje respecto del total de población femenina y masculina de 15 años y más años de edad)

Fuente: Perú Compendio Estadístico 2011. Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), Encuesta Nacional 
de Hogares (ENAHO), Anual, 2010. (*) Los datos del año 2010 son estimaciones.139

Como parte de las políticas para lograr la igualdad real, el artículo 6° literal k) de la Ley de 
Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres establece que debe garantizarse el acceso a 

139	 Nota técnica: Las estimaciones de los indicadores provenientes de la Encuesta Nacional de Hogares – ENAHO – han sido actu-
alizadas teniendo en cuenta los factores de ponderación estimados en base a los resultados del Censo de Población del 2007, por 
sexo y grupos de edad; los cuales muestran las actuales estructuras de la población urbana y rural del país.
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la educación pública y la permanencia en todas las etapas del sistema educativo, en condiciones 
de igualdad entre mujeres y hombres, especialmente en las zonas rurales, promoviendo el respeto 
y valoración de las identidades culturales. 

No obstante lo expuesto, de un total de veinticuatro (24) funcionarios/as de los gobiernos regionales 
consultados, sólo siete (7) afirmaron haber destinado recursos para enfrentar dicha problemática. 

Gráfico Nº 14
Presupuesto regional asignado para reducir el analfabetismo femenino

(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Cabe, sin embargo, mencionar que el reducido número de funcionarios y funcionarias de los 
gobiernos regionales que refieren haber destinado recursos para reducir el analfabetismo 
puede estar vinculado al hecho de que las políticas para enfrentar este grave problema han sido 
implementadas a través de una estrategia nacional a cargo del Programa Nacional de Movilización 
por la Alfabetización creado en el año 2006. No obstante, considerando las altas tasas regionales 
de analfabetismo obtenidas de los reportes del Instituto Nacional de Estadística e Informática 
obtenidos en la Encuesta Nacional de Hogares del 2010, la acción de los gobiernos regionales 
podría haber mostrado mayores esfuerzos, más aun teniendo en cuenta que la erradicación del 
analfabetismo femenino mejora las condiciones para reducir los aún altos niveles de pobreza en el 
país, pues se mejoran las habilidades para acceder a oportunidades laborales y obtener ingresos. 
   
De otro lado, sólo siete gobiernos regionales (los mismos que refirieron asignación de recursos 
en el cuadro anterior) mencionaron haber promovido la presentación de proyectos para abordar 
la problemática de analfabetismo en los departamentos de su circunscripción. Entre ellos se 



104

Defensoría del Pueblo

encuentran Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Ica, La Libertad, Loreto y Ucayali. Nótese que 
son precisamente los gobiernos regionales de los departamentos en los que la problemática 
tiene mayor incidencia en el país (Huancavelica, Apurímac, Huánuco y Cusco) los que –salvo 
Cajamarca y Ayacucho– no han destinado recursos para enfrentarla 

En respuesta a la pregunta sobre los programas, proyectos o actividades aprobados para la 
reducción del analfabetismo, las personas encuestadas mencionaron lo siguiente:

 Cuadro Nº 12
Programa, proyecto o actividad aprobada en el presupuesto del 2011

para reducir el analfabetismo femenino
(Total: 7)

Gobierno 
Regional

Denominación del programa, proyecto o actividad aprobado 
en el presupuesto del 2001

Presupuesto aprobado 
en el 2011

Arequipa Programa de atención a niños y niñas menores de 6 años de edad Asignación general 139

Ayacucho PELA “Programa Educativo de Logros de Aprendizaje” No recuerda-DREA140

Cajamarca En general para ambos sexos141 23 169 468

Ica Programa de logros y aprendizaje y lógico matemático en el 
sector educación 30 209 705

La Libertad Programa Nacional de Alfabetización No hay información

Loreto Proyecto Educativo Regional S/. 236,000.00

Ucayali
Programa Mejorar sustancialmente la atención de jóvenes 
y adultos en los centros y programas de educación básica 

alternativa
S/. 3’302,972

Fuente: Ficha A140

Elaboración: Defensoría del Pueblo141142

Nótese sin embargo que los proyectos referidos por el personal de las Gerencias de Planificación 
y Presupuesto no están específicamente dirigidos a reducir o erradicar el analfabetismo, sino 
a mejorar el acceso a la educación y a optimizar los resultados de ésta. Asimismo, de los siete 
gobiernos regionales cuyos funcionarios/as refirieron haber destinado recursos, sólo cuatro (4) 
mencionaron cifra cierta. 

d)  Acceso de las niñas y adolescentes a la educación básica regular.

Las escasas oportunidades en la educación tienen un impacto significativo en las tasas de actividad 
económica y oportunidades laborales de las mujeres. Estas se ven reflejadas en la calidad del 

140	 Respuesta textual dada por el entrevistado/a.
141	 Dirección Regional de Educación de Ayacucho. 
142	 Respuesta textual dada por el entrevistado/a.
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empleo, que suele ser precario y con ingresos menores incluso a la Remuneración Mínima Vital, y 
en derechos laborales no reconocidos en la práctica. En el cuadro siguiente, se muestra claramente 
cómo el bajo nivel de escolaridad, entre otros aspectos, impacta en las menores oportunidades 
económicas de las mujeres.

Gráfico Nº 15
Oportunidades económicas para mujeres de baja escolaridad

Perú: Tasa de actividad por nivel de educación alcanzado y sexo
Trimestre: Octubre-Noviembre-Diciembre 2011

(Porcentaje)

1/ Comprende: sin nivel, inicial y primaria.
Fuente: INEI, Encuesta Nacional de Hogares, 2011.

El artículo 6° de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres ha dispuesto la 
obligación de garantizar el acceso a la educación pública y la permanencia en todas las etapas del 
sistema educativo en condiciones de igualdad entre mujeres y hombres, con especial incidencia 
en zonas rurales, donde los logros educativos y la permanencia de las adolescentes aún no se 
alcanzan en paridad con los varones. 

Con el mismo objetivo, el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2012 - 2021 
ha establecido como una de sus metas emblemáticas: “El 100% de las niñas y niños peruanos de 
3 a 5 años de edad accede a educación inicial de calidad”.143

143	 Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2012-2021, p. 57.
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Cabe recordar que debido a la importancia de la paridad en la educación de las niñas y adolescentes, 
uno de los Objetivos del Milenio a los que se ha comprometido el Estado Peruano, está vinculado 
precisamente a garantizar la conclusión universal de la educación primaria, como estrategia para 
erradicar el analfabetismo.  

Es en este contexto que durante la supervisión defensorial se buscó indagar sobre los recursos 
destinados a fomentar el acceso de las niñas y adolescentes a la educación básica regular.

Gráfico Nº 16
Presupuesto asignado para el acceso de las niñas y las adolescentes 

a la educación básica regular
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Sobre el particular se encontró que, en cumplimiento de las obligaciones antes señaladas, dieciocho 
(18) de veinticuatro (24) gobiernos regionales asignaron recursos para fomentar el acceso de 
niñas y adolescentes a la educación. Entre ellos se encuentran los departamentos de Amazonas, 
Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Callao, Huancavelica, Ica, Junín, La Libertad, Lambayeque, 
Lima, Loreto, Moquegua, Puno, Piura, San Martín, Tacna y Ucayali. 

De otro lado, se solicitó información sobre los programas y/o proyectos aprobados cuyo objetivo 
estuviera destinado a fomentar el acceso de niñas y adolescentes a la educación básica regular. 
Al respecto, dieciocho (18) gobiernos regionales mencionaron haber aprobado un total de 
veinticuatro (24) proyectos con dicho objetivo. 
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Cuadro Nº 13
Fomento del acceso de las niñas y adolescentes a la educación básica regular

(Total: 18)

Gobierno 
Regional

Denominación del programa, proyecto o actividad aprobado 
en el presupuesto del 2011

Presupuesto aprobado 
en el 2011143

Amazonas
Plan de Mejoramiento de los rendimientos en comprensión lectora y 
razonamiento matemático dirigido a niños y niñas de 2do grado de 

educación regular
1593000

Apurímac Programa Estratégico Logros de Aprendizaje PELA

44,842,765 
(Remuneraciones, 

bienes y servicios y 
adquisiciones) Bienes y 

servicios 6,966,846
Ayacucho Incluido en un objetivo del PELA No hay información

Cajamarca Construcción y equipamiento de instituciones educativas 65921287

Callao

Programa de Protección social al escolar en las Instituciones 
Educativas de la Provincia Constitucional del Callao S/. 2,722,109

Programa de promoción y fomento a la educación y el deporte en la 
Región Callao 2011 S/. 1,727,078

Huancavelica

Mejoramiento de infraestructura y equipamiento de la IE inicial 2,623,173

Mejoramiento de infraestructura y equipamiento de la IE primario 3,093,357
Construcción y mejoramiento e implementación de la infraestructura 

educativa del nivel secundario 2,425,151

Mejoramiento y ampliación de servicio educativo en educación regular 6,143,692

Ica Educación Básica Regular 172373924

Junín

Mejoramiento integral del servicio educativo en las IEs (Código SNIP 
54332, 110426, 57100, etc.) son 35 proyectos S/. 26 304,618

Mejoramiento en la infraestructura, ejemplo. Construcción de servicios 
higiénicos diferenciados entre niñas y niños No hay información

La Libertad Programa Nacional de Alfabetización No hay información

Lambayeque No hay información No hay información

Lima
Mejoramiento de las capacidades de lectura de los estudiantes de 
educación primaria de los distritos de extrema pobreza (Escuelas 

deportivas Niños-Niñas)
S/. 227,382

Loreto Proyecto Educativo para Logro de Aprendizaje S/. 4,000,000

Moquegua Logros de Aprendizaje al finalizar el III Ciclo S/. 12,779,756

Piura Programa Estrategia Lograr el Aprendizaje al finalizar el III Ciclo S/. 78,013,800 (PIM)

Puno No hay información No hay información

San Martín Niñas y Niños con competencias básicas al concluir el II Ciclo 26,278,189

Tacna
Construcción, Mejoramiento, Reconstrucción, Implementación y 

Culminación de Infraestructura en 27 Instituciones Educativas a nivel 
regional

S/. 20,544,435

Ucayali

Programa 047 Educación Básica Sub Programa 0103 Educación Inicial 
(Programa Estratégico) 15,466,926

Sub programa 0104 Educación Primaria  47,004,878

Sub Programa 0105 Educación Secundaria 40,507,735

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo144

144	 Las sumas se han detallado en el cuadro tal como fueron consignadas por las propias personas encuestadas.
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Como puede observarse, la denominación de los proyectos parece evidenciar que de lo que se 
trata es más bien de actividades que buscan mejorar el desempeño de niñas y niños que han 
accedido a la educación regular; y no precisamente de programas o proyectos diseñados para 
garantizar el acceso a la educación.

De otro lado, de acuerdo a las respuestas proporcionadas, la mayor parte de programas, proyectos 
o actividades no han incluido la perspectiva de género y comprenden indistintamente a varones 
y mujeres. Lo expuesto daría cuenta de la ausencia de proyectos orientados a reducir las brechas 
de género en el acceso de niñas y adolescentes a la educación básica regular. Por otro lado, cabe 
mencionar que de los veinticuatro (24) proyectos o programas mencionados en el cuadro anterior, 
siete (7) están destinados a mejorar la infraestructura, y por lo tanto no cumplen con el indicador 
propuesto en la encuesta aplicada.

e)  Acceso de las mujeres al ámbito laboral.

La participación femenina en el mercado laboral en condiciones dignas forma parte de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (Objetivo 1) y ha sido reconocida como una de las estrategias principales 
para erradicar la pobreza extrema y el hambre en el mundo. Para lograrla es indispensable que 
el acceso y permanencia de las niñas y adolescentes a la educación sea promovida con especial 
interés. De ese modo, las mujeres contarán con mejores condiciones para participar en el mercado 
laboral a través de un empleo productivo y digno.

En el Perú el incremento de la participación económica de las mujeres ha sido significativo en los 
últimos años. El INEI ha señalado que la Población Económicamente Activa – PEA femenina se 
ha incrementado de 58,4% en el año 2001 a 65,7% en el año 2010.145  De otro lado, las cifras oficiales 
refieren que al año 2010, el 42,1% de las mujeres que tenían empleo percibían ingresos inferiores 
a la línea de pobreza. Sin embargo, en el año 2001, el 50.6% de mujeres tenía ingresos inferiores, 
por lo que el problema ha disminuido en 8.5 puntos porcentuales.146

A pesar de esta mejora, persiste como problema el que –a la fecha– las mujeres aún acceden 
en mayor proporción a trabajos con menos condiciones laborales, en los que usualmente las 
remuneraciones son menores a la remuneración mínima vital, o se les exige más horas de trabajo 
de las legalmente permitidas, entre otros aspectos. 

Las desigualdades de género se muestran también en los ingresos percibidos por mujeres y 
hombres por igual trabajo. De acuerdo a la información del último trimestre del año 2011 del 
Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), el ingreso de las mujeres representa el 
56.7% del ingreso de los hombres. Cabe mencionar que esta brecha resulta incluso mayor a la 

145	 Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). “Perú: Evolución de los Indicadores de los Objetivos de Desarrollo del Milenio al 
2012”. Lima, enero de 2012, p. 138.

146	 Ibídem, pp. 36-37.
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reportada en el trimestre similar del año 2010, en el que las mujeres percibían el 62,0% de los 
ingresos de los hombres.147 El siguiente cuadro muestra cómo la brecha de género persiste en 
todos los grupos etarios, observándose una mayor desigualdad en el grupo de personas de 45 a 
más años de edad. 

Gráfico Nº 17
Ingreso promedio mensual por trabajo de la PEA ocupada según 

grupos de edad y sexo (en nuevos soles)

Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (oct-nov-dic 2011)
Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

Las cifras de los reportes del INEI dan cuenta de la feminización de la pobreza en el país, puesto 
que el mayor porcentaje de personas por debajo de la línea de pobreza extrema son mujeres.148 
Asimismo varios estudios han propuesto que el empleo productivo y pleno son la base para 
superar la pobreza y que los salarios son la principal fuente de recursos monetarios.149 

“Sin embargo, si bien más mujeres se incorporan al mercado de trabajo, comparativamente con los 

hombres la brecha es de 17,1 puntos porcentuales para el 2010. Asimismo, la menor participación de 

las mujeres en el empleo (...) está en relación a las oportunidades laborales que le permitan combinar 

la vida laboral con las responsabilidades familiares”.150

147	 Instituto Nacional de Estadísticas e Informática. Estadísticas con Enfoque de Género. Informe Técnico Nº 1, marzo del 2012. Tri-
mestre: octubre-noviembre-diciembre de 2011. Lima: INEI, 2011. p. 11. En: www.inei.gob.pe.

148	 Instituto Nacional de Estadística e Informática. Perú: Evolución de los indicadores de los objetivos de desarrollo del milenio 2010, p. 73.
149	 Ibídem. , p. 28.
150	 Ibídem., p. 31.	  
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Por ello, el derecho al trabajo digno y sin discriminación de las mujeres está contemplado en la 
Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres como lineamiento que debe orientar 
la acción de los gobiernos regionales. En efecto, el artículo 6° señala lo siguiente: 

“f) Garantizar el derecho a un trabajo productivo, ejercido en condiciones de libertad, equidad, 

seguridad y dignidad humana, incorporando medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de 

discriminación laboral, entre mujeres y hombres, en el acceso al empleo, en la formación, promoción 

y condiciones de trabajo, y en una idéntica remuneración por trabajo de igual valor. Se incluye 

entre los derechos laborales la protección frente al hostigamiento sexual y la armonización de las 

responsabilidades familiares y laborales. 

g) Promover la formalización de las trabajadoras y los trabajadores de la economía informal en las 

zonas urbanas y rurales.

h) Garantizar un trato no discriminatorio a las trabajadoras del hogar.”

Asimismo, recientemente el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, encargado 
de monitorear el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales ha señalado en el Informe a Perú que nota con preocupación la brecha salarial entre 
hombres y mujeres, expresando lo siguiente: “El Comité recomienda que el Estado Parte tome 
medidas para asegurar la remuneración igual para hombres y mujeres por trabajo de igual valor, 
tal como lo prevé la legislación nacional, y brindar información sobre el impacto de aquellas 
medidas en el siguiente informe periódico.”151

Considerando la importancia de la implementación de las políticas antes mencionadas, la 
Defensoría del Pueblo solicitó información sobre las medidas adoptadas y los recursos asignados 
por los gobiernos regionales para promover el acceso de las mujeres al ámbito laboral. 

Así, de los veinticuatro (24) gobiernos regionales consultados, sólo siete (7) refirieron destinar 
recursos: Cajamarca, Callao, Lima, Pasco, Piura, Tacna y Ucayali. Preocupa que en el presente 
informe se advierta inclusive una disminución del número de gobiernos regionales que destinan 
recursos para fomentar el empleo femenino respecto a la información reportada en el año 2010, 
donde se refirió que fueron once (11) gobiernos regionales los que destinaron recursos para tal fin.152

Cabe asimismo precisar que en algunos casos no fue posible conocer el monto de presupuesto 
asignado a los proyectos, programas o actividades destinados a promover el acceso de las mujeres 
al ámbito laboral.  

151	 Organización de Naciones Unidas. Observaciones finales del Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Cuadra-
gésima octava sesión. E/C.12/PER/CO/2-4. Ginebra 2012, párr. 9.

152	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo..., p. 55.



111

Quinto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres

Cuadro Nº 14
Proyecto, programa o actividad aprobada en el presupuesto del 2011

				    sobre acceso al ámbito laboral de las mujeres
(Total: 7)

Gobierno 
Regional

Denominación del programa, proyecto o actividad aprobado 
en el presupuesto del 2011

Presupuesto 
aprobado en el 2011

Cajamarca Mejoramiento de la productividad de trucha en el Centro 
Piscícola de Namora S/. 51321

Callao

Generación y fortalecimiento de capacidades productivas en 
personas con habilidades diferentes de la Región Callao S/. 413,746

Desarrollo de capacidades con herramientas emprendedoras 
dirigido a jóvenes de la Provincia Constitucional del Callao S/. 965,552

Lima
Ejecución de actividades de trabajadoras del hogar No hay información

Mujeres artesanas en trabajo en Junco No hay información
Operadores turísticos (mujeres) No hay información

Pasco
Programa de Forestación del Valle de Chaupihuaranga S/. 2,000,000

A trabajar por Pasco (mano de obra mujeres) S/. 3,000,000

Piura Jornadas de capacitación a empleadas y trabajadoras del hogar 
en conjunto con la Dirección Regional de Trabajo S/. 5,000

Tacna Fortalecimiento de Capacidades Empresariales en 
Organizaciones Sociales de Base de la Región Tacna S/. 420,000

Ucayali Función 07: Trabajo (Dirección Regional de Trabajo y 
Promoción del Empleo) S/. 1,038,143

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

En general, de lo reportado se observa que son pocos los esfuerzos y recursos que se destinan para 
lograr el empleo productivo y digno de las mujeres. Como se observa, los Gobiernos Regionales 
de Lima y de Piura consignan información relacionada a proyectos dirigidos especialmente a 
mejorar las condiciones de acceso al empleo de las mujeres. Los restantes gobiernos regionales 
refieren proyectos o actividades genéricas que no precisan si parte de sus objetivos estuvieron 
dirigidos a mejorar las condiciones laborales de las mujeres. 

3.3.1.3 	 Políticas para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres incluidas en 
el Plan de Desarrollo Regional Concertado153.

El Plan de Desarrollo Concertado (PDC) es un documento de gestión que responde a un nuevo 
modelo de gestión pública en el que se promueve la identificación de la visión del desarrollo y los 
objetivos estratégicos de largo plazo con la participación de la ciudadanía.

153	 De acuerdo al Reglamento de la Ley Marco del Presupuesto Participativo, aprobado por el Decreto Supremo 142-2009-EF, el Plan 
de Desarrollo Concertado es el “Documento orientador del desarrollo regional o local y del proceso del Presupuesto Participa-
tivo, que contiene los acuerdos sobre la visión de desarrollo y objetivos estratégicos de la comunidad, en concordancia con los 
planes sectoriales y nacionales. Sobre su base se identifican, analizan y priorizan los problemas y soluciones a través de proyectos 
de inversión durante la Fase de Concertación del proceso de Presupuesto Participativo. 
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En la medida en que se trata de un proceso participativo, la promoción de la participación de 
las mujeres -organizadas o no- en esta etapa de la planificación regional resulta de especial rele-
vancia, sobre todo considerando que durante este proceso la adopción de políticas de igualdad 
de oportunidades constituiría una posibilidad de cambio en las agendas regionales, en las que 
por lo general lo que predomina es la aprobación de proyectos para la ejecución de obras de 
infraestructura. 

El Plan de Desarrollo Concertado debe contener una visión de desarrollo humano y una visión 
de desarrollo económico. Para su elaboración, se debe contar con un diagnóstico que exprese la 
situación de la población en general, así como de sus potencialidades económicas. La inclusión 
en el diagnóstico de la información desagregada por sexo y edad brindaría mejores elementos 
para la determinación de los problemas que deben abordarse en la definición de los Objetivos 
estratégicos de los que, a su vez, se desprenden los proyectos estratégicos. 

Cabe mencionar que el Plan de Desarrollo Regional Concertado (PDRC) se vincula con el 
Presupuesto Participativo en cuanto éste toma como base las decisiones adoptadas en el Plan de 
Desarrollo Regional Concertado. Así lo establece el artículo 8° de la Ley Nº 28056, Ley Marco del 
Presupuesto Participativo: 

“Artículo 8.- Vinculación de la programación con los planes de desarrollo concertados

Los gobiernos regionales y gobiernos locales, para efecto del proceso de programación participativa 

del presupuesto, toman como base, de acuerdo a su ámbito territorial, el plan de desarrollo concertado, 

según corresponda, los cuales constituyen instrumentos orientadores de inversión, asignación y 

ejecución de los recursos, así como de la gestión individual y colectiva, tanto de las organizaciones 

sociales como de los organismos e instituciones públicas o privadas promotoras del desarrollo.”

El Presupuesto Participativo constituye la etapa en la que se busca hacer efectivos los objetivos 
del Plan de Desarrollo Regional Concertado en la que surgen acuerdos de inversión pública entre 
las autoridades y la población, de ello deriva su importancia. En tal sentido, ambos procesos 
resultan vitales para lograr la asignación presupuestal a las políticas públicas para garantizar la 
igualdad de oportunidades en los gobiernos regionales. 

Es en virtud de lo expuesto que, como parte de la presente supervisión realizada por la 
Defensoría del Pueblo, se solicitó información sobre las políticas del Plan Regional de Igualdad 
de Oportunidades que fueron incluidas en el Plan de Desarrollo Regional Concertado (PDRC). 

En respuesta, diez (10) gobiernos regionales afirmaron haber logrado su inclusión: Amazonas, 
Ancash, Apurímac, Ayacucho, Cusco, Lambayeque, Loreto, Moquegua, Pasco y Ucayali. En 
consecuencia, también en este aspecto se reporta un retroceso en la gestión regional respecto de 
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la supervisión realizada en el año 2010, en la que veintidós (22) gobiernos regionales afirmaron 
haber incluido políticas de igualdad de oportunidades en el PDRC.154

Asimismo cabe mencionar que se solicitó información a las Gerencias de Desarrollo Social sobre 
los aspectos del Plan de Igualdad de Oportunidades previstos en el PDRC, y sus respuestas 
destacan problemáticas referidas al derecho a la salud (mortalidad materna), violencia de género 
(principalmente violencia familiar) y educación, seguido de acciones dirigidas a promover 
valores, prácticas y actitudes equitativas entre hombres y mujeres. 

Cuadro Nº 15
Políticas del PRÍO incluidas en el Plan de Desarrollo Regional Concertado

(Total: 10)

Gobierno Regional Temas

Amazonas
Salud

Educación

Ancash

Salud Sexual y Reproductiva

Mortalidad Materna

Violencia de Género - Familiar

Apurímac

Promoción de valores y prácticas, actitudes y comportamientos equitativos 
entre varones y mujeres

Institucionalizar la perspectiva de equidad de género e igualdad de 
oportunidades en las políticas publicas

Garantizar el acceso equitativo de mujeres y varones a servicios sociales y 
culturales de calidad, en particular respeto a la educación y salud

Ayacucho
Mortalidad Materna

Violencia Familiar

Cusco

Equidad, género, articulación y comunicación

Justicia

Derechos

Salud sexual

Violencia

Lambayeque

Igualdad de oportunidades, pobres y exclusión y equidad de género

Violencia familiar, participación política de las mujeres, analfabetismo, 
discriminación de género y el acceso pleno de las mujeres y hombres a los 

servicios de salud y educativos

Inclusión e integración sociocultural

154	 Defensoría del Pueblo. Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunida-
des entre Mujeres y Hombres (2010), p. 47.



114

Defensoría del Pueblo

Loreto

Reconocer y garantizar la participación ciudadana y los mecanismos de control 
social para el cumplimiento de políticas de igualdad

Promover el desarrollo pleno y el respeto a los derechos de niños, niñas, 
adolescentes sin discriminación alguna

Garantizar los servicios de salud y educación (calidad)

Moquegua

En el tema de Educación, tiene como indicador mejorar el % de mujeres con 
secundaria completa

En el tema de trabajo, tiene como indicador mejorar el % de mujeres con 
empleo formal

En el aspecto de salud tiene como indicador mejorar el % de embarazo en 
adolescentes

Pasco

Lenguaje inclusivo

Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres

Fortalecimiento de capacidades en mujeres para generar liderazgos sociales

Ucayali
Violencia Familiar

Educación sexual en adolescentes

Convivencia en un clima de cultura de paz
	
Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

3.3.1.4	 Políticas para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres  incluidas en 
el Presupuesto Participativo.

El proceso del presupuesto participativo surge como una herramienta innovadora cuyo objetivo es 
promover la participación de la ciudadanía en la determinación de prioridades regionales y en la asig-
nación de recursos, en el marco del proceso de reforma del Estado iniciado con la descentralización. 

El artículo 1° de la Ley Marco del Presupuesto Participativo155 lo define como un “mecanismo de 
asignación equitativa, racional, eficiente, eficaz y transparente de los recursos públicos, que forta-
lece las relaciones Estado – sociedad civil.” Para ello los gobiernos regionales y gobiernos locales 
deben promover el desarrollo de mecanismos y estrategias de participación en la programación de 
sus presupuestos, así como en la vigilancia y fiscalización de la gestión de los recursos públicos. 

Asimismo el artículo 4° de la misma norma señala que “los presupuestos participativos regionales 
son necesariamente multiprovinciales o de impacto regional en su alcance.” Entre sus objetivos se 
encuentra mejorar la eficiencia en la asignación y ejecución de los recursos públicos, de acuerdo 
a las prioridades consideradas en los Objetivos de los Planes de Desarrollo Concertado y en los 
Programas Estratégicos del Presupuesto por Resultados.156

155	 Ley N° 28056, Ley Marco del Presupuesto Participativo, del 15 de julio de 2003.
156	 Decreto Supremo Nº 142-2009-EF. Aprueban el Reglamento de la Ley Nº 28056 - Ley Marco del Presupuesto Participativo. Artículo 4°.
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En tal sentido, la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo incluyó información sobre la 
presentación de proyectos vinculados al logro de la igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres en el presupuesto participativo regional del año 2011. Para ello, se solicitó información a los 
funcionarios y funcionarias del Consejo Regional, quienes reportaron que sólo cinco (5) gobiernos re-
gionales señalaron haber considerado proyectos al presupuesto participativo. Entre ellos se encuen-
tran los gobiernos de los departamentos de Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Cusco y Moquegua. 

Como se evidencia en el cuadro siguiente, a pesar de que la pregunta fue precisa, de los siete 
(7) proyectos mencionados sólo tres (3) se refieren expresamente a temas vinculados a derechos 
de las mujeres. Es más, sólo uno (1) de los 7 proyectos (sobre educación bilingüe), fue aprobado 
y en consecuencia recibió recursos presupuestarios para su ejecución; sin embargo, de su 
denominación no se colige que el proyecto haya considerado  las necesidades específicas de las 
niñas y adolescentes de la localidad. 

Cuadro Nº 16
Proyectos presentados para promover los derechos de las mujeres en el

Presupuesto participativo regional (Consejeros/as regionales)
(Total: 5)

 
Gobierno 
Regional Proyecto Organización de la sociedad 

civil que presentó el proyecto
Monto 

asignado

Apurímac Se presentaron pero no fueron aprobados - -

Ayacucho Des. Cap. Educación Bilingüe UGEL Vilcashuaman S/. 5’000,000

Cajamarca

Crear una comisión multisectorial de 
monitoreo del derecho al nombre Gerencia de Desarrollo Social158 Desconocen

Declarar de interés regional la problemática 
de violencia familiar Gerencia de Desarrollo Social159 Desconocen

Cusco Fortalecimiento de autoridades mujeres que 
solo tiene perfil aun no está viable - -

Moquegua
Casa de la Mujer Ilo Moquegua Comedores Populares No hay 

información

Mujer Rural Federación de Mujeres 
Campesinas

No hay 
información

Fuente: Ficha C157

Elaboración: Defensoría del Pueblo158

Cabe referir que de las respuestas del Consejo Regional de Cajamarca podría colegirse que 
se refieren a proyectos de normas del Gobierno Regional y no propiamente a proyectos de 
inversión pública.  

157	 Aun cuando la pregunta fue específicamente sobre la organización de la sociedad civil que presentó el proyecto, se ha consignado 
la respuesta textual.

158	 Aun cuando la pregunta fue específicamente sobre la organización de la sociedad civil que presentó el proyecto, se ha consignado 
la respuesta textual.
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De otro lado, respecto de los proyectos de inversión pública, se solicitó información sobre 
aquellos presentados en el presupuesto participativo vinculados a los derechos de las mujeres. 
Las respuestas resultaron desalentadoras, en la medida en que de acuerdo a las Gerencias de 
Desarrollo Social sólo diez (10) gobiernos regionales refieren haber presentado un total de 
catorce (14) proyectos para mejorar la calidad de vida de las mujeres de su región, de los cuales 
únicamente fueron aprobados los proyectos de seis (6) gobiernos regionales.

Cuadro Nº 17
Proyectos vinculados a derechos de las mujeres presentados y aprobados en el proceso 

de presupuesto participativo regional (Gerencia de Desarrollo Social)
(Total: 10)

Gobierno Regional Proyectos aprobados
Amazonas No hay información
Apurímac Ninguno
Ayacucho 1

Cusco 2
Huancavelica 4

Huánuco 1
Ica 1

La Libertad Ninguno
Lambayeque 1

Puno Ninguno

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Cabe finalmente precisar que el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables ha diseñado 
y remitido a los gobiernos regionales el documento “Lineamientos para la implementación de 
políticas de igualdad de oportunidades y de equidad de género en los Gobiernos Regionales”. 
Entre sus lineamientos se ha considerado uno vinculado a la formulación de proyectos de inversión 
pública con enfoque de género,159 para lo cual se recomienda seguir los siguientes pasos: 

“Paso 1
Identificar prioridades de atención de las mujeres a nivel provincial y distrital levantados en los 
Diagnósticos y en el recojo de demandas de las mujeres.
Paso 2
Tomar en cuenta las políticas nacionales y/o regionales que han señalado los objetivos estratégicos y 
metas a alcanzar.
Paso 3
Formular proyectos o programas que mejoren las condiciones de las mujeres: salud, educación, 
capacitación técnica/ tecnológica, atención y protección de las mujeres contra la violencia familiar y 

159	 Op. Cit. Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre 
Mujeres y Hombres 2010, p. 50.
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sexual, capacitación a mujeres líderes, fortalecimiento de capacidades a funcionarios/as y autoridades, 

proyectos económicos y productivos para mujeres entre otros. 

Paso 4

Concertar la priorización de proyectos centrados en las necesidades específicas y situaciones 

inequitativas de género en los espacios de aprobación de los Planes de Desarrollo Concertado y 

Presupuestos Participativos.”160

3.3.1.5	 Dificultades en la aprobación de proyectos de inversión pública sobre derechos 
de las mujeres.

Un Proyecto de Inversión Pública constituye una intervención limitada en el tiempo que utiliza 
–total o parcialmente– recursos públicos, con el fin de crear, ampliar, mejorar o recuperar la 
capacidad productora o de provisión de bienes o servicios de una entidad. Sus beneficios se 
generan durante la vida útil del proyecto y son independientes de los otros proyectos.161

En tal sentido, de acuerdo a lo establecido por el MEF, un proyecto debe constituir la solución a 
un problema asociado a las competencias de una entidad, y resultar útil para abordar la reducción 
de las brechas de género. 

Cabe precisar que mediante Decreto Supremo N° 097-2009-EF del 29 de abril de 2009, se 
precisan los criterios para delimitar los proyectos de impacto regional, provincial y distrital en el 
presupuesto participativo. El artículo 3° de la norma aludida dispone que:

“Los Gobiernos Regionales al determinar los Proyectos de Impacto Regional, deben tener en 

cuenta que el monto total del proyecto no sea menor a TRES MILLONES Y00/100 NUEVOS SOLES                                    

(S/. 3 000 000,00); que su alcance sea pluriprovincial, debiendo beneficiar a un mínimo de tres (03) 

distritos que se encuentren ubicados en dos (02) provincias como mínimo; y, que su cobertura en la 

población objetivo no sea menor al 5% respecto a la población total de la Región.

En este contexto, y dados los problemas referidos en el Cuarto Reporte respecto a las dificultades 
para aprobar proyectos sobre igualdad de oportunidades162 es que durante la supervisión 
defensorial se indagó sobre los problemas que se enfrentaron para su aprobación en el presupuesto 
del año 2012.  

Llama la atención que de los veinticinco (25) gobiernos regionales, sólo ocho (8) hayan referido 
enfrentar dificultades; la mayoría vinculadas a la falta de interés y sensibilidad de los funcionarios 

160	 http://www.mimdes.gob.pe/files/DIRECCIONES/DGM/gob_regionales/gob_regional_lineamientos.pdf [Visita: 12 de junio de 2012).
161	 Artículo 3º inciso 3.2) de la Directiva General del Sistema Nacional de Inversión Pública, aprobada mediante Resolución Direc-

toral Nº 003-2011-EF/68.01. Publicado en el diario oficial El Peruano el 09 de abril de 2011.
162	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 2010, 

ob.cit., p. 60 a 64.
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y funcionarias que tienen  la obligación de definir, en sus intervenciones, la mejora de las 
condiciones de vida de la población femenina de su circunscripción como aspecto prioritario.  

Gráfico Nº 18
Dificultades en la aprobación de proyectos vinculados a los derechos de las mujeres 

en el presupuesto para el año 2012 (Gerencias de Desarrollo Social)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Asimismo, tres (3) de las respuestas dan cuenta de dificultades en la capacidad técnica de los deci-
sores y decisoras regionales para la aprobación de proyectos vinculados a derechos de las mujeres. 

En consecuencia, tratándose de uno de los principales obstáculos en la gestión de las políticas 
públicas que promueven la igualdad de género entre hombres y mujeres, resulta necesario el 
desarrollo de una estrategia de fortalecimiento de capacidades. Ésta puede, incluso considerar la 
suscripción de convenios con universidades, así como con la participación activa de la sociedad 
civil, con el objeto de ampliar la oferta de capacitación que permita el incremento de conocimientos 
y la sensibilización de los funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales. 

3.3.2	 Fase de ejecución presupuestal.

La siguiente fase presupuestal es la de ejecución, que consiste en la atención de las obligaciones de 
gasto de acuerdo al presupuesto institucional aprobado para cada entidad pública, tomando para 
ello en cuenta la Programación de Compromisos Anual (PCA).163

163	 Ministerio de Economía y Finanzas. Sistema Nacional de Presupuesto – Guía Básica. Dirección General de Presupuesto Público, p. 12.
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En efecto, la Directiva para la Ejecución Presupuestaria del año 2010,164 señalaba que:

“ la ejecución presupuestal es el proceso a través del cual se atienden las obligaciones de gasto con 

el objeto de financiar la prestación de los bienes y servicios públicos y, a su vez, lograr resultados, 

conforme a los créditos presupuestarios autorizados en los respectivos presupuestos institucionales 

de los pliegos, en concordancia con la PCA, tomando en cuenta el principio de legalidad, y asignación 

de competencias y atribuciones que por ley corresponde atender a cada entidad pública, así como los 

principios constitucionales de programación y equilibrio presupuestario reconocidos en los artículos 

77° y 78° de la Constitución Política del Perú”.

Para efectos de evaluar dicha ejecución presupuestal resulta primero necesario conocer el monto 
de presupuesto con el que contaban los gobiernos regionales para el cumplimiento de sus 
funciones. Para ello se accedió a la información del Portal de Transparencia del MEF.165

En el cuadro siguiente se muestra cómo en los presupuestos se reflejan claramente las prioridades 
nacionales. En efecto, debido a que la mortalidad materna ha sido identificada como prioridad 
nacional, las sumas asignadas probablemente estén en el marco del objetivo de reducir la 
problemática a niveles menores al actual antes del año 2015. 

A diferencia de lo expuesto, los montos que se destinan para la implementación de los PRIO 
muestran claramente que ésta no se encuentra entre las prioridades de los gobiernos regionales.

Cuadro Nº 18
Consulta de Ejecución de Gasto

PIA165 PIM166
Ejecución Avance 

%Compromiso Devengado Girado

Componente 3039034: 
Acciones contra la violencia 

hacia la mujer
976,043 923,966 922,545 922,545 922,545 99.8

Meta 00001-721: 
Implementación del Plan 
Regional de Igualdad de 

Oportunidades entre Mujeres 
y Varones 2009-2021

0 10,000 9,719 9,719 9,719 97.2

Actividad/Proyecto 1043488: 
Reducción de la morbilidad y 

mortalidad materna
112,045,014 196,486,662 169,580,772 169,570,146 169,446,036 86.3

166 167

164	 Aprobada por Resolución Directoral N° 005-2010-EF/76.01.Publicada en el diario oficial El Peruano el 28 de diciembre de 2010.
165	 www.mef.gob.pe [Visita: 12 de junio de 2012].
166	 Presupuesto Institucional de Apertura.
167	 Presupuesto Institucional Modificado.
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Como se observa en el cuadro, el monto que se destina para la implementación del Plan Regional 
de Igualdad de Oportunidades es únicamente de diez millones nuevos soles, mientras que para 
las acciones específicas contra la violencia hacia la mujer se destinan más de novecientos veintitrés 
millones de soles.

Se puede apreciar que en los tres supuestos (mortalidad materna, violencia contra la mujer y 
PRIO) la ejecución presupuestal de la obligación del gasto fue bastante alta, superando la menor 
de ella –en el caso concreto de mortalidad materna– el 86% del presupuesto asignado. 

Cabe finalmente precisar que, a diferencia de la implementación del PRIO, las problemáticas 
de mortalidad materna y de violencia contra la mujer que figuran en el cuadro están a cargo de 
programas nacionales, desde los cuales se asignan presupuestos para enfrentarlas. 

3.3.2.1	 Dificultades para la implementación de los Planes Regionales de Igualdad de 
Oportunidades.

Con el objeto de conocer las dificultades que la gestión regional enfrenta para ejecutar los 
presupuestos asignados para la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, se 
preguntó al respecto en la encuesta realizada a los funcionarios y funcionarias de las Gerencias 
de Desarrollo Social de los gobiernos regionales que han aprobado Planes Regionales de Igualdad 
de Oportunidades.  

En respuesta a esta interrogante, funcionarios/as de los catorce (14) gobiernos regionales que 
a diciembre del 2011 contaban con PRIO señalaron encontrar serias dificultades para su 
implementación. Al solicitárseles que indicaran dos de los principales obstáculos, señalaron 
mayoritariamente la falta de capacidad técnica, la falta de sensibilidad sobre la problemática 
de discriminación contra las mujeres, así como la falta de presupuesto. Cabe mencionar que en 
el rubro “otros” mencionaron textualmente problemas como: organización y responsabilidades, 
funciones de las instituciones involucradas, los enfoques estructurales de sistema, la concepción 
de roles y género, y la inexistencia del PRIO actualizado. 
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Gráfico Nº 19
Dificultades en la implementación de los PRÍO referidas 

por las Gerencias de Desarrollo Social
(Total: 14)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

A la carencia de capacidad técnica se suman además problemas como la falta de un órgano dentro 
de la estructura institucional que se haga específicamente cargo de la implementación del PRIO y 
el débil seguimiento que se hace de este importante documento de gestión.

En consecuencia resulta conveniente que el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
desarrolle mayores esfuerzos para brindar la capacitación y asistencia técnica requerida por los 
gobiernos regionales y, fundamentalmente, lleve a cabo las acciones necesarias para sensibilizar a 
los decisores y decisoras de los gobiernos regionales, de modo que se impulse la acción regional 
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hacia la identificación, formulación e implementación de políticas orientadas a la reducción de 
las brechas de género, así como a la asignación e implementación de los recursos presupuestales 
necesarios para el logro de este cometido.

Lo expuesto debe, necesariamente, ir de la mano con el compromiso por parte de los gobiernos 
regionales para que el personal convocado asista de modo sistemático y prioritario a los cursos 
de fortalecimiento de capacidades y sensibilización que se desarrollen por parte del MIMP. 
Asimismo, resultará indispensable dotar a las Gerencias de Desarrollo Social o la que haga sus 
veces, de un órgano responsable de la implementación de las políticas en materia de igualdad de 
oportunidades, en aquellos casos en que se carezca de él. 

3.3.2.2 	 Dificultades en la ejecución del presupuesto y en la coordinación interinstitucional 
para el cumplimiento de la LIO.

Finalmente se indagó sobre las principales dificultades que se plantean al interior de los gobiernos 
regionales para la ejecución del presupuesto relacionado a los derechos de las mujeres. Asimismo, 
se preguntó sobre las dificultades que se presentan respecto a la necesaria coordinación con el Mi-
nisterio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables así como con el Ministerio de Economía y Finanzas.

Al igual que en la pregunta anterior, nuevamente el mayor número de respuestas refieren como el 
problema más reportado la falta de sensibilidad o interés en las problemáticas que generalmente 
afectan a las mujeres, constituyendo un escollo que debe ser urgentemente removido con el 
objeto de promover la inclusión del enfoque de género en la gestión regional así como el efectivo 
cumplimiento de las funciones regionales vinculadas a la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres. Lo expuesto resulta más urgente si se tiene en cuenta que del desarrollo de las 
mujeres y de la medida en que se reduzcan las brechas de género actualmente existentes depende 
también el desarrollo de los departamentos y del país en su conjunto. 
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Gráfico Nº 20
Principales dificultades referidas por las Gerencias de Desarrollo Social en la ejecución 

del presupuesto vinculado a los derechos de las mujeres
(Total: 25)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

El gráfico da cuenta, además de la falta de capacidad técnica para la implementación de las 
políticas públicas para la igualdad de oportunidades, situación que también requiere ser abordada 
de manera prioritaria. 

La falta de presupuesto es otra de las razones que se esgrimen como parte de los problemas que 
enfrentan las Gerencias de Desarrollo Social. Sin embargo se debe recordar al respecto que si 
bien el otorgamiento de mayor presupuesto puede resultar importante no constituye un aspecto 
indispensable. Y es que el proceso de descentralización ha supuesto la transferencia de recursos 
presupuestales, y la implementación de las acciones para reducir las brechas de género requiere, 
sobre todo, de una distribución más equitativa de los recursos presupuestales.
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Respecto a la alusión de algunas de las respuestas a la falta de procedimientos claros, ésta puede 
estar referida a la necesidad de desarrollar procedimientos administrativos para las nuevas 
necesidades de gestión regional.  

De otro lado, cabe enfatizar que entre las respuestas a la pregunta sobre las dificultades en la 
coordinación con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables para la ejecución del 
presupuesto, se señaló la falta de asistencia técnica y de capacidad técnica, así como problemas 
de seguimiento en la ejecución presupuestal. 

Gráfico Nº 21
Principales dificultades referidas por la Gerencia de Desarrollo Social 

en la coordinación con el MIMP para la ejecución del presupuesto 
vinculado a los derechos de las mujeres

(Total: 25)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Sobre el particular resulta necesario tener en consideración que el nuevo contexto de una gestión 
descentralizada demanda al Sector reestructurarse con el objeto de que la gestión nacional se torne 
en más cercana a la gestión regional, a fin de que se logren los objetivos de igualdad, inclusión y 
no discriminación contra la mujer en el país. 
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3.3.2.3	 Supervisión de la ejecución del presupuesto regional destinado al cumplimiento 
de la LIO. 

Entre las funciones principales del Consejo Regional se encuentran la aprobación del presupuesto 
regional así como la fiscalización de la gestión regional.168 Precisamente, con el propósito de conocer 
cuáles son las acciones que desarrolla dicho órgano institucional para fiscalizar el presupuesto 
destinado al cumplimiento de la LIO, la supervisión defensorial incluyó en la encuesta una 
pregunta sobre este aspecto central, la que inclusive fue planteada en términos más generales al 
hacer referencia al presupuesto relacionado a derechos de las mujeres. 

Así, llama la atención que de veintitrés (23) gobiernos regionales consultados, sólo ocho (8) 
refirieron haber desarrollado alguna acción de supervisión. La descripción de dichas acciones se 
presenta en el siguiente cuadro: 

Cuadro Nº 19
Acciones de supervisión del Consejo Regional al presupuesto regional 2011

relacionado a derechos de las mujeres
(Total: 8)

Gobierno Regional Acciones

Arequipa
Se participa en el presupuesto participativo pero lamentablemente el Gobierno 
Regional de Arequipa y las organizaciones de la sociedad civil no han presentado 
proyectos relacionados al tema

Ayacucho A través de la Comisión de DDHH y de la Mujer y Familia

Cajamarca

Se reúnen con las gerencias a fin de que informen ante el pleno del consejo regional 
sobre las gestiones realizadas en el 2010

Visitar y fiscalizar los concursos públicos que se dan en el ámbito regional a fin de que 
no exista discriminación laboral

Lambayeque
En mi calidad de consejero he luchado para que no se invierta el presupuesto en otro 
sector que no sea para lo que estuvo destinado. Ejemplo: Apoyo a madres adolescentes

Coordinaciones para que se apruebe el presupuesto presentado

Moquegua Implementación de las ordenanzas regionales

Pasco

Se ha solicitado información a los directores sectoriales sobre el avance de la 
implementación del PRIO

Se aclara que con el presupuesto 2011 no hay proyectos destinados a lograr la equidad 
o igualdad de oportunidades

Puno Seguimiento a la asignación de presupuesto del MIMDES168

Ucayali
Solicitud de información a las Gerencias involucradas

Seguimiento y fiscalización de los proyectos

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo169

168	 Ley N°  27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, artículo 11°.
169	 Hoy MIMP
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Dada la escasa supervisión de los Consejos Regionales a la implementación de los Planes 
Regionales de Igualdad de Oportunidades o, en su caso, de las funciones transferidas por el MIMP 
a los gobiernos regionales en materia de igualdad de oportunidades, resulta conveniente que los 
Consejos Regionales incrementen sus esfuerzos en este sentido; en particular, incidiendo respecto 
a la asignación de presupuestos y la inclusión de políticas para la igualdad de oportunidades en 
los Planes de Desarrollo Concertado así como en los Presupuestos Participativos. 

3.3.3	 Fase de evaluación presupuestal.

De acuerdo a la Ley N° 28411, la fase de evaluación presupuestal se constituye en un elemento 
importante para realizar las programaciones presupuestarias de los períodos fiscales siguientes, 
con vistas a lograr una mejora en la calidad del gasto público. 

La Directiva para la Evaluación Semestral y Anual de los Presupuestos Institucionales de las Entidades del 
Gobierno Nacional y Gobiernos Regionales señala que esta fase del proceso presupuestario incorpora, 
entre sus principales finalidades, las siguientes:170

•	 Determinar la importancia de la ejecución de las metas presupuestarias en el 
cumplimiento de los objetivos institucionales y, en consecuencia, en el logro de la misión 
de la entidad. 

•	 Determinar sobre la base del análisis y medición de la ejecución de ingresos, gastos 
y metas, así como de las modificaciones presupuestarias en el ámbito  de actividad y 
proyecto, los resultados de la gestión presupuestaria.

•	 Formular sugerencias para la adopción de medidas correctivas, a fin de mejorar la 
gestión presupuestaria institucional en los sucesivos procesos presupuestarios. 

•	 Evaluar si la eficacia en el logro de las metas impacta en los resultados de los principales 
indicadores programados para cada año fiscal. 

La evaluación de los presupuestos que realizan las entidades públicas constituye una fuente de 
información para la elaboración de los siguientes procesos presupuestarios. De esta manera, se 
debe evaluar el cumplimiento de los objetivos institucionales, y el nivel de ejecución del gasto, 
así como corregir aquellos aspectos que resulten necesarios para lograr una eficaz ejecución del 
gasto público.    

170	 Directiva para la Evaluación Semestral y Anual de los Presupuestos Institucionales de las Entidades del Gobierno Nacional y 
Gobiernos Regionales para el Año Fiscal 2009, aprobado por la Resolución Directoral del Ministerio de  Economía y Finanzas N° 
036-2009-EF-76.01, publicada  con fecha 2 de agosto de 2009, artículo 4°.
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Por otro lado, el artículo 47° inciso 4) de la Ley N° 28411, Ley General del Sistema Nacional de 
Presupuesto, dispone que las entidades públicas deben incluir en la evaluación presupuestal la 
incidencia en políticas de equidad de género. En esa línea, la Directiva del MEF para la evaluación 
Semestral y Anual de los Presupuestos Institucionales171 señala en su artículo 8° que las Entidades del 
Sector Público deben elaborar un análisis de la incidencia del destino del gasto en políticas de 
equidad de género, y que los resultados se publicarán en sus portales institucionales, en el marco 
de lo establecido por la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Como se puede apreciar, si bien el Ministerio de Economía y Finanzas señala un lineamiento 
general, no precisa cómo se debe desarrollar este análisis de equidad de género. Dicha precisión 
resulta sin embargo indispensable, más aun cuando se trata de un tema en el cual, tal como se 
refirió ya en el Cuarto Reporte del año 2010, los funcionarios y funcionarias de los gobiernos 
regionales requieren ser capacitados.172

Resulta claro que la evaluación del presupuesto de los gobiernos regionales y su impacto 
en políticas de equidad de género constituye una obligación expresamente prevista por la 
normatividad vigente. Es por esta razón que resultaba especialmente importante conocer las 
medidas adoptadas en el ámbito regional para lograr su cumplimiento.

Así, la presente supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo incluyó preguntas con el 
objeto de conocer si se viene evaluando el presupuesto regional teniendo en cuenta el impacto de 
género, específicamente a través de la reducción de las brechas de género en cada región. 

En este sentido, se consideró conveniente plantear diversas preguntas con el objeto de evidenciar 
el nivel de conocimiento respecto de la existencia de esta obligación legal de efectuar la evaluación 
con enfoque de género. Asimismo en caso que los gobiernos regionales cumplieran con realizar 
dicha evaluación se decidió indagar sobre las posibles propuestas para superar las eventuales 
dificultades que se presentan para realizarla.173   

3.3.3.1	 Gobiernos Regionales que conocen de la obligación de evaluar su presupuesto 
con enfoque de género.

Cabe recordar que durante la supervisión defensorial realizada en el año 2010 a veinticuatro 
(24) gobiernos regionales, sólo cinco (5) señalaron tener conocimiento de la normatividad  que 
dispone la evaluación de sus presupuestos con enfoque de género (Apurímac, La Libertad, Tacna, 
Junín y Lima), mientras que la mayoría (19) refirieron desconocer la disposición aludida.

171	 Ibídem.
172	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2010).
173	 Cabe precisar que las preguntas formuladas en las encuestas tenían por objetivo evaluar el presupuesto del año fiscal 2011 en 

el ámbito regional, y que  sólo en la etapa de evaluación presupuestal se consideraron preguntas para conocer la evaluación del 
presupuesto del año anterior, es decir del  2010.
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Como se puede apreciar en el siguiente gráfico, el número de gobiernos regionales que conoce 
esta obligación se ha incrementado significativamente. Así, de ser sólo cinco (5) los gobiernos 
regionales en el 2010, en la supervisión del 2011 la cifra se incrementó a veinticuatro (24), con la 
sola excepción de Puno. 

Gráfico Nº 22
Gobiernos Regionales que conocen de lineamientos para una

evaluación presupuestal con enfoque de género (2011)
(Total: 24)

Fuente: Ficha A, B y C
Elaboración: Defensoría del Pueblo

No obstante se puede advertir que existen algunas diferencias dependiendo del funcionario/a que 
brindó la respuesta. Así el personal de las Gerencias de Desarrollo Social refiere mayoritariamente 
conocer dicha obligación (18 de 25), y en menor medida los/as Consejeros/as Regionales (15 de 23) 
y la Gerencia de Planificación y Presupuesto (10 de 24). 

En el caso de las Gerencias de Planificación y Presupuesto llama la atención que la mayoría de 
funcionarios/as entrevistados/as no conozcan una norma cuyo cumplimiento se encuentra bajo su 
competencia funcional. En consecuencia, resulta necesario reiterar la necesidad de capacitación a 
los funcionarios y funcionarias en materia de igualdad de oportunidades y, de manera específica, 
en temas de presupuesto con enfoque de género. Dicha capacitación deberá incluir no sólo al 
personal de la Gerencia de Desarrollo Social, sino –y sobre todo– al de otras instancias que deciden 
sobre el presupuesto regional, como la Gerencia de Planificación y Presupuesto y el Consejo 
Regional.   
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Gráfico Nº 23
Conocimiento de la evaluación con enfoque de género

Elaboración: Defensoría del Pueblo

Por otro lado, en el cuadro anterior se muestra que sólo en cuatro (4) gobiernos regionales todos 
los funcionarios y funcionarias encuestados, es decir, el personal de las Gerencias de Planificación 
y Presupuesto, de la Gerencia de Desarrollo Social y las autoridades del Consejo Regional tenía 
conocimiento de la obligación de evaluar con enfoque de género: Cajamarca, Loreto, Piura y Ucayali. 

En consecuencia, en el resto de gobiernos regionales, de acuerdo a las respuestas brindadas 
por el personal entrevistado, podría no existir un conocimiento uniforme en las tres instancias 
supervisadas, incluso se puede apreciar que en algunos casos sólo un/a funcionario/a entrevistado/a 
da cuenta de ello, lo que implica que los funcionarios o funcionarias de las otras 2 instancias de 
un mismo Gobierno Regional no tienen conocimiento de esta obligación. 

3.3.3.2	 Gobiernos Regionales que tienen conocimiento de la normatividad específica que 
dispone la evaluación presupuestal con enfoque de género.

Si bien como se ha visto líneas arriba se ha incrementado el número de gobiernos regionales 
que conocen de la obligación de evaluar su presupuesto con enfoque de género, se consideró 



130

Defensoría del Pueblo

importante indagar respecto a si se recuerda la normativa específica que establece dicho 
mandato legal. 

Cabe recordar que en la supervisión realizada en el 2010, de los cinco (5) gobiernos regionales que 
contestaron que tenían conocimiento de esta obligación, todos hicieron referencia a documentos 
de alcance general –como es el caso de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (Ley N° 28983) – pero no mencionaron la existencia de normatividad específica para 
realizar una evaluación del presupuesto con enfoque de género. 

En el año 2011, de los diez (10) gobiernos regionales supervisados que refirieron conocer la norma, 
solo tres (3) señalaron que la obligación se encuentra prevista en la Ley General de Presupuesto y 
en la Directiva de Evaluación Presupuestal, mientras que cuatro (4) mencionan normativa general 
de igualdad de oportunidades como la Ley N° 28983, el PRIO, el D.S. 027-2007-PCM, incluso 
otras normas no relacionadas con la temática.

Gráfico Nº 24
Conocimiento de la normatividad que dispone la evaluación 

con enfoque de género
(Total: 10)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

En consecuencia, si bien resulta positivo que en el 2011 han sido más los gobiernos regionales que 
afirman conocer que deben evaluar su presupuesto con enfoque de género, es importante tener 
en cuenta que son aún muy pocos (3) los que identifican que la norma se encuentra prevista en la 
Ley General de Presupuesto y en la Directiva de Evaluación presupuestal. 
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Lo expuesto nuevamente evidencia la necesidad de que, desde el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables y el Ministerio de Economía y Finanzas, se difunda el contenido y 
alcances de la normativa sobre evaluación con enfoque de género, de lo contrario su cumplimiento 
continuará siendo insuficiente. 

3.3.3.3	 Gobiernos Regionales que aplicaron la evaluación del presupuesto con enfoque 
de género.

A pesar que –como se ha referido– en la supervisión realizada en el 2011, veinticuatro (24) 
gobiernos regionales refirieron conocer de la obligación de evaluar el presupuesto con enfoque de 
género, e incluso diez (10) gobiernos regionales afirman conocer la normatividad específica que 
consagra dicha obligación, sólo dos (2) han realizado efectivamente esta evaluación. Preocupa 
que el reporte del presente año muestre una significativa disminución respecto del reporte del 
año 2010, en el que fueron siete (7) los gobiernos regionales que afirmaron realizar la evaluación 
en cumplimiento de la norma presupuestal mencionada.  

Cuadro Nº 20
Gobiernos Regionales que aplicaron la evaluación del presupuesto con enfoque 

de género (Gerencias de Planificación y Presupuesto)

Gobiernos Regionales 
2010

Gobiernos Regionales 
2011

Cajamarca
Cusco

Huancavelica
Junín
Lima
Piura
Tacna

Cajamarca
Ucayali

De los gobiernos regionales que refirieron realizar este tipo de evaluación, sólo el de Cajamarca ha 
cumplido con evaluar su presupuesto con enfoque de género por dos años consecutivos. Según 
lo informado por este gobierno regional, mediante este enfoque se ha evaluado la cobertura de 
servicios en salud y educación. 

Cabe mencionar que ante esta pregunta el Gobierno Regional de Loreto reportó que viene 
trabajando de manera articulada con todos los sectores y gobiernos locales para incorporar los 
lineamientos de la Ley N° 28983 en sus herramientas de gestión. Sin embargo, la incorporación 
de las políticas de la LIO en los documentos de gestión regional no corresponde a la etapa de 
evaluación a la que se aludió en la pregunta. 



132

Defensoría del Pueblo

3.3.3.4 	 Conocimientos del personal de las Gerencias de Planificación y Presupuesto sobre 
evaluación con enfoque de género. 

Seguidamente se consideró importante indagar respecto de los conocimientos de los/as funcio-
narios y funcionarias entrevistados/as sobre el contenido de lo que se conoce como enfoque de 
género, para lo cual se les preguntó qué entendían por evaluación con enfoque de género. 

Gráfico Nº 25
Conocimientos sobre enfoque de género del personal de las Gerencias 

de Planificación y Presupuesto
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Las respuestas obtenidas evidencian que no se tiene suficiente claridad respecto de lo que supone 
evaluar con enfoque de género. Como se observa, la mayoría de Gerencias de Planificación y 
Presupuesto (10) refirió que esta evaluación implica garantizar la igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres. 

Sobre el particular es importante recordar que si bien el objetivo final de incorporar el enfoque 
de género en todas las fases del presupuesto es precisamente lograr la igualdad real para las 
mujeres a través de la reducción de las brechas de género, la evaluación con dicho enfoque 
está específicamente orientada a conocer los impactos de la ejecución de los presupuestos en la 
reducción de las brechas. En otras palabras, tiene por objetivo medir si el presupuesto ejecutado 
ha producido alguna mejora en la calidad de vida de la población femenina de la circunscripción. 
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En segundo lugar, se encuentran los gobiernos regionales (6) cuyos funcionarios (as) han referido 
que la evaluación con enfoque de género supone revisar el presupuesto para determinar si se ha 
programado y/o ejecutado proyectos con enfoque de género o que los presupuestos atiendan a la 
problemática de la mujer, lo que tampoco concuerda con la pregunta específicamente formulada. 

En conclusión, de las respuestas obtenidas se corrobora la necesidad de que tanto el MIMP como 
el MEF coordinen con los gobiernos regionales con la finalidad de promover el desarrollo de 
capacidades técnicas que sin duda van a repercutir en el cumplimiento del tipo de evaluación a 
la que se refiere la Ley. 

Como ya se ha reiterado, se requiere igualmente que el MEF, en su calidad de ente rector, dicte 
lineamientos claros que orienten la evaluación con enfoque de género de los presupuestos regionales, 
así como acciones de difusión de la norma y capacitación sobre la materia, recomendación que 
se realizó en el Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la LIO.174  

Cabe finalmente recordar que, como se ha referido, el MEF175 ha impulsado la implementación de 
programas presupuestales piloto con enfoque de género en el Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo y en el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo, a partir de los cuales se espera la 
elaboración de lineamientos concretos. 

3.3.3.5 	 Opinión del personal de las Gerencias de Planificación y Presupuesto sobre la 
relevancia de la evaluación con enfoque de género. 

Teniendo en consideración que es al personal de las Gerencias de Planificación y Presupuesto al 
que compete realizar la evaluación con enfoque de género176, durante la supervisión defensorial 
se estimó conveniente, además de saber respecto al conocimiento de sus funcionarios/as sobre el 
enfoque de género, recabar también su opinión respecto a la relevancia de esta función. 

Así, la mayoría del personal encuestado (18) respondió afirmativamente. Llama, sin embargo, 
la atención que cinco (5) encuestados/as afirmaron que la evaluación con enfoque de género 
resultaba irrelevante. Y es que si bien se trata de la respuesta de personal de una minoría de 
gobiernos regionales, preocupa saber de la postura de funcionarios/as con poder de decisión que 
podrían evadir el cumplimiento de la norma a la que se encuentran obligados por considerar 
innecesaria su aplicación, situación que, de presentarse, no permitiría conocer los impactos del 
presupuesto regional en la vida de su población femenina. 

174	 Cuarto Reporte de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, ob. cit., p. 74 – 75.
175	 Información proporcionada por la Dirección de Calidad del Gasto Público del Ministerio de Economía y Finanzas, en reunión 

organizada por el Componente de Finanzas Públicas del Programa Gobernabilidad e Inclusión GIZ-Perú, llevada a cabo el 10 de 
mayo de 2012.

176	 Artículo 29-A. Inciso 3 de la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley Nº 27867.
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Gráfico Nº 26
Gerencias de Planificación y Presupuesto que consideran relevante una evaluación 

del presupuesto con enfoque de género
(Total: 24)

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

3.3.3.6	 Propuestas para mejorar la evaluación con enfoque de género formuladas por las 
Gerencias de Planificación y Presupuesto.

Finalmente, con el objeto de conocer el punto de vista del personal de la gerencia encargada 
de realizar la evaluación del presupuesto, se consideró importante saber sus propuestas para 
mejorar el cumplimiento de esta medida, tanto respecto del MEF como en relación al MIMP. 

Si bien la mayoría de personal de la Gerencia de Planificación y Presupuesto no dio respuesta 
a la pregunta, quienes sí lo hicieron expresaron la necesidad de que el MIMP brinde asistencia 
técnica, desarrolle lineamientos y mejore la coordinación interinstitucional con el MEF y con el 
gobierno regional a este respecto. 

Por su parte, respecto de las propuestas dirigidas al MEF para mejorar la evaluación con enfoque 
de género, señalaron con mayor insistencia la necesidad de que, en su calidad de ente rector, 
dicte las directivas específicas así como las herramientas metodológicas necesarias para realizar 
la evaluación con las características señaladas. Cabe mencionar que estas sugerencias guardan 
relación con las recomendaciones defensoriales planteadas en el Cuarto Reporte (2010).177 

177	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, ob. cit., p. 98.
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Llama la atención que sólo en dos (2) gobiernos regionales se haya aludido a la necesidad de 
mayores recursos presupuestales.

Gráfico Nº 27
Propuestas para mejorar la evaluación con enfoque de género178

Fuente: Ficha A
Elaboración: Defensoría del Pueblo

De las respuestas puede advertirse que la mayoría de funcionarios y funcionarias reconocen la 
necesidad de adquirir mayores competencias técnicas para asumir el reto de implementar las 
políticas contenidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. 

La Defensoría del Pueblo considera importante redoblar los esfuerzos en el desarrollo de 
acciones de fortalecimiento de capacidades con funcionarias y funcionarios de gerencias clave 
de los gobiernos regionales. Es por ello indispensable lograr el compromiso de los funcionarios y 
funcionarias competentes con el objeto de mejorar el ejercicio de funciones en la implementación 
de políticas de obligatorio cumplimiento. 

Por su parte, la emisión de lineamientos claros por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, que 
orienten la evaluación de los presupuestos con enfoque de género resulta también indispensable, 
sin lo cual será difícil el cumplimiento de la norma presupuestal que lo dispone. 

178	 Como se puede advertir, el personal de las Gerencias de Planificación y Presupuesto de un número importante de Gobiernos 
Regionales no dieron respuesta a la pregunta.
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De otro lado, y teniendo en cuenta las diversas fases que conforman el ciclo presupuestal resulta nece-
sario incorporar en la Directiva para la Programación y Formulación del Presupuesto del Sector Público tanto 
la identificación de las principales brechas de género como un criterio que permita justificar la  asig-
nación de recursos por parte de los gobiernos regionales, como también el análisis de las etapas del 
ciclo presupuestal (formulación, aprobación, ejecución y evaluación) desde una perspectiva de género

Cabe recordar que estas recomendaciones también han sido planteadas en el Cuarto reporte 
llevado a cabo por la Defensoría del Pueblo (2010).179

3.3.3.7	 Opinión de las Gerencias de Desarrollo Social sobre la importancia de la 
evaluación con enfoque de género.

Ahora bien, durante la supervisión se consideró también importante conocer la opinión del 
personal de las Gerencias de Desarrollo Social, quienes en su mayoría (10 de 18) consideraron 
que incorporar este tipo de evaluación promueve el desarrollo de la mujer y que puede contribuir 
a reducir las brechas de género. 

Gráfico Nº 28
Opinión de las Gerencias de Desarrollo Social que consideran que evaluar el enfoque 

de género promueve el desarrollo de las mujeres 
(Total: 18)

Fuente: Ficha B
Elaboración: Defensoría del Pueblo

179	 Cuarto Reporte de la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres – 2010, ob. cit.,  p. 97-98.
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Como se puede observar, cada vez existe mayor conciencia en las Gerencias de Desarrollo Social 
de la importancia del incorporar el enfoque de género en la gestión de los gobiernos regionales 
así como en la evaluación de los presupuestos en especial. Este resultado puede estar vinculado 
tanto a sus propias funciones como también a las acciones de fortalecimiento de capacidades que 
viene realizando el MIMP. 

3.3.3.8	 Conocimientos de los consejos regionales sobre la obligación de evaluar con 
enfoque de género. 

De otro lado, debido a las importantes funciones de aprobación del presupuesto institucional 
así como de fiscalización que competen a los Consejos Regionales, durante la supervisión se 
preguntó sobre sus conocimientos respecto a la obligación de realizar la evaluación con enfoque 
de género. Sobre el particular, los consejos de la mayoría de Gobiernos Regionales (15) cuentan 
con dicha información. Sin embargo, aún en siete (7) de ellos se desconoce tal disposición, lo que 
sin duda limita el cumplimiento de sus funciones.

Gráfico Nº 29
Conocimiento de la obligación de evaluar con enfoque de género 

por parte de los Consejos Regionales
(Total: 23)

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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3.3.3.9 	 Conocimiento de los consejeros y consejeras regionales sobre las normas que 
disponen la evaluación con enfoque de género.

Asimismo se consideró importante preguntar a los Consejeros y Consejeras Regionales si 
conocían la norma que dispone la evaluación del presupuesto con enfoque de género. Del total de 
15 respuestas positivas, ocho (8) no precisaron la norma. Estas, sumadas a las respuestas que no 
se refirieron a la Ley General del Presupuesto (4), permiten concluir que nos encontramos frente 
a un número mayoritario de gobiernos regionales cuyos Consejos Regionales desconocen dicha 
disposición, con lo cual su labor de supervisión se ve afectada. 

Gráfico Nº 30
Conocimiento sobre la normatividad que dispone la evaluación con enfoque 

de género por parte de los Consejos Regionales
(Total: 15)

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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3.3.3.10	Opinión de los consejeros y consejeras Regionales sobre la relevancia de la 
evaluación con enfoque de género.

Asimismo, se preguntó su opinión sobre la relevancia de efectuar la evaluación del presupuesto 
regional con enfoque de género, pregunta que fue respondida por la totalidad del personal de los 
Consejos Regionales encuestado de forma afirmativa.

Gráfico Nº 31
Opinión sobre la relevancia de la evaluación con enfoque 

de género de los Consejos Regionales 
(Total: 23)

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Cabe sin embargo referir que, al preguntárseles sobre qué entendían por evaluación con enfoque 
de género, las respuestas revelaron que en la mayoría de casos no existe claridad sobre el particular. 
No obstante, es importante referir que en seis (6) gobiernos regionales las respuestas aludieron 
a que, en términos generales, la evaluación con enfoque de género supone que los presupuestos 
atiendan la problemática de la mujer. 
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Gráfico Nº 32
Qué se entiende por evaluación con enfoque de género por parte de 

los Consejos Regionales
(Total: 23)

Fuente: Ficha C
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Finalmente, dada la importancia de las funciones a cargo de los Consejos Regionales, la Defensoría 
del Pueblo insiste en la necesidad de que se fortalezcan las competencias de los y las Consejeros 
(as) Regionales respecto del enfoque de género y sobre presupuestos sensibles al género; en 
especial con la finalidad de que asuman con prioridad su función de fiscalizar la implementación 
de políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres que contribuyan a lograr el 
desarrollo de la población femenina en la región. 
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CONCLUSIONES

Marco normativo internacional sobre el derecho a la igualdad y no discriminación de las mujeres.

1.	 El Perú ha ratificado diversos tratados internacionales de protección de derechos 
humanos, siendo los dos más importantes en materia de derechos de las mujeres la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará).  

2.	 El valor jurídico, político y cultural del marco normativo internacional para la protección 
de los derechos de las mujeres radica en reconocer que las situaciones de discriminación 
que las afectan son producto de concepciones social y culturalmente arraigadas, que 
generan relaciones de poder y de subordinación de las mujeres respecto de los hombres. 
Cabe, sin embargo, enfatizar que la incorporación de normas y garantías específicas 
para su protección no tiene como objetivo sustituir la normatividad general sobre 
derechos humanos, sino complementar y perfeccionar la efectiva defensa y promoción 
de los derechos de las mujeres.

3.	 El deber de respetar, garantizar y satisfacer los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales de derechos humanos está ligado de manera indisoluble a la asignación 
de los recursos que permitan a los Estados implementar las políticas públicas diseñadas 
para tal fin y obtener resultados efectivos. Dada su importancia, la mayoría de 
instrumentos internacionales han establecido medidas de corte presupuestal como 
parte de las obligaciones de los Estados Parte. 

Marco normativo nacional y políticas públicas.

4.	 La discriminación de género constituye un grave problema social en nuestro país ya 
que requiere de la implementación de políticas públicas especialmente diseñadas para 
revertir esta difícil situación y lograr una igualdad real entre mujeres y hombres. 

5.	 Si bien el Estado peruano ha emitido diversas normas en las que se aborda el tema, 
la Ley N° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (LIO), 
emitida en el año 2007, es la que desarrolla legislativamente el tema de manera integral 
y específica. Esta norma establece lineamientos para todos los niveles de gobierno, los 
poderes del Estado y los organismos constitucionalmente autónomos. 

6.	 En la medida que  las políticas públicas no son neutrales, una real voluntad política 
del Estado por comprometerse con el logro de una verdadera igualdad entre mujeres 
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y hombres implica necesariamente –entre otros aspectos– tener en consideración que 
el presupuesto público requiere ser sensible al género; es decir, ser diseñado con 
consideraciones de género como elemento transversal, debiendo comprender en esta 
tarea a todas las fases que conforman su ciclo de elaboración.

7.	 En el Perú existe una legislación que, aunque aún de manera incipiente, viene disponiendo 
la incorporación del enfoque de género en los procedimientos presupuestales, con mayor 
incidencia en la fase de evaluación antes que en las fases de programación, formulación 
asignación y ejecución del presupuesto del Sector Público. Si bien lo expuesto constituye 
de por sí un avance, no resulta suficiente para lograr revertir las brechas de género. 

8.	 Si bien existen instrumentos que buscan orientar las inversiones públicas hacia la 
reducción de las desigualdades de género (Planes de igualdad de oportunidades- 
PIO, Planes regionales de igualdad entre mujeres y hombres- PRIO), los presupuestos 
públicos del país aún no se encuentran reflejados en ellos, lo que no permite evidenciar 
el grado de cumplimiento de los compromisos político financieros con el logro de la 
igualdad entre mujeres y hombres.

Avances de los gobiernos regionales en el ámbito normativo a favor de los derechos de las mujeres.

9.	 Durante el año 2011, los gobiernos regionales aprobaron un mayor número de normas 
jurídicas vinculadas –de manera directa o indirecta– a la defensa o promoción de los 
derechos fundamentales de las mujeres, en comparación con los años anteriores. Así, 
encontramos diecinueve (19) disposiciones emitidas por trece (13) gobiernos regionales. 
Si bien esto es positivo, cabe precisar que suele tratarse de disposiciones de carácter 
declarativo o de conformación de comisiones de trabajo. Lo expuesto implica que, en 
la mayoría de los casos, las normas aprobadas no están directamente vinculadas a la 
reducción de brechas de género y carecen de la expresión presupuestal necesaria para 
la eliminación de la problemática que abordan.

10.	 Los Planes Regionales de Igualdad de Oportunidades –PRIO- constituyen instrumentos 
programáticos que orientan la acción del nivel regional de gobierno para el logro de la 
igualdad entre mujeres y hombres. Hasta diciembre del año 2011, se habían aprobado un 
total de diecisiete (17) PRIO en igual número de departamentos, tres de los cuales habían 
perdido vigencia. A la fecha existe un total de quince (15) PRIO vigentes. Sin embargo, 
su sola emisión no resulta suficiente para garantizar la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres.
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Capacitación a funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales en materia de derechos 
de las mujeres. 

11.	 En el marco del proceso de descentralización, resulta fundamental el fortalecimiento 
de capacidades de los funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales cuyas 
funciones se encuentran vinculadas al diseño e implementación de políticas, programas o 
proyectos sobre igualdad de oportunidades. Al igual que en el año 2010, los funcionarios/
as encuestados manifestaron que la necesidad de capacitación es un elemento de gran 
importancia para el trabajo de los gobiernos regionales, seguido de la asistencia técnica.

12.	 De acuerdo con la información reportada, veinte (20) gobiernos regionales refieren haber 
recibido capacitación por parte del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
(MIMP) en materia de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Así, se 
observa un ligero descenso respecto de la supervisión realizada en el año 2010, en la que 
veintiún (21) gobiernos regionales afirmaron haber recibido capacitación en la materia.

13.	 Conforme a lo señalado por los encuestados/as, los temas abordados en las capacitaciones 
se refirieron, fundamentalmente, a los marcos conceptuales sobre género y a otros 
contenidos vinculados a las funciones sectoriales a cargo del MIMP; sin embargo, 
atendiendo a la diversidad de temas tratados, pareciera no haber existido  suficiente 
unidad en su diseño.

14.	 De otro lado, a partir de la información reportada, es posible inferir que las actividades 
de fortalecimiento de capacidades en materia de derechos de las mujeres estuvieron 
orientadas principalmente a las Gerencias de Desarrollo Social, debido al mayor número 
de cursos o talleres en los que manifestaron haber participado los encuestados/as de 
dichas gerencias. 

Análisis del ciclo presupuestal con enfoque de género.

15.	 El ciclo presupuestal está compuesto por las fases de programación y formulación, 
aprobación, ejecución y evaluación. La normatividad vigente dispone la incorporación 
del enfoque de género en los procedimientos presupuestales, incidiendo específicamente 
en la fase de evaluación del presupuesto. 

	 Al respecto conviene recordar que, en cumplimiento de la Ley de Igualdad de 
Oportunidades, el presupuesto debe considerar las necesidades y problemáticas que 
afectan a la población femenina, en especial los aspectos identificados como brechas de 
género. 
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A. Fase de programación y formulación presupuestal.

16.	 De veinticuatro (24) gobiernos regionales, diez (10) refirieron tener en cuenta las 
principales afectaciones a los derechos de la mujer en la formulación de sus presupuestos, 
mientras que trece (13) señalaron no considerar esta información; y un (1) gobierno 
regional (Amazonas) no brindó la información solicitada. Estos resultados evidencian 
un retroceso en la materia respecto a aquéllos obtenidos en el Cuarto Reporte de la 
Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la LIO, ya que en dicha oportunidad 
catorce (14) gobiernos regionales reportaron haber tenido en consideración las brechas 
de género para la elaboración de sus presupuestos.

17.	 Los resultados de la supervisión evidencian que al interior de los gobiernos regionales 
no se tiene un conocimiento homogéneo sobre las principales problemáticas que afectan 
a las mujeres. Así, por ejemplo, pese a que estadísticas oficiales revelan que la violencia 
contra la mujer sigue siendo un problema de grandes dimensiones en nuestro país,  
los funcionarios/as de las Gerencias de Planificación y Presupuesto no lo refirieron de 
manera específica al ser encuestados. En cambio, sí lo hicieron los funcionarios/as de las 
Gerencias de Desarrollo Social y las consejeras y consejeros regionales, lo que ciertamente 
refleja una mayor conciencia respecto a la realidad que enfrentan las mujeres en su 
circunscripción. 

18.	 La supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo permitió conocer la asignación 
presupuestal destinada por los gobiernos regionales para reducir las inequidades que 
guardan relación con las brechas de género oficialmente identificadas por el Instituto 
Nacional de Estadística e Informática, como son: 

a)	 La mortalidad materna: De acuerdo con la información reportada, veintitrés (23) 
gobiernos regionales han destinado recursos para erradicar este grave problema. Si 
bien se trata de un número importante, se observa una ligera disminución respecto 
del año 2010, cuando veinticuatro (24) gobiernos regionales afirmaron haber 
destinado recursos  para abordar esta problemática. 

b)	 La violencia contra la mujer: Sobre el particular, de veinticuatro (24) gobiernos re-
gionales, ocho (8) afirmaron haber destinado recursos para atender la problemática 
de violencia contra la mujer en el presupuesto del año 2011: Callao, Cusco, Lima, 
Loreto, Madre de Dios, Piura, Tacna y Ucayali. De esta manera, se observa un incre-
mento del 100% en relación a lo referido en el año 2010, lo que sin embargo no resul-
ta suficiente ante la envergadura de este grave problema existente a nivel nacional. 
Asimismo, resulta ser de especial preocupación que en los departamentos de Junín 
y Apurímac, donde la incidencia de violencia contra la mujer resulta ser la más alta 
del país (53.1% y 52.6%, respectivamente), no se destinaron recursos para reducirla. 
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c)	 El analfabetismo: Llama la atención que pese a las altas tasas regionales de 
analfabetismo, de un total de veinticuatro (24) funcionarios/as de los gobiernos 
regionales consultados, sólo siete (7) afirmaron haber destinado recursos para 
enfrentar dicha problemática. 

d)	 El acceso de las niñas y las adolescentes a la educación básica regular: Dieciocho 
(18) de veinticuatro (24) gobiernos regionales manifestaron haber asignaron recursos 
para fomentar el acceso de niñas y adolescentes a la educación básica regular. Sin 
embargo, al igual que en el caso del analfabetismo, la mayor parte de medidas 
fueron dictadas indistintamente para beneficiar a niños, niñas y adolescentes.

e) 	 Acceso de las mujeres al ámbito laboral: De los veinticuatro (24) gobiernos 
regionales consultados, sólo siete (7) refirieron destinar recursos para este fin. 
Preocupa advertir una disminución en el número de gobiernos regionales que 
destinaron recursos para fomentar el empleo femenino con relación al año  2010, en 
el cual fueron once (11). 

19.	 Respecto a las políticas del PRIO que fueron incluidas en el Plan de Desarrollo Regional 
Concertado (PDRC), diez (10) gobiernos regionales afirmaron haber logrado su inclusión. 
En consecuencia,  también en este aspecto se presentó un retroceso en la gestión regional 
respecto de la supervisión realizada en el año 2010, en la que veintidós (22) gobiernos 
regionales afirmaron haber incluido políticas de igualdad de oportunidades en el PDRC. 

20.	 Con relación a los proyectos de inversión pública presentados en el presupuesto 
participativo vinculados a los derechos de las mujeres, sólo diez (10) gobiernos 
regionales refirieron haber presentado un total de catorce (14) proyectos para mejorar la 
calidad de vida de las mujeres de su región, de los cuales únicamente fueron aprobados 
los proyectos de seis (6) gobiernos regionales

21.	 Llama la atención que de los veinticinco (25) gobiernos regionales, sólo ocho (8) hayan 
referido enfrentar dificultades en la aprobación de proyectos de inversión pública sobre 
derechos de las mujeres; la mayoría vinculadas a la falta de interés y sensibilidad de los 
funcionarios y funcionarias que tienen la obligación de definir, en sus intervenciones, la 
mejora de las condiciones de vida de la población femenina de su circunscripción como 
aspecto prioritario.  

22.	 Con relación a la presentación de proyectos vinculados al logro de la igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres en el presupuesto participativo regional del 
año 2011, de acuerdo a lo manifestado por los propios encuestados/as, sólo cinco 
(5) gobiernos regionales consideraron proyectos al presupuesto participativo; cifra 
que incluso podría ser superior a la real pues, de la denominación de los proyectos 
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reportados, se colige que no todos están referidos expresamente a temas vinculados a 
derechos de las mujeres. 

B. Fase de ejecución presupuestal.

23.	 En cuanto a las principales dificultades para la ejecución del presupuesto relacionado 
con los derechos de la mujeres y la implementación de los PRIO,  los funcionarios/
as de las Gerencias de Desarrollo Social refirieron la falta de sensibilidad sobre la 
problemática de discriminación contra las mujeres, la falta de capacidad técnica y la 
falta de presupuesto. 

24.	 Respecto a la necesaria coordinación con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables así como con el Ministerio de Economía y Finanzas, se mencionaron 
como principales dificultades que surgen en la coordinación interinstitucional para el 
cumplimiento de la LIO,  la falta de asistencia técnica y de capacidad técnica, así como 
problemas de seguimiento en la ejecución presupuestal. 

25.	 Llama la atención que de veintitrés (23) representantes del Consejo Regional, sólo ocho 
(8) refirieran haber desarrollado alguna acción para fiscalizar el presupuesto destinado 
al cumplimiento de la LIO. 

C. Fase de evaluación presupuestal.

26.	 El número de gobiernos regionales que manifiesta conocer la normatividad que establece 
la obligación de evaluar su presupuesto con enfoque de género se ha incrementado 
significativamente. Así, de ser sólo cinco (5) los gobiernos regionales que conocían esta 
obligación en el año 2010, en la supervisión del 2011, la cifra se incrementó a veinticuatro 
(24), con la sola excepción de Puno. 

27.	 Aún son pocos los gobiernos regionales que conocen las normas específicas que 
disponen la evaluación presupuestal con enfoque de género. En efecto, si bien fueron 
diez (10) los gobiernos regionales que refirieron conocer la normatividad, sólo tres 
de ellos (3) señalaron que la obligación se encuentra prevista en la Ley General del 
Sistema Nacional de Presupuesto y en la Directiva para la evaluación semestral y anual de 
los presupuestos institucionales de las entidades del gobierno nacional y gobiernos regionales, 
aprobada por el Ministerio de Economía y Finanzas. 

28.	 A pesar de que –como se ha referido– veinticuatro (24) gobiernos regionales afirman 
conocer la obligación de llevar a cabo una evaluación presupuestal con enfoque de 
género, sólo dos (2) han realizado efectivamente esta evaluación. De esta manera, el 
reporte del presente año muestra una significativa disminución respecto del reporte 
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del año 2010, en el que fueron siete (7) los gobiernos regionales que afirmaron haber 
efectuado esta evaluación.  

29.	 Los funcionarios y funcionarias responsables no tienen suficiente claridad sobre el 
contenido de la evaluación con enfoque de género.

30.	 Si bien la mayoría del personal entrevistado de las Gerencias de Planificación y 
Presupuesto (18) considera relevante realizar la evaluación con enfoque de género, no 
deja de ser preocupante que cinco (5) encuestados/as manifestaran lo contrario. 

	 Sin embargo, es importante destacar que, cuando se formuló esta misma pregunta a 
los consejeros/as regionales, la totalidad de encuestados/as respondió que considera 
relevante realizar la evaluación con enfoque de género.
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RECOMENDACIONES

A los Gobiernos Regionales:

1.	 Producir información desagregada por sexo, área geográfica, etnia, condición de 
discapacidad y edad en todos los ámbitos del quehacer institucional; así como identificar 
las causas y consecuencias de las brechas de género existentes en sus respectivas regiones.

2.	 Diseñar una agenda regional que considere las principales brechas de género en sus 
respectivas circunscripciones, en cuya elaboración participen la Gerencia de Desarrollo 
Social, la Gerencia de Planeamiento, Presupuesto y Acondicionamiento Territorial, y la 
Gerencia de Desarrollo Económico (o las que hagan sus veces).

3.	 Incorporar el enfoque de género en su planificación estratégica así como en todas 
las fases del ciclo presupuestal (programación, formulación, aprobación, ejecución y 
evaluación) y en la rendición de cuentas.

4.	 Incorporar políticas sobre igualdad de oportunidades en los planes de desarrollo 
concertado, presupuesto participativo y planes operativos institucionales anuales. Ello 
comprende también las políticas contenidas en los Planes Regionales de Igualdad de 
Oportunidades entre Mujeres y Hombres (PRIO).

5.	 Asignar recursos presupuestarios suficientes y específicos para la implementación de 
políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres; los que deben estar 
vinculados a planes, programas y acciones programáticas –con objetivos concretos y 
medibles– que reduzcan las brechas de género priorizadas.

6.	 Establecer indicadores que den cuenta de la reducción de brechas de género en el corto, 
mediano y largo plazo; así como criterios de priorización de las brechas entre mujeres y 
hombres en cada región.

7.	 Promover el trabajo articulado entre las gerencias involucradas en la implementación 
de las políticas de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres; y dotar a 
las Gerencias de Desarrollo Social y a las Gerencias de Planeamiento, Presupuesto y 
Acondicionamiento Territorial –o las que hagan sus veces– de recursos humanos y 
presupuestales suficientes para que cuenten con áreas responsables de la implementación 
de políticas en materia de igualdad de oportunidades.

8.	 Cumplir con los Convenios de Gestión celebrados con el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables (MIMP), especialmente en lo referido a la participación continua 
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del personal a cargo de la implementación de las políticas de igualdad contenidas en los 
PRIO o en otros documentos de gestión, en todas las actividades de fortalecimiento de 
capacidades y sensibilización. 

9.	 Fortalecer las capacidades de los y las consejeros/as regionales respecto del enfoque 
de género y sobre presupuestos sensibles al género, en especial con la finalidad de que 
asuman con prioridad su función de fiscalizar la implementación de políticas de igualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres que contribuyan a lograr el desarrollo de la 
población femenina en la región. 

Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables:

10.	 En su calidad de ente rector en materia de igualdad de género, brindar –en coordinación 
con el Ministerio de Economía y Finanzas– asistencia técnica y capacitación a los 
funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales; especialmente de la Gerencia 
de Desarrollo Social, la Gerencia de Planeamiento, Presupuesto y Acondicionamiento 
Territorial, la Gerencia de Desarrollo Económico, y el Consejo Regional, en temas como: 
perspectiva de género, igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, brechas de 
género y metodologías e indicadores sobre presupuesto sensible al género. 

11.	 Coordinar con los gobiernos regionales la oferta de contenidos de las acciones de 
capacitación y de asistencia técnica, a fin de que respondan a las necesidades propias de 
sus funcionarios y funcionarias encargadas de implementar las políticas de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres. 

12.	 Destinar –en su condición de ente rector en materia de igualdad de género– mayores 
recursos humanos y presupuestales para la sensibilización y fortalecimiento de 
capacidades de los funcionarios y funcionarias de las gerencias que pudieran estar 
vinculadas a la implementación de políticas de igualdad de oportunidades, así como de 
los consejeros y consejeras regionales. 

13.	 Formar equipos de personal técnico especializado para el fortalecimiento de capacidades 
y sensibilización de funcionarios y funcionarias de los gobiernos regionales para lo 
que se sugiere el diseño de módulos con contenidos preestablecidos que puedan ser 
desarrollado de manera uniforme. 

14.	 Diseñar planes de asistencia técnica a los gobiernos regionales en los que se establezca la 
permanencia del personal especializado del MIMP por periodos necesarios que permita 
la incorporación del enfoque de género en la gestión regional.
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Al Ministerio de Economía y Finanzas:

15.	 Emitir –en su calidad de ente rector en materia económica y financiera– los lineamientos 
necesarios para la aplicación de las normas vinculadas al Presupuesto del Sector Público, 
incorporando la perspectiva de género en todas las etapas del ciclo presupuestal 
(programación, formulación, aprobación, ejecución y evaluación).

16.	 Realizar –en coordinación con el MIMP– acciones para difundir el contenido, alcances 
y aplicación de la normativa vigente sobre programación, formulación, aprobación, 
ejecución y evaluación de presupuestos con enfoque de género. 

17.	 Capacitar a los gobiernos regionales en el diseño de proyectos, programas  y acciones 
que reduzcan las brechas de género priorizadas en la región de acuerdo al nuevo marco 
de presupuesto por resultados.

18.	 Desarrollar lineamientos para la implementación del presupuesto por resultados con 
enfoque de género.

Al Congreso de la República:

19.	 Incorporar en la Ley del Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2013, y en las 
próximas Leyes Anuales de Presupuesto, disposiciones como las siguientes:

a) 	 Que los pliegos, en el marco de la Ley N° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Hombres, consideren en la programación y priorización de sus 
gastos, la identificación de las principales brechas de género como un criterio que 
permita determinar la asignación de los recursos para el cumplimiento de sus 
objetivos institucionales. 

b) 	 Que el Ministerio de Economía y Finanzas, en el marco de la implementación del pre-
supuesto por resultados, promueva en su directiva la incorporación del enfoque de 
género en todas las fases del ciclo presupuestal, incluyendo indicadores de medición. 

c) 	 La utilización del enfoque de género en la evaluación de los presupuestos por 
resultados implementados. 


